



La fragilidad en el diseño 
institucional de los organismos de 











Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín 
Facultad de Ciencias Humanas y Económicas 
Departamento de Ciencia Política 




La fragilidad en el diseño institucional de 
los organismos de control fiscal del 
Departamento de Antioquia 
 
 
The fragility in the institutional design of the 










Tesis de grado presentada como requisito para optar al título de:  






Director de Tesis 






Universidad Nacional de Colombia – Sede Medellín 
Facultad de Ciencias Humanas y Económicas 
Departamento de Ciencia Política 
Maestría en Estudios Políticos 







A quién sino a ti adorada esposa, mi amor infinito. 
 
A Sergio Andrés, Samuel y Santiago, mis angelitos,  





Un agradecimiento especial a mi director de tesis, profesor Gustavo Adolfo 
Molina Peláez, por la orientación recibida durante el desarrollo de la investigación, 
por el apoyo y comprensión en momentos difíciles.  
 
A la Auditoría General de la República, por haberme facilitado cursar la 
Maestría y la realización de la investigación, entidad a la cual le debo buena parte 
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Resumen 
La investigación parte de una revisión crítica y analítica del marco 
constitucional y legal del control fiscal, enfatizando en la dispersión normativa 
existente y la falta de claridad en las competencias, permitiendo identificar riesgos 
asociados en el diseño institucional, elección de contralor, autonomía e 
independencia de las contralorías territoriales.  
Desde una mirada objetiva y critica, se analiza la estructura de la 
institucionalidad de las contralorías del departamento de Antioquia, en donde 
predomina la flexibilidad de las plantas de personal, generando inestabilidad en el 
control fiscal a los entes vigilados; falta de uniformidad en la aplicación de 
herramientas jurídicas y metodológicas conllevando a resultados dispares en la 
vigilancia y control de la gestión fiscal. Problemas similares en los demás órganos 
de control territorial, permitiendo formular una propuesta del sistema de control 
fiscal territorial a nivel nacional.  
La investigación concluye con una propuesta de reforma del control fiscal 
territorial que responde a la fragilidad y desarreglos institucionales con que viene 
operando y a los irrisorios resultados alcanzados en la lucha anticorrupción. La 
propuesta incluye creación del Sistema Nacional de Control Fiscal como organismo 
autónomo e independiente, integrado por la Contraloría y Auditoría General de la 
República y las contralorías territoriales, encargado de diseñar y establecer 
directrices y política en control fiscal; expedición del estatuto nacional de control 
fiscal; fijación de límites a la creación de contralorías territoriales por categoría del 
departamento, dejando en funcionamiento la de los departamentos con categoría 
especial y primera y fusionando en estas las contralorías municipales existentes 
en el respectivo departamento, así el sistema quedaría funcionando con 11 
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contralorías territoriales y la Contraloría General de la República, asume el control 
fiscal de 32 contralorías que se suprimen.  
La reforma enfatiza en el núcleo estructural de la organización administrativa 
del organismo de control, sistema de mérito y un esquema de armonización a 
través de un proceso sistémico de coordinación de acciones, con el propósito de 
fortalecer la institucionalidad del control fiscal como entidades independientes y 
sólidas, que permita enfrentar con mayor fortaleza y decisión la lucha contra la 
corrupción, generando confianza y credibilidad en la comunidad en la salvaguarda 
de los bienes y recursos públicos. 
 





The research starts from a critical and analytical review of the constitutional and 
legal framework of fiscal control, emphasizing the existing regulatory dispersion and 
lack of clarity in the competitions, allowing the identification of risks in choosing a 
comptroller by the territorial administrative corporation, restricted autonomy and 
independence of territorial comptrollers. 
From an objective and critical point of view the institutional structure of the 
comptroller of the department of Antioquia, where flexibility of staff predominates, 
creates instability in the control of the supervised entities; lack of uniformity in the 
application of legal and methodological tools leading to mixed results in the exercise 
of the supervision and control of fiscal management, similar problems in the other 
territorial control bodies, allowing to formulate a proposal for the territorial fiscal 
control system at the national level. 
The investigation concludes with a proposal to reform the territorial fiscal control 
that responds to the fragility and institutional failings that have been operating and 
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the derisory results achieved in the fight against corruption. The proposal includes 
the establishment of the National Fiscal Control System as an autonomous and 
independent body, composed by the General Comptroller of the Republic, territorial 
comptroller and Auditor General of the Republic, who are responsible for designing 
and establishing guidelines and policy on fiscal control; issuance of the national 
status of fiscal control; setting limits to the creation of territorial comptrollerships by 
virtue of the category of the department, leaving only the departments with special 
and first category in operation and merging into these the existing municipal 
comptrollerships in the respective department, so that the system would remain in 
use. Territorial comptrollerships and the Comptroller General of the Republic, 
assumes the fiscal control of 32 comptrollerships that are suppressed. 
The reform emphasizes the structural core of the administrative organization of 
the inspection body, a merit system and a scheme of harmonization through a 
systematic process of coordination of actions, in order to strengthen the institutions 
of fiscal control as solid, independent entities, which will allow a stronger and more 
determined fight against corruption, building trust and credibility in the community 
in safeguarding public assets and resources. 
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Esta investigación se refiere a la fragilidad en el diseño institucional de los 
organismos que ejercen control fiscal territorial en Colombia, tomando como base 
de estudio las contralorías del departamento de Antioquia (Antioquia, Medellín, 
Envigado, Bello e Itagüí), que se encargan de ejercer la función pública de vigilar y 
controlar fiscalmente los bienes y recursos del departamento y municipios.  
En el ámbito nacional el control fiscal territorial lo ejercen 63 contralorías que 
tienen bajo su responsabilidad la vigilancia de 7.746 entidades que ejecutaron en 
el 2015 un presupuesto de $137,7 billones. En el departamento de Antioquia esta 
tarea la cumplen la Contraloría Departamental de Antioquia y las contralorías 
municipales mencionadas, responsables de vigilar a 503 entidades que ejecutaron 
en el año 2015 un presupuesto de $36,6 billones.  
El diseño institucional de las contralorías territoriales como organismos de 
control fiscal, parte del problema de la eficacia en el control de los recursos 
públicos, el cual se centra en una falta de coherencia normativa en la 
reglamentación institucional para su funcionamiento, denotado en la debilidad de 
su estructura y capacidad organizacional para el ejercicio de vigilancia fiscal; a la 
ausencia de parámetros y criterios claros para el ejercicio de dicho control; y 
finalmente al origen político de los contralores territoriales, lo que conlleva a la 
pérdida de credibilidad institucional ante la ciudadanía y a un ambiente de 
corrupción en el sector público. 
La investigación está dirigida a analizar las actuaciones de las contralorías 
territoriales del departamento de Antioquia como reflejo del funcionamiento de los 
organismos de control fiscal en el país y en el marco del diseño institucional 
establecido en la Constitución y la ley, permitiendo identificar las reglas de juego 
normativas de las instituciones de control; describir las herramientas jurídicas y 
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metodológicas para el ejercicio del control fiscal territorial; consultando el esquema 
organizacional y administrativo para el ejercicio del control y analizando los 
resultados de sus actuaciones en acciones preventivas y resarcimiento de recursos 
del Estado y su aporte a la lucha contra la corrupción, con el propósito de formular 
una propuesta de discusión que permita disminuir los riesgos de corrupción en la 
gestión fiscal del recurso público del departamento y los municipios. 
El presente estudio brinda elementos de discusión en los actuales momentos 
de debate y ajuste institucional en el Estado colombiano, aportando a la creciente 
preocupación del papel que desarrollan los organismos de control fiscal territorial 
en la lucha contra la corrupción, poniendo de manifiesto las debilidades en el diseño 
institucional que inciden en su funcionamiento, estructura y herramientas 
metodológicas, con el objetivo de fortalecer la institucionalidad del control fiscal con 
entidades independientes y sólidas. 
El primer capítulo del documento se refiere al control fiscal territorial en el 
Estado colombiano, en éste se señalan los antecedentes históricos de los actuales 
organismos de control fiscal, la creación de la Contraloría General de la República 
y el paulatino surgimiento de las contralorías territoriales en el departamento de 
Antioquia, puntualizando en la oportunidad, forma y alcance del control fiscal que 
ejercen dichos organismos. 
En el segundo capítulo se realiza una revisión crítica del marco constitucional 
y desarrollo legal de la reglamentación del control fiscal nacional y territorial, 
haciendo énfasis en la dispersión normativa y las competencias confusas, los 
riesgos asociados en la elección del Contralor por parte de la corporación 
administrativa territorial, así como, en la autonomía extendida e independencia 
restringida de las contralorías territoriales. En el tercer capítulo se aborda, desde 
una mirada objetiva y critica, la estructura de la institucionalidad del control fiscal 
en el departamento de Antioquia, la flexibilidad de las plantas de personal, las 
herramientas jurídicas y metodológicas con que cuentan para el ejercicio de la 
vigilancia y control de la gestión fiscal y un examen crítico de los resultados 
obtenidos en el año 2014. 
Introducción 3 
 
En el cuarto capítulo se analiza el fenómeno de la corrupción como uno de los 
problemas que amenazan en mayor medida la calidad del control fiscal que realizan 
las contralorías, se analiza el concepto y se realiza un recorrido por las acciones 
gubernamentales y la discusión pública que ha llevado al Estado Colombiano a 
definir una política pública para enfrentar el fenómeno de la corrupción, además se 
señalan los riesgos del diseño institucional de las contralorías territoriales para el 
ejercicio del control fiscal y el desteñido papel que estos organismos han tenido en 
la lucha contra la corrupción en el departamento de Antioquia. 
El quinto capítulo expone, a partir de la problemática identificada, la propuesta 
de reforma del control fiscal territorial que responde a la fragilidad y a los 
desarreglos institucionales con que viene operando el sistema y a los irrisorios 
resultados alcanzados en la lucha contra la corrupción. La propuesta incluye la 
creación del Sistema Nacional de Control Fiscal como organismo autónomo e 
independiente, integrado por la Contraloría General de la República, las 
contralorías territoriales y la Auditoría General de la República, encargado de 
diseñar y establecer las directrices y política en materia de control fiscal en el país; 
expedición del estatuto nacional de control fiscal; límites a la creación de 
contralorías territoriales en virtud de la categoría del departamento y Distrito 
Capital, con lo cual el sistema quedaría funcionado con 11 contralorías territoriales 
(10 departamentales en las que se fusionan 20 contralorías municipales) y la del 
Distrito Capital, suprimiendo 32 contralorías pequeñas, en las cuales la Contraloría 
General de la República asumiría la competencia de estas.  
La propuesta de reforma hace énfasis en el núcleo estructural de la 
organización administrativa del organismo de control, al sistema de mérito y un 
esquema de armonización a través de un proceso sistémico de coordinación de 
acciones, con el propósito de fortalecer la institucionalidad del control fiscal como 
entidades independientes y sólidas, que permita enfrentar con mayor fortaleza y 
decisión la lucha contra el flagelo de la corrupción. 
Finalmente, se presentan las conclusiones a las que ha llegado el autor luego 
del trabajo investigativo, presentándolas como aportes a la discusión por encontrar 
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un camino de actuación de los organismos de control fiscal que genere confianza 
y credibilidad en la comunidad, en la salvaguarda de los bienes y recursos públicos 




Planteamiento del problema 
En la Constitución Política se establece que el control y vigilancia de los bienes 
y recursos del Estado está a cargo de la Contraloría General de la República, en 
los departamentos y municipios dicha responsabilidad recae sobre las contralorías 
territoriales como entidades independientes y técnicas y con las mismas 
prerrogativas, funciones y facultades que el Ente de Control nacional, las cuales 
hacen parte de la cadena de instituciones que desarrollan actividades en la lucha 
contra la corrupción. En el caso del Departamento de Antioquia funcionan la 
contraloría departamental y las municipales de Medellín, Bello, Envigado e Itagüí. 
Por disposición constitucional y legal las contralorías territoriales tienen un 
diseño institucional y de designación de los titulares de estas entidades que las 
hace proclives a clientelismo político y hechos de corrupción. El origen político de 
los contralores territoriales genera que la intensidad del control fiscal territorial 
dependa de los cambios y variaciones de coaliciones y alianzas políticas que se 
tejen en la corporación territorial, desdibujando el carácter técnico y especializado 
que le ha atribuido la misma Constitución Política a las contralorías territoriales. 
De otro lado, a la corporación política territorial (Asambleas departamentales o 
Concejos municipales en donde exista contraloría), les corresponde determinar la 
estructura organizativa del respectivo organismo de control de acuerdo a las 
particularidades administrativas y de organización política del ente territorial. Así 
mismo, cada Contraloría define sus propios métodos y forma de rendir cuentas a 
los responsables del manejo de fondos o bienes de las entidades sujetas de control, 
estableciendo criterios para la evaluación financiera, operativa y de resultados; 
establece los instrumentos de revisión de cuentas y establecen criterios para 
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determinar el grado de eficiencia, eficacia y economía dado al manejo de los bienes 
y recursos públicos, generando que exista una diversidad de instrumentos 
normativos y herramientas metodológicas para el ejercicio del control fiscal 
territorial, lo que conduce a que los resultados de la vigilancia y control fiscal difieran 
en cada territorio. 
Pese a las responsabilidades y herramientas otorgadas en las ultimas normas 
y acciones promovidas por el gobierno nacional en desarrollo de la política 
anticorrupción, señalada en la Ley 1474 de 2011 o Estatuto Anticorrupción y en la 
Política Pública Integral Anticorrupción (PPIA) de 2013, el actual diseño 
institucional de los organismos de control fiscal territorial plantea unos 
procedimientos en su funcionamiento que expone a las contralorías territoriales a 
riesgos de corrupción en el ejercicio del control, afectando la eficiencia y eficacia 
en la vigilancia y control de la gestión de los recursos públicos.  
Se evidencia que el problema de la eficacia en la vigilancia fiscal de los recursos 
públicos se centra en la dispersión normativa y falta de coherencia en la 
reglamentación institucional del control fiscal territorial; a la debilidad en la 
estructura y esquema organizacional de los organismos de control fiscal, a la 
ausencia de parámetros y criterios claros para el ejercicio de dicho control; y 
finalmente al origen político de los contralores territoriales, lo que conlleva a la 
pérdida de credibilidad institucional ante la ciudadanía y un ambiente de corrupción 
en el sector público.  
En el caso de las contralorías del Departamento de Antioquia, lo anteriormente 
expuesto se hace evidente en las siguientes situaciones, lo cual hace particular el 
estudio de la problemática en Antioquia: 
a. La falta de resultados en la recuperación de los recursos públicos que 
han sido afectados por hechos de corrupción. 
b. La inestabilidad del personal técnico en sus cargos, la que se presenta 




c. Los contralores son elegidos por coaliciones políticas coyunturales que 
responde a los procesos electorales que ha elegido a los mandatarios 
que son objeto de su control, afectando la independencia que debe tener 
el ejercicio del control. 
d. Existencia de múltiples procedimientos y metodologías para el desarrollo 
y seguimiento del control a los recursos públicos. 
 
 
Marco conceptual y elementos 
metodológicos 
a. Marco Conceptual 
La metodología utilizada estuvo enfocada en la revisión y análisis crítico de las 
disposiciones normativas internas y superiores, relacionadas con la organización y 
funcionamiento de las contralorías, la elección de contralores; competencias y 
responsabilidades asignadas; combinando aspectos cualitativos relativos a la 
incidencia en el ejercicio del control fiscal de los contralores por su vínculo político 
con quienes lo eligieron, los criterios de vinculación del personal de libre 
nombramiento y remoción y la efectividad de las metodologías utilizadas por las 
contraloría territoriales en el proceso auditor y aspectos cuantitativos en lo referente 
al número de cargos de carrera y de libre nombramiento y remoción, productos de 
las contralorías determinados en hallazgos fiscales y fallos con responsabilidad 
fiscal. 
El control fiscal territorial debe entenderse en el marco de la organización del 
estado colombiano, como una disciplina consustancial al manejo y administración 
de bienes y recursos públicos, ejercido por las contralorías territoriales como 
componentes de los órganos independientes de las ramas del poder público, pero 
que hacen parte del equilibrio de poderes entre las diferentes entidades estatales. 
En primer lugar, debe entenderse que el fisco lo constituye el recaudo de tributos, 
los fondos y bienes de propiedad del Estado. El control del fisco es la vigilancia 
administrativa que se ejerce sobre estos bienes y recursos, que hacen parte del 
equilibrio de poderes en el Estado moderno, en donde entran en juego los 
diferentes grupos de presión, las ciudadanías y sectores interesados de la sociedad 
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que restrinjan los posibles abusos que el estado ejerce a través de sus 
instituciones. Por lo tanto, es una función de control del mismo Estado, que ha 
evolucionado desde la concepción clásica de la separación de funciones estatales, 
expuestas por John Locke y Montesquieu en el siglo XVI y XVII. 
A John Locke se le atribuye la distinción tripartita de las funciones del Estado, 
en su obra “Ensayo sobre el gobierno civil” en la que afirma que “el poder legislativo 
y el poder ejecutivo, en todos los gobiernos bien regulados, deben estar en 
diferentes manos”, señala además que quien hace las leyes no las debe ejecutar 
porque corre el riesgo de convertirse en un poder arbitrario (Medina Torres, 
Emmerich, & Alarcon Ortiz, 2007, p. 138). Por su parte, Montesquieu, en “El espíritu 
de las leyes” reafirma este concepto y señala claramente la división de poderes del 
Estado, para que el poder controle al poder, “En cada Estado hay tres clases de 
poderes: el legislativo, el poder ejecutivo de las cosas relativas al derecho de 
gentes, y el poder ejecutivo de las cosas que dependen del derecho civil” 
(Montesqueiu, 1997), al primero se refería al cuerpo colegiado que hacia las leyes, 
al segundo al poder ejecutivo del estado que administraba el orden y garantizaba 
la seguridad pública y por el tercero se refería a quienes se encargaban de castigar 
los delitos y juzgaba la diferencia entre los particulares, lo que se denominó el poder 
judicial.  
De esta forma se fueron delineando las tres ramas del poder público (el 
ejecutivo, la judicial y el legislativo). Más adelante, en la declaración de los 
derechos del hombre y del ciudadano en 1789, se estableció en el artículo 16 que 
“toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no está asegurada, ni la 
separación de poderes determinada, no tiene Constitución.” 
En ese sentido, en los estados modernos además de las tres ramas del poder 
público han venido surgiendo otros organismos, que no hacen parte de las tres 
ramas, pero contribuyen al equilibrio de los poderes de la organización estatal, 
como lo señala el profesor Jaime Vidal Perdomo en su libro Derecho constitucional 
general e instituciones políticas colombianas “Si bien es responsabilidad de los 
jefes de las administraciones públicas hacerlas marchar en forma adecuada, y de 
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los jueces sancionar las conductas desviadas de los servidores estatales, en los 
espacios intermedios ha florecido una función de control” (Vidal Perdomo, 1999, p. 
122), que puede ser desde el punto de vista de la conducta o comportamiento del 
servidor denominado control disciplinario o del manejo dado a los fondos y bienes 
que tiene bajo su responsabilidad llamado control fiscal.  
Las entidades territoriales y el proceso de 
descentralización 
Para abordar el tema de las entidades territoriales, tenemos que partir por 
definir Estado, el territorio y las propias entidades territoriales. En el primer término 
encontramos que los constitucionalistas definen al Estado como una “entidad 
politica que se forma cuando en una porción de la superficie terrestre un conjunto 
de personas se organiza juridicamente, y bajo el mando de un gobierno buscan 
mantener el orden” (Younes Moreno, 2011, p. 215). Adicionalmente, al Estado 
moderno lo entendemos como la integración de un territorio o espacio fisico que 
garantiza la existencia misma del Estado; el pueblo o comunidad que vive en ese 
territorio regido por sus propias normas; el gobierno, conjunto de instituciones 
habilitadas para ejercer el poder público; y la soberania, máxima postetad del 
pueblo que no proviene de ningun otro poder.  
El territorio lo referimos al ámbito geográfico en el cual se asienta la población 
y sobre el cual el Estado ejerce el monopolio de la fuerza. Es en el territorio que el 
Estado cumple sus fines y funciones, genera recursos y es el ámbito de desarrollo 
de sus actividades y competencias. El Estado colombiano, con el fin de facilitar la 
administración y gestión del territorio está dividido en entidades territoriales; en 
primer nivel esta la Nación, luego están los departamentos y distritos, y el tercer 
nivel lo conforman los municipios y territorios indígenas, estos como ente territorial 
independiente.  
En virtud de la autonomía de que gozan, las entidades territoriales se 
reconocen por: “gobernarse por autoridades propias; ejercer las competencias que 
les correspondan; administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para 
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el cumplimiento de sus funciones y participar en las rentas nacionales” (Rodríguez, 
2013). Este grado de autonomía se ha alcanzado gracias a las reformas de la 
estructura centralista promovidas en las décadas de los años ochenta y noventa, 
desde distintos ámbitos de la vida nacional. 
Antes de las reformas constitucionales de la década de los ochenta, Colombia 
era una nación esencialmente centralizada, el ejecutivo nacional concentraba el 
poder de las más importantes decisiones políticas, fiscales y administrativas1, fue 
a partir de los cambios adoptados en la Reforma Constitucional de 1968, en la que:  
“autorizó al Presidente de la República delegar en los gobernadores funciones de los 
ministerios, departamentos administrativos y establecimientos públicos, al establecer 
el situado fiscal, es decir la participación de los departamentos, intendencias, 
comisarías y municipios en una cuota de las rentas de la nación y al consagrar nuevas 
formas de administración municipal como las áreas metropolitanas, asociaciones de 
municipios y las juntas administradoras locales, se persigue que revitalizar todas estas 
entidades y dar mayor posibilidad a las comunidades locales de intervenir en sus 
propios asuntos, como corresponde a los deseos manifiestos de las regiones y a un 
más alto espíritu democrático” (Younes Moreno, 2011, p. 41) 
El país inició desde entonces, el tránsito hacia una mayor autonomía de sus 
gobiernos departamentales y municipales, tanto en lo político, administrativo y 
fiscal, dando origen al concepto de descentralización territorial.  
El proceso descentralista se fortaleció con la expedición del Acto Legislativo 
No. 01 de 1986, que estableció por primera vez en el país la elección popular de 
alcaldes y tuvo su consolidación normativa con la entrada en vigencia de la 
Constitución Política de 1991, que instituyó como uno de los principios centrales el 
fortalecimiento de las entidades territoriales, para hacer de ellas un soporte 
esencial del “proceso de descentralización administrativa en la cual ha estado 
empeñado el Estado colombiano en las últimas décadas, respondiendo a las 
                                               
 
1 El poder ejecutivo tenía la facultad nominadora de todos los gobernadores y alcaldes del país; la 
imposición y recaudo de impuestos y la ejecución de recursos de proyectos de inversión o 
prestación de servicios sociales.   
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urgentes necesidades de democratización de nuestra sociedad y de satisfacción 
de sus necesidades básicas”2. 
El modelo de descentralización establecido en la nueva carta, propugna por un 
reordenamiento global de las funciones y de los recursos, entre los niveles 
territoriales. En lo político, este modelo se expresa en la ampliación de los espacios 
de participación, la consulta popular, el referendo, la elección popular de alcaldes 
y gobernadores, el voto programático y la revocatoria del mandato.  
En materia fiscal, la Ley 14 de 1983, ordenó fortalecer los fiscos de los entes 
territoriales, dotando a los gobiernos municipales y departamentales de mayores 
potestades legales para gravar la propiedad de bienes inmuebles, la explotación 
industrial y comercial, el uso de vehículos automotores así como el consumo de 
gasolina, licores y cigarrillos, luego la Ley 12 de 1986, extendió de forma gradual 
el porcentaje de los recaudos del impuesto al valor agregado – IVA, transferido por 
la Nación a los gobiernos territoriales, reformulado por el Acto Legislativo 01 de 
2001 y reglamentado por medio de la Ley 715 de 2001 que constituye el Sistema 
General de Participaciones, garantizando los recursos para la financiación de los 
servicios sociales, en especial de salud y educación. 
La redistribución de funciones3 busca que el nivel nacional se responsabilice 
de fijar los objetivos globales de desarrollo económico y social, de orientar con 
políticas a todos los entes territoriales hacia el logro de estos objetivos. El 
Departamento4 debe a su vez, hacer la planificación territorial fijando objetivos que 
promuevan el desarrollo en su territorio, orientando a los municipios, realizando la 
                                               
 
2 El Estado y su organización. Departamento Nacional de Planeación. Febrero de 2005. p. 63. 
Bogotá 
3 Ley 715 de diciembre 21 de 2001, Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos 
y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) 
de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los 
servicios de educación y salud, entre otros. 
4 Las principales normas que regulan la organización y competencias de los departamentos son: 
artículos 297 a 310 de la Constitución Política, el Código de Régimen Departamental (Decreto-ley 
1222 de 1986), las Leyes 617 de 2000 y 715 de 2001. 
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inversión en los campos que están bajo su jurisdicción y el Municipio5 debe 
promover el desarrollo local, se encarga de la inversión y la prestación de los 
servicios básicos domiciliarios; es el ejecutor básico del gasto público.  
El proceso de descentralización se desarrolló de arriba hacia abajo, desde la 
Nación hacia las entidades territoriales, quien fue otorgando responsabilidades y 
autonomía para la gestión de sus intereses dentro de los límites que consagran la 
Constitución y la ley. De acuerdo con el artículo 286 de la Constitución Política, son 
entidades territoriales: los departamentos, los distritos, los municipios y los 
territorios indígenas. Además, la ley podrá dar el carácter de entidades territoriales 
a las regiones y provincias que se constituyan. En la actualidad existen 32 
departamentos, 1.123 municipios y cinco distritos (Bogotá, Cartagena, Santa 
Marta, Barranquilla y Buenaventura)6. 
Las competencias atribuidas a cada entidad territorial deben ser ejercidas 
conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad7. La 
coordinación hace referencia a la existencia de la armonía y coherencia entre las 
actividades que realicen en su interior y en relación con los demás niveles 
territoriales para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La concurrencia 
se da cuando dos o más niveles de gobierno deben desarrollar actividades en 
conjunto hacia un propósito común, en procura de una mayor eficiencia y 
respetándose mutuamente los fueros de competencia de cada una de ellas. 
Finalmente, la subsidiariedad se presenta cuando las autoridades de nivel superior 
apoyan transitoriamente a otras de nivel inferior, a solicitud de estas últimas, en la 
realización de actividades propias de este nivel8.  
                                               
 
5 Las principales normas que regulan la organización y funcionamiento de los municipios se 
encuentran establecidas en los artículos 311 al 321 de la Constitución Política, Código de Régimen 
Municipal Ley 136 de 1994 y leyes 617 de 2000, 715 de 2001 y 1551 de 2012. 
6 Según los datos obtenidos en el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, 2011, Bogotá. 
7 Artículo 288 de la Constitución Política. 




Adicionalmente, la distribución de competencias entre los diferentes niveles de 
gobierno, según lo establecido en la Ley 489 de 1998 y en virtud del principio de 
descentralización administrativa, se realiza teniendo el criterio de que la prestación 
de los servicios corresponda a los municipios; el control sobre dicha prestación a 
los departamentos y la definición de planes, políticas y estrategias a la Nación.  
Por lo tanto, se concluye que el municipio es la entidad territorial fundamental 
de la división político-administrativa del Estado, encargada de la prestación de los 
servicios básicos, dada la relación directa con la comunidad, quien es en últimas la 
receptora de las acciones estatales.  
Simultáneamente con el proceso de descentralización administrativa y fiscal, 
se ha delegado en las entidades territoriales el ejercicio del control fiscal, 
dotándolas de mayor autonomía en el manejo de sus recursos y el control y 
vigilancia de los mismos.  
El concepto de control a los recursos 
Aunque son muchas las opiniones que se han planteado sobre el control, no se 
ha configurado un saber efectivo y consensuado sobre dicho concepto. El control 
puede definirse como el proceso para asegurar que todas las actividades existentes 
se ajusten a las planificadas, de acuerdo con las políticas, objetivos y metas fijadas 
previamente9 para garantizar el cumplimiento de la misión institucional, “con el 
objeto de proporcionar un grado de seguridad razonable en cuanto a la 
consecución de objetivos” (Coopers & Lybrand, 1997, p. 16). Igualmente, 
podríamos decir que es una actividad inherente a la planeación de las actividades 
humanas, a la organización empresarial e institucional de cualquier orden, que 
tiene como propósito prevenir la arbitrariedad, el abuso de poder o el despilfarro de 
recursos que no logran las metas o resultados esperados.  
                                               
 
9 Concepto de control defendido por la administración clásica, en especial por Henry Fayol quien en 




El control se ha entendido como un instrumento de los sistemas para mantener 
su supervivencia, en los sistemas abiertos, como el Estado y organizaciones, el 
control puede darse mediante regulaciones o normas: la Constitución Política; las 
leyes aplicables para cada sector social, político y económico; los estatutos; 
reglamentos internos y procedimientos para cada entidad, etc., que precisan y 
limitan el poder de los diferentes agentes con el fin de mantener en equilibrio las 
organizaciones y el sistema.  
El control está íntimamente relacionado con el poder. En el marco de la teoría 
de sistemas cuando se ejerce control se tiene poder y se busca un interés en 
particular, lo que exige comprender cada uno de estos conceptos según el 
momento histórico y a la luz de las explicaciones dadas por las ciencias sociales, 
económicas y/o políticas. 
El teórico alemán Max Weber, señala que no se ejerce poder per se, sino que 
hay unas circunstancias que lo motivan, situación que está trazada por el control y 
dominación que un individuo pueda ejercer sobre cierto grupo, población o 
territorio. 
Ahora bien, para el ejercicio del poder se requiere control y para controlar se 
requiere una estructura estamental u organizacional que facilite el cumplimiento de 
las ordenes o normas, y a su vez una población que precise obediencia.  
Siguiendo con Max Weber, en su escrito del político y el científico refiriéndose 
a la vocación del político para ostentar el poder del Estado en donde señala que  
“Toda empresa de dominación que requiera una administración continuada necesita, 
por una parte, la orientación de la actividad humana hacia la obediencia a aquellos 
señores que se pretenden portadores del poder legítimo y, por la otra, el poder de 
disposición, gracias a dicha obediencia, sobre aquellos bienes que eventualmente 
sean necesarios para el empleo del poder físico: el equipo de personal administrativo 
y los medios materiales de la administración.” (Weber, 1979, p. 87)  
Por lo tanto, para que se ejerza dominación debe existir alguien que dirija las 
actividades humanas, que dé órdenes racionales, un aparato que facilite su 
cumplimiento y que legitime a quien dispone del mando y unos individuos que 
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obedezcan. En la estructura del estado democrático moderno, se ha diseñado de 
tal forma que las ramas del poder público y organismos que la conforman se 
controlen entre sí, evitando excesos de una de las partes y procurando el equilibrio 
entre ellas, por ello, los organismos que ejercen control a los recursos públicos, se 
comportan como un pilar más dentro del esquema de equilibrio de poderes. 
Ahora bien, las elites o grupos que ostentan el poder ejercen mecanismos para 
conservarlo y en ello los partidos políticos juegan un papel preponderante y utilizan 
diferentes mecanismos como la clientela de la burocracia estatal, aprovechándose 
de los organismos de control fiscal, catalogados como técnicos para 
instrumentalizarlos como un elemento más que “Representa tan sólo una categoría 
de la dominación por medio de un cuadro administrativo especial.” (Weber, 2002, 
p. 177), que les reporta beneficios electorales para su permanencia en el poder.  
En el ordenamiento constitucional y administrativo existen diferentes tipos de 
control, entre los más aplicados para la administración está el control interno10 el 
cual procura que todas las actividades, operaciones y actuaciones, así como la 
administración de la información y los recursos, se realicen de acuerdo con las 
normas constitucionales y legales vigentes dentro de las políticas trazadas por la 
dirección y en atención a las metas u objetivos previstos, este sistema de control 
es aplicado en Colombia acogiendo la metodología contenida en el informe 
COSO11 implementada en los Estados Unidos; el control externo constituido por 
órganos externos y la comunidad; el control social realizado por la sociedad civil 
organizada y soportada en los principios de la democracia participativa de 
actividades de control orientadas a defender los intereses colectivos; y el control 
                                               
 
10 Ley 87 de 1993, la cual establece normas para el ejercicio del control interno en las entidades y 
organismos del estado y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial 41120 de noviembre 29 de 
1993. 
11 El Committee of Sponsoring Organizations of the Treadway Commission (COSO por sus siglas 
en inglés), elaboró un documento en 1992, que contiene las principales directivas para la 
implantación, gestión y control de un sistema de control, el cual fue el referente para estructuración 
de la Ley 83 de 1993, de la cual se desprende todo el sistema de control interno de las entidades 
públicas en Colombia. El COSO tuvo revisión en el 2004, en Colombia ha tenido ajustes el sistema 
a través de la configuración del Modelo Estándar de Control Interno - MECI. 
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fiscal12 función pública que vigila la gestión fiscal de la administración y de los 
particulares o entidades que manejen fondos o bienes del Estado en todos sus 
órdenes y niveles. 
Definición y evolución del control fiscal en Colombia 
En las distintas normas y en la Constitución Política, se define al control fiscal 
como una función pública ejercida por organismos autónomos denominados 
Contraloría General de la República y sus homologas las contralorías distritales, 
departamentales y municipales. Ésta función pública incluye “el conjunto de todas 
las operaciones relacionadas con la administración, explotación o disposición de 
los recursos que integran el patrimonio de la nación, de sus entidades 
descentralizadas, tales como el recaudo de fondos, la adquisición o enajenación 
de bienes y la ordenación de gastos e inversiones” (Younes Moreno, Regimen de 
control fiscal y del control interno, 2000) 
Dentro de la estructura del Estado se especifica que las contralorías son 
órganos de control fiscal, independientes de las tres ramas del poder público, 
donde se delimita el campo de acción de la administración y el ámbito de 
competencias de las contralorías. 
El control fiscal es implícito a la gestión fiscal, entendida esta como:  
“el conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los 
servidores públicos y las personas de derecho privado que manejen o administren 
recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, 
planeación, conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, 
consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como 
a la recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines 
esenciales del Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, economía, 
                                               
 
12 Establecido en el artículo 267 y ss. de la Constitución Política de Colombia de 1991.  
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eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y valoración de 
los costos ambientales.”13 
Se dota a los organismos de control fiscal de los medios necesarios para 
cumplir con la tarea fiscalizadora como la obligatoriedad de sus decisiones, la 
potestad de imponer multas, solicitar y obtener la suspensión de funcionarios, valor 
probatorio de sus actuaciones ante las autoridades judiciales, ejercer la jurisdicción 
coactiva, entre otros.  
En el libro “Control Fiscal y Auditoría de Estado en Colombia”, el autor William 
Vásquez Miranda señala que “algunos tratadistas han definido al control fiscal 
como el derecho que tienen las comunidades de fiscalizar la concesión de los 
tributos que sus integrantes pagan al Estado” (Miranda W. V., 2000, p. 52), 
convirtiendo a quienes ejercen dicha función en representantes de la comunidad 
para la vigilancia y control de los fondos y bienes del Estado. 
En este sentido, el control consiste entonces en “la política analítico–preventiva, 
que, a través de mecanismos debidamente programados, vigila, informa, evalúa y 
corrige situaciones o procedimientos que ponen en peligro la estabilidad 
estructural, operativa y funcional del sistema, atentando contra la supervivencia de 
la organización o impidiendo el rendimiento óptimo hacia la conquista de los 
objetivos propuestos”. (Betancur, 1994, p. 46). 
Los antecedentes históricos del control fiscal en Colombia se remontan hasta 
la época de la colonia, al establecerse en Bogotá en el siglo XVII el tribunal de 
cuentas del nuevo reino de granada, el cual realizaba un registro de ingresos y 
egresos a la usanza de los contadores de la monarquía española14.  Para el siglo 
XIX se crearon instituciones como el Tribunal Superior de Cuentas, la Contaduría 
de Hacienda y la Dirección General de Hacienda, organismos que durante todo 
                                               
 
13 Congreso de Colombia. (18 de agosto de 2000) Ley 610 de 2000, art. 3º. Publicada en el DO: 
44133  
14 “Antecedentes históricos de la Contraloría”. Economía Colombiana No. 150., p. 52. Contraloría 
General de la República. 1983. Bogotá. 
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este siglo sufrieron reformas importantes al pasar de las técnicas de control fiscal 
inspiradas en el derecho español a la organización financiera y fiscal francesa. 
Según las referencias históricas, para el siglo XX no hubo diferencias 
sustanciales respecto al anterior, hasta 1923 que un grupo de expertos 
norteamericanos, llamada la Misión Kemmerer 15, entregó al gobierno nacional, el 
informe sobre el estudio realizado al sistema financiero colombiano y la hacienda 
pública, con recomendaciones que luego se convirtieron en leyes. En dicho informe 
se señalaba como inútil la labor de la corte de cuentas al estilo francés, consideraba 
el examen de cuentas de lento y propuso establecer normas sobre presupuesto y 
contabilidad nacional, dando vía libre a la creación de la Contraloría General de la 
República.  
Pero solo hasta 1945 la Contraloría General de la República fue reconocida 
constitucionalmente como encargada de la vigilancia y control fiscal de los bienes 
del Estado, además se le asignó la responsabilidad de llevar las cuentas generales 
de la nación, prescribir los métodos de contabilidad y rendición de cuentas en las 
dependencias nacionales, exigir informes a los empleados públicos sobre su 
gestión fiscal y revisar y fenecer las cuentas del erario, estas funciones fueron 
materializadas con la expedición de la Ley 58 de 1946 que se constituyó en el 
primer estatuto de control fiscal del país. Más adelante mediante la Ley 20 de 1975, 
se determinó que el control fiscal debe realizarse de manera previa, perceptiva y 
posterior. 
Con la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 fue suprimido el 
control previo y se determinó que el control se ejercerá de forma posterior y 
selectiva, el cual consiste “en la comprobación de las transacciones y operaciones 
                                               
 
15 La Misión Kemmerer consistió en una serie de propuestas de remodelación de los sistemas 
monetarios, bancarios y fiscales, que luego se convirtieron en leyes (algunas de las cuales perduran 
hasta hoy). Fue liderada por Edwin Walter Kemmerer, economista estadounidense, profesor de 
Economía en la Universidad de Princeton, contratado como asesor financiero y económico por los 
gobiernos de Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Guatemala, México y Perú, con el fin de consolidar 
la estabilidad monetaria en estos países. Entes como el Banco de la República, la Superintendencia 
Bancaria y la Contraloría General de la República son resultado de sus recomendaciones. 
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ejecutadas por entidades bajo su control y de sus respectivas cuentas y registros y 
determinar si se ajusta a las normas, leyes, reglamentaciones y procedimientos 
establecidos” (Younes Moreno, 2000), y el control selectivo se refiere a la elección 
mediante un procedimiento técnico de una muestra representativa de recursos, 
operaciones o actividades para obtener conclusiones sobre el universo respectivo 
en el desarrollo del control fiscal16. 
En el país existe una Contraloría General de la República responsable del 
control y vigilancia a la gestión fiscal de todos los fondos y bienes de la Nación y 
64 contralorías territoriales responsables del control y vigilancia a la gestión fiscal 
de todos los fondos y bienes de los departamentos, distritos y municipios, y de los 
particulares o entidades que manejen fondos de estos. 
El artículo 272 de la Constitución Política indica que la vigilancia del control 
fiscal de los departamentos, distritos y municipios le corresponde a la Contraloría 
Departamental. Sin embargo, la misma norma dice que la ley puede establecer la 
creación de contralorías municipales, en tal sentido, el artículo 21 de la Ley 617 de 
2000 expresa que solamente los municipios y distritos clasificados en categoría 
especial y primera, y aquellos de segunda categoría que tengan más de 100.000 
habitantes, podrán crear y organizar sus propias contralorías. 
En el departamento de Antioquia funciona la Contraloría Departamental de 
Antioquia, responsable de ejercer control fiscal a las entidades y particulares que 
administran bienes y recursos del Departamento y las contralorías municipales de: 
Medellín, Bello, Envigado e Itagüí responsables de ejercer el control fiscal a las 
entidades y particulares que administran bienes y recursos de estos municipios.  
Así las cosas, las contralorías territoriales, como organismos de control fiscal, 
les corresponde ejercer en representación de la comunidad, la vigilancia de la 
gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que manejen 
fondos o bienes del Departamento y municipios; evalúan los resultados obtenidos 
                                               
 
16 Congreso de Colombia. (27 de enero de 1993). Artículo 5º. Ley 42 de 1993. DO: 40732. 
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por las diferentes organizaciones y entidades del Estado sobre la correcta, 
eficiente, económica, eficaz y equitativa administración del patrimonio público, de 
los recursos naturales y del medio ambiente; además de promover el autocontrol 
en la gestión pública; y finalmente establecer responsabilidades fiscales derivadas 
del ejercicio de la vigilancia fiscal en procura de lograr el resarcimiento de los 
recursos malversados en el ámbito de su jurisdicción. 
Elementos metodológicos  
La perspectiva del trabajo de la presente investigación se centró en el diseño 
institucional, marco normativo y funcionamiento de las contralorías territoriales del 
departamento de Antioquia, como marco de referencia para fundamentar una 
propuesta de organización y funcionamiento del control fiscal en el país. 
Es importante considerar que el estudio de caso se centra en las contralorías 
del departamento de Antioquia, debido a que en ellas se recoge toda la 
problemática de la vigilancia fiscal de los recursos del Estado, las ambigüedades 
en su funcionamiento, las distorsiones en sus estructuras organizativas, pero 
también se han convertido en un referente de los avances en el fortalecimiento 
tecnológico y diseño de metodologías para el ejercicio del control, lo que las 
convierte en un modelo singular para la comprensión de la fiscalización territorial 
en el país.  
Metodológicamente la investigación parte de considerar una revisión normativa, 
institucional y de procedimientos, como base para conocer el grado de desarrollo 
del ejercicio del control fiscal, recurriendo al análisis detallado de las normas, leyes 
y jurisprudencia a nivel nacional y regional. 
La investigación se ocupa de profundizar en el estudio de caso de las cinco 
contralorías del departamento de Antioquia, señalando la importancia de los 
siguientes elementos: 
- Dimensión y cobertura de las entidades y los recursos por auditar. 
- Esquema organizacional y administrativo para el ejercicio del control. 
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- Metodologías (guías de procedimientos) para la fiscalización de los recursos 
públicos. 
Se precisa que para efectos metodológicos, las guías metodológicas y de 
procedimientos difieren en el desarrollo institucional de cada contraloría, existiendo 
una guía como referente del orden nacional. Las contralorías de Antioquia y 
Medellín son especiales porque existían antes de haberse elaborado la de orden 
nacional, por las características propias de los sujetos de control que le son propios, 
por ejemplo, el holding empresarial de las Empresas Públicas de Medellín. 
La investigación se fundamenta en una revisión y análisis de las disposiciones 
normativas relacionadas con la organización y funcionamiento de las contralorías, 
elección de los contralores territoriales, competencias y responsabilidades 
asignadas a las contralorías territoriales, en especial, las contenidas en la 
Constitución Política (Título X. de los organismos de control fiscal, Capítulo I. de la 
Contraloría General de la República, artículos 267 hasta el 274 inclusive); leyes 
emitidas por el Congreso de la República: Ley 42 de 1993 que organiza el control 
fiscal, capítulo X de la Ley 136 de 1994 (Estatuto de Régimen Municipal), Ley 330 
de 1996 por la cual se dictan disposiciones relativas a las Contralorías 
Departamentales, Ley 617 de 2000, Ley 610 de 2000, Ley 1474 de 2011; decretos 
nacionales y demás normatividad relacionada con el control fiscal territorial, así 
mismo, se hará revisión de la jurisprudencia emitida por el Consejo de Estado y la 
Corte Constitucional. 
Se recurrió a la normatividad existente sobre el funcionamiento de las 
contralorías y el ejercicio del control fiscal territorial; a la reglamentación interna 
concerniente a la estructura, planta de personal y metodologías del proceso auditor 
entre otras normas, emitida por las contralorías del Departamento de Antioquia; 
con una delimitación temporal de  los resultados obtenidos entre los años 2012 a 
2015, entendiendo la complejidad administrativa y misional de cada una de ellas; y 
a los libros y documentos especializados que han escrito sobre el tema de control 
fiscal territorial.  
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Para el desarrollo de la investigación se tomaron pruebas sustantivas y 
revisiones analíticas de las actividades desarrolladas por las contralorías, para tal 
efecto, se realizó una recopilación de evidencias suficientes y competentes que 
permitieron sustentar la hipótesis planteada. Así mismo, se combinaron aspectos 
cualitativos relativos a la intensidad en el ejercicio del control fiscal de los 
contralores que pueda generar su vínculo político con quienes lo eligieron, los 
criterios de vinculación del personal de libre nombramiento y remoción y la 
efectividad de las metodologías utilizadas por las contraloría territoriales en el 
proceso auditor y cuantitativos en lo referente al número de cargos de carrera y de 
libre nombramiento y remoción, productos de las contralorías determinados en 
hallazgos fiscales, fallos con responsabilidad fiscal y resarcimiento del recurso del 
estado, para expresar el resultado del análisis de la información. 
El control fiscal territorial es un tema recurrente en la opinión pública, frente al 
cual se han venido pronunciando en los últimos años distintos estamentos de la 
sociedad, en particular la academia, las altas cortes, el gobierno, el Congreso de la 
República y los mismos órganos de control, a través del Consejo Nacional de 
Contralores, la Contraloría General de la República y la Auditoría General de la 
República sobre las necesidades de su reforma. 
Uno de los primeros estudios que relaciona el papel de los organismos de 
control con la ineficacia del Estado es el libro de Fernando Cepeda Ulloa “La 
Corrupción en Colombia”, publicado en 1997, que compila una serie de 
investigaciones del propio autor y de Fedesarrollo, en el cual se centran en el 
avance de la corrupción en todo el sector público. 
La Universidad del Rosario ha tenido especial interés en el análisis del 
funcionamiento y reformas que necesitan estos organismos, en ese ámbito 
desarrolló el proyecto de cooperación técnica internacional financiado por la 
Agencia de Cooperación Técnica Alemana GTZ, en la publicación de la colección 
de tres documentos: 
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• Aproximación a la gestión y resultados de las contralorías territoriales. Clara 
López Obregón, Peter Dineiger, Edilberto Peña González, Carlos Ariel 
Sánchez Torres. Editorial Universidad del Rosario. Bogotá, D.C. 2007.  
• Construcción de un modelo de contraloría tipo. Manuel Restrepo, Carlos 
Ariel Sánchez, Rocío Araújo, Edilberto Peña, Peter Dineiger. Editorial 
Universidad del Rosario. Bogotá, D.C. 2008.  
• Validación de un modelo de mejoramiento de la gestión y resultados de las 
contralorías territoriales en Colombia. Manuel Alberto Restrepo, Rocío 
Araújo Oñate, Guillermo Ernesto Tuta Alarcón. Editorial Universidad del 
Rosario. Bogotá, D.C. 2010.  
Por su parte la Auditoría General de la República, publicó en el 2011 el 
resultado de un estudio realizado por expertos nacionales e internacionales que 
evaluaron el sistema de control fiscal colombiano y propusieron alternativas de 
mejoramiento a su diseño y funcionamiento, las recomendaciones están citadas en 
el documento: 
• Sistema Nacional de Control Fiscal Territorial de Colombia. Resultados 
Misión de Expertos para el fortalecimiento del Sistema Nacional de Control 
Fiscal Territorial. Auditoría General de la República. Banco Mundial. 
Imprenta Nacional. Bogotá, D.C. 2011. 
• La impostergable reingeniería del control fiscal territorial: Documento para el 
debate sobre una política pública del control fiscal. Juan Carlos Peláez 
Gutiérrez, Guillermo Ernesto Tuta Alarcón y Gustavo García Figueroa. 




La estructura institucional de funcionamiento de las contralorías territoriales, 
favorecen la ineficacia e ineficiencia de la labor de fiscalización de los recursos 
públicos y permite la existencia de prácticas corruptas que están dirigidas a 




Capítulo I. El control fiscal territorial en el 
Estado colombiano 
1. Antecedentes históricos  
El control al recaudo de tributos y a la destinación de estos, ha existido de la 
mano con el surgimiento del Estado mismo, desde el descubrimiento de América, 
los diferentes mecanismos de control establecidos en Europa y en especial en el 
reino de España fueron trasladados al continente americano, con el propósito de 
controlar toda la riqueza expropiada a los nativos, que se convertían en bienes y 
fondos de la corona. Así se precisa que “en el segundo viaje de Cristóbal Colón 
venía un funcionario de los reyes católicos llamado “Lugarteniente de los 
Contadores Mayores de Castilla” con la misión de controlar ingresos y egresos de 
la expedición”.17 
Las campañas de colonización de las nuevas tierras americanas, tenían como 
objetivo último, acrecentar la riqueza y expandir el poder del reino de España sobre 
los nuevos territorios. En la primera mitad del siglo XVI, es organizado el Tribunal 
de la Real Audiencia de Santo Domingo, teniendo como función la de “vigilar a los 
altos funcionarios de la corona y ordenaba la rendición de cuentas de los bienes 
fiscales puestos bajo la administración de estos, luego fueron creados los 
Tribunales de Cuentas para las regiones donde se explotaban metales y piedras 
preciosas18.  
                                               
 
17 Armando Gómez Latorre. Antecedentes históricos de la Contraloría General de la República. 
Citado en Régimen del Control Fiscal. Diego Younes Moreno. p. 55. 
18 Óp. cit 
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Se observa entonces cómo “las Reales Audiencias, los Concejos de Indias, los 
Tribunales de Cuentas, las oficinas de contabilidad, precedidas por el lugarteniente 
de los Contadores Mayores de Castilla, realizaron la función fiscalizadora a favor 
de la Corona, durante esta época” (Betancur, 1994, p. 46). Las mismas funciones 
que cumplían estos tribunales en Europa eran desarrolladas en América, el 
examen, enjuiciamiento y sanción de los empleados públicos que tuvieran bajo su 
responsabilidad manejo de fondos, bienes y servicios del Estado Español dentro 
de la respectiva jurisdicción colonial a su cargo y durante los dos siglos siguientes 
realizaron el papel de Contralorías regionales en los territorios americanos 
pertenecientes a España. 
Aunque no puede identificarse un control fiscal bien definido, sí existieron entes 
o personas encargados de la vigilancia del manejo del recaudo de tributos y riqueza 
de la corona desde la óptica estrictamente financiera, razón de ser del control para 
la época, por ello, “se ubicaban en sitios estratégicos donde se generaban o eran 
manejadas grandes cantidades de dinero”. (Gómez Lee, 2014, p. 215).  
Para el siglo XIX, en épocas de la República y con la influencia de la revolución 
francesa que introdujo una serie de instituciones en el funcionamiento del Estado, 
se crearon oficinas de contabilidad, se establecieron normas fiscales y se inició en 
forma regular el control fiscal sobre los bienes de la Hacienda Pública (Mosquera, 
1981, p. 18), sin embargo la primera entidad de control fiscal como tal, se creó en 
la Constitución de Antioquia de 1812, que estableció el Tribunal de Cuentas 
Superior de Hacienda, el cual tenía la función de glosar y fenecer todas las cuentas 
que debían rendir los empleados encargados de la recaudación o distribución de 
los caudales del Estado19.  
Una de las normas más drásticas impuestas a la malversación de fondos 
públicos, se estableció el 23 de octubre de 1819, en el gobierno del General 
                                               
 
19 Mira, J. C. 2001. Control Fiscal en Colombia. (Tesis) Pontifica Universidad Javeriana, Bogotá, 
Colombia. 
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Francisco de Paula Santander, cuando entró a regir la ley principal contra los 
empleados de Hacienda, que condenaba a muerte a los funcionarios por mal uso 
de los fondos, o a la cárcel, por negligencia en el desempeño de su cargo (Pardo, 
1996, p. 48). Pero fue en el año de 1832, en el que, según Iván Duque Escobar y 
Gustavo Penagos, empieza el control fiscal en Colombia con la creación de la 
Contaduría General de Hacienda, entidad que centralizó las funciones para 
efectuar el examen y fenecimiento de las cuentas de las diferentes ramas que 
conformaban las rentas públicas, que más tarde, en 1840 se convirtió en la Corte 
de Cuentas con funciones principalmente fiscales. Esta norma seguía muy de cerca 
los principios de la organización financiera y fiscal Francesa de la época20. En 1873 
se emite el primer Código Fiscal, con la Ley 106 del mismo año, con pequeñas 
variaciones en las normas de fiscalización que estuvieron vigentes hasta 1923 con 
la creación de la actual Contraloría General de la República.  
2. La creación de la Contraloría General de la República 
y el surgimiento de las contralorías territoriales 
Según las referencias históricas, para finales del siglo XIX y principios del XX 
no hubo diferencias sustanciales en la normatividad y funcionamiento de las 
actividades de control fiscal21, hasta que en 1923, un grupo de expertos 
norteamericanos, llamado la Misión Kemmerer 22, entregó al gobierno nacional, el 
informe sobre el estudio realizado al sistema financiero colombiano y la hacienda 
pública, con recomendaciones que luego se convirtieron en leyes. En dicho informe 
se señalaba como inútil la labor de la Corte de Cuentas al estilo francés, 
consideraba lento el examen de cuentas a quienes manejaban fondos públicos y 
                                               
 
20 Diego Younes Moreno. Régimen del Control Fiscal. Editorial TEMIS. p. 22 
21 Según Uriel A. Amaya Olaya en “Fundamentos constitucionales del control fiscal”. “En épocas 
como la República el papel del control fiscal fue meramente formal, era una herramienta técnica 
de verificación cuya estructura se sujetó a los intereses de la clase dirigente”. 
22 Citada en la p. 18. 
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propuso establecer normas sobre presupuesto y contabilidad nacional, dando vía 
libre a la creación de la Contraloría General de la República.  
Con las recomendaciones de la misión Kemmerer se introdujeron reformas a la 
estructura y forma de ejercer el control fiscal, de allí se desprendió la Ley 42 de 
1923, que le dio vida a la Contraloría General de la República como organismo 
rector en control fiscal en el país y se crearon una serie de actuaciones que son 
consideradas las bases del actual modelo de control fiscal. Así mismo, permitió que 
la entidad sirviera de fuente y espacio de discusión para la formulación de 
propuestas e iniciativas de mejoras y nuevas políticas para la vigilancia del recurso 
público. 
Como responsable del manejo del sistema contable y presupuestal del país y 
en general con la organización de la hacienda pública, la Contraloría General de la 
República fue ganando un papel preponderante en el escenario nacional, 
transcendiendo su existencia del rango legal al rango constitucional con el Acto 
Legislativo No. 01 de 1945, asignándoles la responsabilidad constitucional de 
ejercer la vigilancia y control fiscal del manejo de los recursos del estado, llevar las 
cuentas generales de la nación, prescribir los métodos de contabilidad y rendición 
de cuentas en las dependencias nacionales, exigir informes a los empleados 
públicos sobre su gestión fiscal, al igual que revisar y fenecer las cuentas del erario. 
Estas funciones fueron materializadas con la expedición de la Ley 58 de 1946, que 
se constituyó en el primer Estatuto de Control Fiscal del país.  
La creación del organismo rector del control fiscal nacional, sirvió de referente 
para la paulatina creación de sus similares en los diferentes departamentos y 
municipios del país, las contralorías territoriales asumían el control fiscal de los 
recursos originados en el respectivo territorio, dejándole a la Contraloría General 
de la República el control de los recursos de origen nacional que representaban la 
mayor parte de los recursos ejecutados por el Estado. Las contralorías 
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departamentales son de creación constitucional23, por lo tanto, en cada 
departamento funciona un organismo de control fiscal; en el caso de las 
contralorías municipales, la misma Constitución delega en la ley su reglamentación 
para la creación de éstas, sin embargo, hasta la entrada en vigencia de la Ley 617 
de 2000 no había una prohibición explícita para la creación de contralorías en los 
municipios, originando que muchos Concejos crearan estos organismos sin ningún 
criterio técnico, administrativo o financiero. 
En el Departamento de Antioquia la Oficina y Tribunal de Cuentas que fenecían 
las cuentas departamentales, fueron reemplazadas en 1932 por la Contraloría 
General de Antioquia, con funciones similares a las otorgadas a la Contraloría 
General de la República, teniendo como responsabilidad la vigilancia de los 
recursos públicos del departamento y los municipios. En 1956 el Concejo de 
Medellín crea la Contraloría General de Medellín, constituyéndose, junto con la de 
Antioquia, en las dos entidades de referencia para el control fiscal territorial no solo 
en el departamento de Antioquia sino también en el país. Luego los concejos 
municipales de varios municipios del departamento crearon contralorías para la 
vigilancia de los recursos de la respectiva entidad territorial hasta alcanzar 9 
contralorías municipales en el Departamento (Bello, Envigado, Itagüí, Rionegro, 
Caucasia, Tarazá, Sabaneta, Copacabana, San Pedro, Girardota).  
Con la entrada en vigencia de la Ley 617 de 2000, norma que ordenó el 
desborde en gastos de funcionamiento y estableció racionalidad de las finanzas 
territoriales, puso límites a la creación de estos organismos de control en el ámbito 
municipal, quedando sólo para los municipios de categoría especial, primera y 
segunda y suprimiendo las existentes que no cumplían dichos requisitos. Con estos 
nuevos parámetros quedaron funcionando en el departamento de Antioquia las 
contralorías municipales de Medellín, Bello, Itagüí y Envigado.  
                                               
 
23 Constitución Política. Art. 272. 
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3. Las contralorías territoriales del departamento de 
Antioquia 
Con el propósito de situar como referencia de los organismos de control fiscal 
territorial de Colombia, se señalan los antecedentes históricos del surgimiento de 
las contralorías en el Departamento de Antioquia, las cuales se remontan a la 
época de la independencia, cuando se crea la primera entidad encargada de vigilar 
los tributos del Departamento de Antioquia, surgida por iniciativa de la Asamblea 
Constituyente del Estado Soberano de Antioquia, mediante la Ley del 8 de 
noviembre de 1856, que creó la Contaduría General. Desde entonces las funciones 
son similares a las que tienen hoy en día como el examen y fenecimientos de 
cuentas (departamentales y municipales), la exigencia en la presentación de 
cuentas, con facultades sancionatorias y la responsabilidad para elaborar planes 
de contabilidad entre otras. 
Con la Constitución Política de 1886, desapareció el Estado soberano de 
Antioquia y fue creado el Departamento de Antioquia. Mediante el Decreto 
Departamental 136 de 1888, se estableció la oficina General de Cuentas, pero fue 
con la Ley 62 de 1903, que se le otorgó a la Asamblea Departamental la facultad 
de nombrar a quien debería ejercer el control fiscal en el departamento. En 
desarrollo de esta ley fue aprobada la Ordenanza 01 de 1904 y nombró tres 
contadores para un periodo de dos años. Desde entonces la corporación 
administrativa viene ejerciendo su facultad del control de los recursos 
departamentales a través del nombramiento de quien ejerce estas funciones. 
La Oficina General de Cuentas fue sustituida por el Tribunal de Cuentas con la 
Ordenanza 29 de 1921, dirigido por un contralor general departamental. Luego con 
la Ordenanza 27 de 1932, se crea la Contraloría Departamental, a cargo de un 
Contralor Departamental y dos Auditores; los tres funcionarios eran nombrados por 
la Asamblea, para períodos de dos años y funciones de control previo. En los años 
siguientes la Asamblea Departamental expide una serie de normas para 
reorganizar la entidad, crear y suprimir cargos, hasta que en 1964 se expide el 
primer código fiscal de Antioquia con la Ordenanza 16 del mismo año. 
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Con la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991, que suprimió el 
control previo, el máximo órgano de control departamental contaba para entonces 
con 650 funcionarios, cifra que se mantuvo hasta que entró a regir la Ley 617 de 
2000, por la cual se dictaron normas de fortalecimiento de la descentralización y 
racionalización del gasto público, señalando topes máximos de presupuesto a las 
contralorías territoriales24, obligando a realizar una reducción significativa del 
presupuesto y del personal a su servicio, permitiendo con esta reestructuración, 
profesionalizar su planta de cargos para mejorar el ejercicio del control fiscal, 
dejando en 335 el número de cargos. 
Por su parte, las contralorías municipales, surgieron luego de la consolidación 
en el Departamento del organismo que ejerce el control fiscal, es así como, con el 
Decreto Municipal 359 de 1950 se crea la Contraloría Municipal de Medellín. En 
1956, el Decreto Municipal No. 1839, dota a la Entidad de autonomía frente a la 
administración central, rompiendo con la tradición hasta el momento de la 
dependencia del órgano de control con el ejecutivo. Con el Acuerdo 51 de 1962 el 
Concejo Municipal expide el Código Fiscal del Municipio de Medellín y se subordina 
la Contraloría como dependencia de dicha corporación.   
La Contraloría General de Medellín ha estado a la vanguardia en el desarrollo 
de las normas que se expiden a nivel nacional, es así como, con el Acuerdo No. 63 
de 1991 se reorganiza la entidad y se coloca a tono con los nuevos preceptos de 
la Constitución Política de 1991, de ser un organismo técnico de control fiscal, de 
gestión y resultados, eliminando el control previo y perceptivo, dando paso a la 
vigilancia posterior y selectiva. 
El Concejo Municipal de Medellín había creado auditorías internas en las 
Empresas Públicas de Medellín, Empresas Varias y en el Instituto de Valorización 
Metropolitana- INVAL, entidades que fueron unificadas en la estructura de la 
                                               
 
24 Para las contralorías de departamentos de categoría especial, como es el caso del Departamento 
de Antioquia, el límite de gastos no puede superar el 1,2% de los ingresos corrientes anuales de 
libre destinación, que tiene el departamento para la respectiva vigencia.  
34 La fragilidad en el diseño institucional de los organismos de control fiscal del 
departamento de Antioquia 
 
Contraloría General de Medellín, con el Acuerdo 42 de 1993 por mandato de la Ley 
42 de 1993 y de la Constitución Política de 1991. Luego de una serie de normas 
que acondicionaban las contralorías a las disposiciones que sobre la materia se 
expedían a nivel nacional para dotarlas de nuevas herramientas administrativas y 
de control fiscal, se expide el Acuerdo 10 de 2012, el cual define la actual estructura 
de la Contraloría General de Medellín. 
Las Contralorías municipales de Bello, Envigado e Itagüí, fueron creadas para 
realizar el ejercicio del control fiscal de los recursos públicos del respectivo 
municipio y sus entidades descentralizadas. La de Bello fue creada mediante 
Acuerdo 04 de 1968; la de Envigado, con el Acuerdo Municipal Nº 03 del 29 de 
agosto de 1986 y la de Itagüí, con el Acuerdo 28 de 1965. Estas contralorías han 
tenido diferentes modificaciones en su estructura en especial para ajustarse a lo 
establecido en la Constitución Política y los lineamientos fiscales de la Ley 617 de 
2000. Ejercen la vigilancia y control fiscal con autonomía administrativa, contractual 
y presupuestal para administrar sus asuntos según lo dispuesto por la Constitución 
Política, las leyes y demás normas vigentes. 
Como vemos, el ejercicio de actividades para controlar el recaudo, los bienes y 
fondos públicos tiene diferentes fases en su desarrollo en el país. En primer lugar, 
está la época de la colonia o dominación por parte de la corona española, en donde 
básicamente se trasladaron los mecanismos de control utilizados por los reyes de 
España, dedicados principalmente al cuidado de la riqueza obtenida en tierras del 
nuevo reino de Granada; en segundo lugar, está la época transitada luego de la 
independencia de Colombia país a principios del siglo XIX con la construcción de 
la naciente Nueva Granada, donde se ensayaron la creación e implementación de 
instituciones estatales surgidas de la revolución francesa, como las oficinas 
generales de cuentas y los tribunales de cuenta, encargados de vigilar la 
destinación de los fondos y bienes públicos a su cargo, de los funcionarios del 
Estado. Por último, está la fase del actual modelo de control fiscal que inició con la 
creación de la Contraloría General de la República en 1923, dejando atrás los 
experimentos basados en instituciones francesas, estableciendo un nuevo marco 
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de referencia para el control de los bienes y fondos públicos. Además, sirvió de 
guía para el desarrollo del control fiscal territorial en departamentos y municipios.  
4. Del control previo y perceptivo al control posterior y 
selectivo 
Antes de la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991, una de las 
formas de ejercer el control fiscal era a través del control previo, el cual consistía 
en examinar con antelación a la ejecución de las transacciones u operaciones, los 
actos y documentos que las originan o respaldan, para comprobar el cumplimiento 
de las normas, leyes, reglamentaciones y procedimientos establecidos25. 
Por su parte, el control perceptivo se refiere a la “revisión de las actuaciones y 
operaciones administrativas en el mismo momento en que estas se realizaban, de 
tal manera que se garantizara la presencia de un funcionario de la contraloría en 
dichas operaciones” (Miranda W. V., 2000, p. 38), esto es, que se realiza la 
comprobación de las existencias físicas de fondos, valores y bienes, y en su 
confrontación con los comprobantes, documentos, libros y demás registros in situ 
y en un momento determinado.  
Este examen anticipado o antes de terminar su ejecución de los actos de la 
administración, generó controversias institucionales porque se alegaba que 
obstaculizaba a los asuntos administrativos de las entidades vigiladas, como bien 
lo señala el profesor Iván Darío Gómez Lee, en su libro sobre la Responsabilidad 
Fiscal y la Gerencia de Recursos Públicos:  
“en cada entidad pública se erigía una dependencia de control con un delegado de la 
Contraloría, llamado auditor. Este funcionario tenía un inmenso poder burocrático 
frente a la administración, pues todo contrato, toda orden de pago, e incluso cada 
cheque pasaba a revisión de esos delegados; de esta forma, el desempeño de una 
entidad dependía de que estos funcionarios dieran su aprobación.” (Gómez Lee, 2014, 
p. 232). 
                                               
 
25 Decreto 925, 1976, art. 2º. 
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Por esta interferencia en la dinámica gerencial de las entidades, el 
constituyente del 91, suprimió el control previo, trasladando parte de dicho control 
a la propia administración para que se ejerza como control interno de sus actos y 
sirva de instrumento que permita advertir errores o posibles fallas que entorpezcan 
la gestión y/o para corregirlas en su debido momento. 
Con la eliminación del control previo ejercido por los organismos de control, se 
determinó en la carta política que el control fiscal se hará de forma posterior y 
selectiva, el cual se define como “la comprobación de las transacciones y 
operaciones ejecutadas por entidades bajo su control y de sus respectivas cuentas 
y registros y determinar si se ajusta a las normas, leyes, reglamentaciones y 
procedimientos establecidos” (Younes Moreno, 2000), y el control selectivo se 
refiere a la elección mediante un procedimiento técnico de una muestra 
representativa de recursos, operaciones o actividades para obtener conclusiones 
sobre el universo respectivo en el desarrollo del control fiscal26. 
Este control le da más dinámica a la administración en la ejecución de los 
recursos, pues no tiene quién lo esté controlando en el desarrollo de la gestión y 
ejecución de los recursos, sin embargo, tiene los riesgos de la falta de oportunidad 
a la hora de detectar hechos irregulares sobre actividades ya realizadas, lo que 
dificulta deducir responsabilidades porque el perjuicio ya ha sido cometido y el 
posible deterioro al patrimonio público no puede ser reparado totalmente. De allí 
nacen muchas de las críticas a las contralorías, porque intervienen cuando los 
hechos de corrupción o el daño al patrimonio público ya se han consumado. 
5. Control macro y control micro 
El ejercicio de control y vigilancia que ejercen las contralorías se sintetiza en 
dos niveles: uno micro y otro macro. El nivel micro se concreta en los procesos 
auditores o auditorías que “cubre a cada una de las entidades que actúan y 
                                               
 
26 Congreso de la República. (27 de enero de 1993) Ley 42 de 1993. art. 5º. DO: 40732.  
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desarrollan sus actividades con autonomía e independencia dentro del respectivo 
sector al cual pertenecen para efectos del ejercicio del control fiscal”27; mientras 
que el macro se refiere a la consolidación del análisis, resultados y situaciones en 
que se encuentran y desarrollan las finalidades del Estado, tanto a escala general 
y territorial, como por sectores de actividad28. 
El ciclo del control fiscal micro empieza con un Plan General de Auditorias y se 
materializa con el informe de auditoría, que contiene los resultados de la labor 
realizada por el ente de control, sintetizado en observaciones susceptibles de 
acciones de mejoramiento o hallazgos de auditoría bien sea de tipo administrativo, 
disciplinario, fiscal, penal o sancionatorio, que dependiendo del asunto, se 
trasladan a la entidad o dependencia competente. 
Por su parte, con el control fiscal macro, las contralorías examinan los niveles 
agregados de la economía en cada nivel territorial, a través de un análisis sobre el 
comportamiento global de las finanzas y políticas públicas, con base en variables 
de tipo macroeconómico y de resultados según el nivel territorial, en consonancia 
con lo contenido en objetivos y metas en el plan de desarrollo del sujeto de control. 
El control macro fiscal evalúa el cumplimiento de políticas públicas formuladas 
por las autoridades, con el fin de identificar la eficiencia en el uso de los recursos y 
la equidad en la distribución de los mismos, para procurar el bienestar de la 
población. Así mismo, se nutre de las estadísticas fiscales acopiadas y procesadas 
por los organismos de control, a partir de las cuales se determina el resultado fiscal 
de la Nación y entidades territoriales. 
                                               
 
27 Decreto 267 de 2000, art. 31. 
28 Decreto 267 de 2000, art. 32. 
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6. La función de advertencia, mecanismo de prevención 
declarado inconstitucional 
La función o control de advertencia es un acto administrativo que emitían los 
organismos de control fiscal, con la finalidad de advertir acerca de los riesgos 
detectados o que se encuentren presentes en los procesos u operaciones en 
ejecución de una actividad o proyecto determinado, cuyo examen permite señalar 
graves riesgos que comprometan o amenacen en forma inminente el patrimonio 
público para que se tomen los correctivos necesarios.  
No obstante, que el constituyente del 91 precisó que el control fiscal debe 
ejercerse de manera posterior y selectiva con el objeto de evitar la 
coadministración, en el Decreto 267 de 2000, numeral 7º del artículo 5º, consagró 
como una de las funciones del órgano de control nacional la de “advertir sobre 
operaciones o procesos en ejecución para prever graves riesgos que comprometan 
el patrimonio público y ejercer el control posterior sobre los hechos así 
identificados”, denominada la función de advertencia, utilizada continuamente por 
los organismos de control fiscal, tanto en la Contraloría General como en las 
contralorías territoriales, situación que generó controversias entre los vigilados y 
los organismos de control fiscal, por la posible contradicción que se deriva de lo 
señalado en la Constitución sobre control posterior y la función de advertencia.  
La función de advertencia permite señalar al sujeto controlado que la 
realización de ciertas actividades, situaciones o hechos pueden llevarlo a generar 
un daño al patrimonio del Estado, por lo que se hace necesario que reevalúe la 
forma como está ejerciendo la gestión29. Así pues, el sujeto vigilado queda en 
libertad para asumir o no la alerta efectuada por el ente de control. 
En virtud de esta medida, la Contraloría General de Antioquia en el año 2014 
emitió 83 funciones de advertencias que significaron el 94% de los beneficios de 
                                               
 
29 Concepto de la Contraloría General de la República con radicado 80112-IE21652 del 08 de abril 
de 2011. 
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control fiscal reportados por el organismo de control en la utilización de este 
mecanismo30 y la Contraloría de Medellín emitió 10 funciones de advertencia, lo 
que significa que se les señala con criterio técnico, preventivo o proactivo a los 
gestores públicos de posibles riesgos que podrían afectar, tanto el patrimonio 
público, como el cumplimiento de los fines esenciales del Estado.  
Sin embargo, como sucedió con el control previo, la función de advertencia 
también se desbordó en su utilización y fue señalada de inmiscuirse en asuntos 
propios de los sujetos de control, que en algunos aspectos se realizaba sin una 
rigurosidad técnica y objetiva, por el contrario, “producto de la improvisación, la 
advertencia se generalizó como un instrumento de intromisión y perturbación de 
las actuaciones de las entidades vigiladas por las contralorías del país”31.  
Esta controversia con el control posterior generó un pronunciamiento de la 
Corte Constitucional dando como resultado la inconstitucionalidad de la norma que 
le dio vida a la función de advertencia32, siendo una herramienta de gran 
importancia para realizar los fines constitucionales del control fiscal, los cometidos 
esenciales del Estado relacionados con la eficacia y eficiencia, erradicar la 
corrupción33 y contribuir al buen manejo de los recursos públicos.  
7. La coordinación de acciones entre la Contraloría 
General de la República y contralorías territoriales 
El control y vigilancia de los recursos de origen nacional le corresponde a la 
Contraloría General de la República, de los departamentos y municipios a las 
                                               
 
30 La Contraloría General de Antioquia reportó para las vigencias 2012 - 2014 en el Sistema de 
rendición Electrónica de Cuentas – SIREL de la Auditoría General de la República, beneficios de 
control fiscal por $141.000 millones de pesos, que representa el 94% de los beneficios obtenidos 
como resultado de la intervención del organismo de control. 
31 Iván Darío Gómez Lee en artículo de ámbito jurídico abril 10 de 2014 
32 Sentencia C-103/15 del 11 de marzo de 2015 de la Corte Constitucional de Colombia. Bogotá, 
D.C 
33 El artículo 127 de la Ley 1474 de 2011 o Estatuto Anticorrupción establece a la Auditoría General 
de la República realizar seguimiento a las funciones de advertencias emitidas por los organismos 
de control fiscal del país. 
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contralorías territoriales, sin embargo, en los territorios confluyen diferentes fuentes 
de recursos que financian el funcionamiento y la inversión que allí se ejecuta. En 
primer lugar, es competencia de la Contraloría General de la República vigilar la 
gestión y resultados de la ejecución de los recursos transferidos a los territorios por 
el Sistema General de Participación SGP34 y del Sistema General de Regalías 
SGR35, que representan en la mayor parte de los territorios, la única fuente de 
recursos de inversión. 
En los municipios con contralorías municipales objeto del estudio tienen otras 
fuentes de financiación, que no los hace dependientes del estado central, como en 
la mayor parte de los entes territoriales. En el municipio de Bello para el año 2014 
las transferencias del SGP representaron el 37% del presupuesto ejecutado; en 
Itagüí el 25%; en Envigado el 16%, igual que en el municipio de Medellín36. En el 
Departamento de Antioquia y municipios vigilados por el Ente de Control 
Departamental las transferencias por SGP y SGR representan el 77% de los 
presupuestos ejecutados37, lo que significa que la mayor parte de los recursos 
gestionados por los sujetos de control de las contralorías territoriales, la vigilancia 
y control es de competencia de la Contraloría General de la República. 
Así las cosas, la Contraloría General de la República tiene un alcance amplio 
sobre la vigilancia y control de los recursos administrados por las entidades 
territoriales, por su parte las contralorías departamentales y municipales tienen un 
espacio limitado para ejercer el control fiscal, quedándose en la órbita de los 
recursos propios generados por cada ente territorial. Sin embargo, la misma norma 
ha determinado que para facilitar el control fiscal, la Contraloría General de la 
                                               
 
34 Ley 715 de 2001, art. 89. 
35 Ley 141 de 1994, modificada por la Ley 1283 de 2009, art. 2º parágrafo 3º. 
36 Según la liquidación de los presupuestos del año 2014 de los municipios de Bello, Itagüí, Medellín 
y Envigado. 
37 Cifras obtenidas de los presupuestos ejecutados por los sujetos de control de las contralorías 
territoriales de Antioquia, Medellín, Bello, Envigad e Itagüí, reportadas en el formato F20 de la 
rendición electrónica de cuentas SIREL de la Auditoría General de la República.  
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República puede coordinar con sus similares de los territorios, planes de auditorías 
conjuntos para tener una mayor y mejor cobertura en el ejercicio de control fiscal. 
8. El control fiscal territorial en el contexto 
internacional 
En la administración del Estado moderno y democracias liberales, la función 
fiscalizadora de los bienes y fondos públicos es una actividad que está inmersa 
dentro de su sistema organizativo, del que se destacan dos modelos. El primero de 
ellos, es el que funciona en buena parte de los países de Europa llamados cortes 
o tribunales de cuentas, que en Colombia tuvo vigencia entre la segunda mitad del 
siglo XIX hasta 1923 cuando la misión Kemmerer sentó las bases del actual 
sistema de control fiscal, el segundo es el modelo de los países angloamericanos 
donde la actividad de control es ejercida por contralorías u oficinas de auditoría 
gubernamental, en ambos casos, son órganos autónomos e independientes. 
8.1 Las cortes o tribunales de cuentas  
Las cortes y/o tribunales de cuentas tienen una doble función; de fiscalización 
y enjuiciamiento contable, dotadas de tribunales de justicia que tienen un alcance 
jurisdiccional. Los organismos de mayor referencia son los tribunales de cuenta de 
España, Francia y Alemania y últimamente el Tribunal de Cuentas Europeo 
responsable de comprobar que los fondos de la Unión se perciben y se utilizan 
correctamente, y contribuir a mejorar la gestión financiera de la Unión Europea. 
Ahora bien, la fiscalización de los bienes y recursos públicos en los territorios 
depende de la organización política de cada país, en el caso de España que está 
dividido territorialmente en comunidades autónomas y ayuntamientos, existe un 
Tribunal de Cuentas que ejerce como órgano fiscalizador de las cuentas y de la 
gestión económica del Estado y del Sector Público, su jurisdicción se extiende a 
todo el territorio español, sin perjuicio de los órganos fiscalizadores de cuentas de 
las Comunidades Autónomas (de 17 comunidades autonómicas, en 12 existe 
órgano fiscalizador propio que ejerce como tribunal de cuentas), depende 
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directamente de las Cortes Generales (Congreso de los diputados y Senado), está 
integrado por 12 consejeros de cuentas elegidos por dichas Cortes para un período 
de nueve años. No existen órganos fiscalizadores locales o de los ayuntamientos. 
En el caso de Alemania que territorialmente es un Estado federado, existe un 
tribunal de cuentas para cada uno de los 16 estados federados (también llamados 
Laender) y el Tribunal Federal de Cuentas de la República Federal de Alemania, 
responsable de realizar el control de la gestión financiera al gobierno federal y 
órganos subordinados, asesora al parlamento sobre la base de su fiscalización y 
en la tarea de controlar al gobierno federal. En Francia, Estado regional, existe un 
tribunal de cuentas central y 26 Cámaras de Cuentas regionales, que se 
constituyen en las instituciones de control financiero externo en el sector público de 
cada región, ejerciendo un control a las operaciones de las corporaciones 
regionales y locales, a través de un control financiero a posteriori y tiene un carácter 
jurisdiccional, está conformado por funcionarios inamovibles, quienes deben 
acreditar amplia experiencia en la administración de la Hacienda pública francesa. 
En Latinoamérica por su parte, encontramos varios países en que la función 
fiscalizadora se realiza a través de un sistema colegiado, tales son los casos de 
Uruguay, Brasil y algunos países de Centroamérica, que, a diferencia de los 
órganos fiscalizadores europeos, no tienen una función jurisdiccional, sino que 
ejercen una función fiscalizadora de los recursos públicos y resarcimiento del daño 
patrimonial vía administrativa. 
8.2 Las contralorías generales u oficinas de auditoría 
gubernamental 
El modelo de control fiscal ejercido por contralorías u oficinas de auditoría 
gubernamental predomina en los países de América Latina, el cual tiene una fuerte 
influencia del modelo anglosajón de los Estados Unidos de la Oficina de Auditoria 
Gubernamental (GAO por sus siglas en inglés) y la Auditoria General de Canadá. 
En este modelo lo primordial es el control contable, financiero, presupuestal y la 
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fiscalización a posteriori de los recursos públicos invertidos bien sea por 
particulares o por el mismo Estado. 
Para efectos de tener un contexto general de los organismos que ejercen 
control posterior en Latinoamérica, se seleccionaron los países de Argentina, Chile 
y Perú, el primero de ellos por tener órganos territoriales autónomos y los otros por 
ser países con división territorial similar a Colombia y organismos pares también 
similares. 
En la República de Argentina, que tiene un estado central y territorialmente 
dividido en provincias, funciona la Auditoría General de la Nación (AGN), como 
organismo nacional tiene bajo su órbita el control fiscal externo de la Administración 
Pública Nacional o federal. Funciona como organismo técnico con autonomía 
funcional, dependiente del Congreso, la función principal es el control de legalidad, 
de gestión y auditoría de toda la actividad de la administración pública central y 
descentralizada. A diferencia de Colombia que existe un control interno en cada 
entidad sin coordinación y actuando independientemente, en Argentina existe la 
Sindicatura General de la Nación encargada de coordinar y supervisar las unidades 
de auditorías internas de las diferentes entidades estatales que dependen del 
presupuesto de la nación.  
En 22 provincias han adoptado el modelo de Tribunales de Cuentas, que los 
faculta para controlar al estado provincial y a las jurisdicciones municipales, en las 
provincias de Buenos Aires y Salta, funciona una Auditoría General similar al 
órgano federal, así mismo, en algunos casos también existen tribunales 
municipales que actúan como contralorías, ejercen básicamente un control de 
legalidad, que recae sobre el cumplimiento de los requisitos y prescripciones 
normativas en el ejercicio de los actos de la administración. 
En Chile, el control fiscal externo lo ejerce la Contraloría General de la 
República, la cual goza de autonomía frente a los demás poderes públicos, el 
Contralor es designado por el presidente de la República de terna integrada por el 
senado y su periodo es de 8 años reelegibles. Las funciones son similares a la 
Contraloría General de Colombia, pues tiene a su cargo la fiscalización y el trámite 
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de los procesos de responsabilidad fiscal patrimonial. El órgano superior de control 
fiscal chileno, está organizado de manera desconcentrada en contralorías 
regionales para fiscalizar los recursos públicos en los respectivos ámbitos 
territoriales. 
En Perú, el órgano superior de control fiscal externo es la Contraloría General 
del Perú, organizada de manera descentralizada con una sede central y 20 Oficinas 
Regionales, con autonomía administrativa, funcional, económica y financiera 
conforme la ley orgánica, responsable de ejercer el control sobre el uso eficiente, 
eficaz y económico de los bienes y recursos públicos, la correcta gestión de la 
deuda pública, así como la legalidad de la ejecución del presupuesto del sector 
público y de los actos de las instituciones sujetas a control. El Contralor General es 
elegido por el Congreso a iniciativa del poder ejecutivo por un periodo de 7 años. 
8.3 Estándares internacionales de fiscalización pública  
En el ámbito de la globalización y con la fuerte influencia del modelo 
angloamericano de fiscalización pública en América Latina, se exige a los países 
que el control fiscal se ejerza de manera externa y a posteriori de la ejecución de 
los recursos o de la gestión administrativa, con el propósito de no entorpecer la 
gestión administrativa y gerencial del Estado, además que quien la ejerza sean 
organismos independientes y autónomos, con alcance sobre el manejo contable, 
financiero y resultados. 
Las recomendaciones de los organismos multilaterales y de la misma OCDE38 
están dirigidas a fortalecer los controles administrativos internos, mejorar el 
autocontrol, y el control externo realizarlo sobre el aspecto contable y de resultados; 
dejando el control de gestión a las entidades ejecutoras, similar a las intervenciones 
                                               
 
38 La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) agrupa a 35 países 
miembros y su misión es promover políticas que mejoren el bienestar económico y social de las 
personas alrededor del mundo. 
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generales del Estado de los países europeos y a la sindicatura en la República de 
Argentina. 
Organizaciones internacionales como la INTONSAI39 y su capítulo en América 
Latina la OLACEFS40, han emitido lineamientos y directrices de mejores prácticas 
para la fiscalización de los recursos públicos, por ello, las nuevas normas de 
estándares internacionales adoptadas por Colombia en el marco de Normas 
Internacionales de Información Financieras – NIIF41, con el propósito de depurar 
los sistemas de información contable y construir, a partir de estas normas, un 
sistema único y homogéneo de alta confiabilidad y que sea convergente con 
estándares internacionales de aceptación mundial. Así mismo, para las 
contralorías, no sólo es una obligación la aplicación de las Normas internacionales, 
sino que además deben vigilar su aplicación en las entidades sujetas de control. 
De otra parte, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE), ha recomendado a Colombia converger con los estándares 
internacionales sobre la presentación de la información que revelen las 
transacciones y hechos económicos de las empresas con el propósito de evitar la 
evasión de impuestos y el soborno internacional, entre otros. Del mismo modo y 
con el fin de allanar el camino de ingreso a esta organización, se ha exigido al 
Estado colombiano, fortalecer la gobernanza pública, a través del mejoramiento de 
los controles internos administrativos que prevengan hechos de corrupción, 
adoptar políticas de transparencia y rendición de cuentas de la gestión pública, 
                                               
 
39 Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores, tiene asiento en las Naciones 
Unidades  
40 Organización Latinoamérica y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras superiores. 
41 Las Normas Internacionales de Información Financiera (IFRS por sus siglas en inglés) son el 
conjunto de estándares de aceptación internacional que establecen los requisitos para preparar y 
reportar información contable y financiera, son promulgadas por el IASB - International Accounting 
Standards Board (Junta de Normas Internacionales de Contabilidad), organismo independiente que 
desarrolla y aprueba dichas Normas. Con el propósito de que exista convergencia con los 
estándares internacionales, mediante la Ley 1314 de 2009, se hace exigible la aplicación de estas 
normas en la contabilidad de las empresas. 
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mejorar el control externo de fiscalización publica que permita la aplicación de 





Capítulo II. Marco institucional y normativo de 
los organismos de control fiscal territorial 
1. El control fiscal en la Constitución de 1991 
La Constitución Política de 1991, le dio una figuración preponderante al control 
fiscal y a los organismos que lo ejercen, otorgó un mayor alcance al ampliar su 
jurisdicción no sólo a todas las entidades públicas, sino también a los particulares 
que manejen recursos del Estado, lo dotó de una finalidad al ser el instrumento 
necesario e idóneo para garantizar el cabal y estricto cumplimiento de los objetivos 
constitucionalmente previstos para la ejecución de los recursos del Estado. 
Por ello, dentro de la organización y estructura del Estado definido por la 
Constitución en el Título V capítulo I, luego de señalar las tres ramas del poder 
público en Colombia (artículo 113), establece en el artículo 119 que “la Contraloría 
General de la República tiene a su cargo la vigilancia de la gestión fiscal y el control 
de resultado de la administración”. Lo que indica que los organismos de control 
fiscal no pertenecen a ninguna de las tres ramas del poder público, sino que se 
encuentran clasificadas por la misma Constitución Política en el Título X, como 
Organismos de Control, conformados por la Contraloría General de la República y 
el Ministerio Público, este último integrado por la Procuraduría General de la 
Nación, la Defensoría del Pueblo y las Personerías municipales42. 
En ese sentido, la función de control fiscal tiene como organismo rector a la 
Contraloría General de la República y es desarrollado en la Constitución Política 
                                               
 
42 Artículo 118 de la Constitución política de Colombia.  
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en el Título X. De los Organismos de Control, en los artículos 267 al 274, que se 
constituye en el eje central de la función de control fiscal de los recursos públicos, 
al definirle características específicas, a saber: 
• El control fiscal es una función pública autónoma. 
• Cubre todos los sectores y actividades en los cuales se manejen bienes o recursos oficiales, 
sin que importe la naturaleza de la entidad o persona, pública o privada, ni su régimen 
jurídico 
• Se ejerce de manera posterior y selectiva 
• Indica que su ejercicio debe responder a procedimientos, sistemas y principios definidos 
por la Ley. 
• La vigilancia de la gestión fiscal debe ser integral que incluya el control financiero, de gestión 
y de resultados, con mecanismos auxiliares como la revisión de cuentas y la evaluación del 
control interno de las entidades sujetas a la vigilancia. 
• Se ejerce sobre los distintos niveles de administración nacional centralizada y en la 
descentralizada territorialmente y por servicios y en los diferentes entes territoriales. 
• Está orientado por los principios de eficiencia, economía, equidad y la valoración de los 
costos ambientales. 
Así mismo, señala que la Contraloría es una entidad de carácter técnico con 
autonomía administrativa y presupuestal, que no puede inmiscuirse en asuntos 
administrativos distintos a los inherentes a su propia organización. Igualmente, 
determina que el Contralor es elegido por el Congreso de la República para un 
periodo igual al del Presidente de la República, de lista de elegibles conformada 
por convocatoria pública43 y señala los requerimientos para el desempeño del 
cargo. 
Ahora bien, para cumplir con su función, al Contralor General de la República 
se le asignan una serie de tareas y responsabilidades contenidas en el artículo 268 
de la Constitución Política, a saber:  
                                               
 
43 Modificado por el artículo 22 del Acto Legislativo 2 de 2012. 




1. Prescribir los métodos y la forma de rendir cuentas de los responsables del 
manejo de fondos o bienes de la Nación e indicar los criterios de evaluación 
financiera, operativa y de resultados que deberán seguirse. 
2. Revisar y fenecer las cuentas que deben llevar los responsables del erario y 
determinar el grado de eficiencia, eficacia y economía con que hayan obrado. 
3. Llevar un registro de la deuda pública de la Nación y de las entidades territoriales. 
4. Exigir informes sobre su gestión fiscal a los empleados oficiales de cualquier 
orden y a toda persona o entidad pública o privada que administre fondos o bienes 
de la Nación. 
5. Establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, imponer las 
sanciones pecuniarias que sean del caso, recaudar su monto y ejercer la 
jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos de la misma. 
6. Conceptuar sobre la calidad y eficiencia del control fiscal interno de las entidades 
y organismos del Estado. 
7. Presentar al Congreso de la República un informe anual sobre el estado de los 
recursos naturales y del ambiente. 
8. Promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas respectivas, 
investigaciones penales o disciplinarias contra quienes hayan causado perjuicio 
a los intereses patrimoniales del Estado. La Contraloría, bajo su responsabilidad, 
podrá exigir, verdad sabida y buena fe guardada, la suspensión inmediata de 
funcionarios mientras culminan las investigaciones o los respectivos procesos 
penales o disciplinarios. 
9. Presentar proyectos de ley relativos al régimen del control fiscal y a la 
organización y funcionamiento de la Contraloría General. 
10. Proveer mediante concurso público los empleos de su dependencia que haya 
creado la ley. Esta determinará un régimen especial de carrera administrativa 
para la selección, promoción y retiro de los funcionarios de la Contraloría. Se 
prohíbe a quienes formen parte de las corporaciones que intervienen en la 
postulación y elección del Contralor, dar recomendaciones personales y políticas 
para empleos en su despacho. 
11. Presentar informes al Congreso y al Presidente de la República sobre el 
cumplimiento de sus funciones y certificación sobre la situación de las finanzas 
del Estado, de acuerdo con la ley. 
12. Dictar normas generales para armonizar los sistemas de control fiscal de todas 
las entidades públicas del orden nacional y territorial. 
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13. Las demás que señale la ley. 
 
Estas funciones o atribuciones conforman el marco de actuación de todas las 
contralorías del país, tal como lo señala el artículo 272 de la Constitución Política, 
al establecer que “La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos 
y municipios donde haya contralorías, corresponde a éstas y se ejercerá en forma 
posterior y selectiva. 
La de los municipios incumbe a las contralorías departamentales, salvo lo que 
la ley determine respecto de contralorías municipales. …” seguidamente, le otorga 
la responsabilidad a las Asambleas departamentales y Concejos distritales y 
municipales para organizar las respectivas contralorías como entidades técnicas 
dotadas de autonomía administrativa y presupuestal. 
En el inciso 5º del artículo en comento, se precisa que “los contralores 
departamentales, distritales y municipales ejercerán, en el ámbito de su 
jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor General de la República en el 
artículo 268 y podrán, según lo autorice la ley, contratar con empresas privadas 
colombianas el ejercicio de la vigilancia fiscal.”  
De estas primeras disposiciones constitucionales se desprende que para la 
vigilancia y control de los recursos de los departamentos y municipios, los 
contralores territoriales tienen las mismas prerrogativas que el Contralor General 
de la República en el ámbito nacional, esto es, tienen autonomía para prescribir los 
métodos y la forma de rendir cuentas, de quienes son responsables del manejo de 
fondos o bienes de las entidades sujetas a su control y vigilancia; para el diseño y 
elaboración de metodologías y procedimientos para el ejercicio del control fiscal; 
para la organización administrativa de sus entidades, en otras palabras, el 
constituyente quiso darle al control fiscal territorial, unas condiciones similares a la 
autonomía administrativa de las entidades territoriales, base del ordenamiento 
territorial colombiano. 
Las contralorías del país también son sujetos de control fiscal, función ejercida 
por la Auditoría General de la República, la norma y la jurisprudencia le dan la 




facultad de ejercerlo con la misma intensidad y el mismo alcance que las 
contralorías lo hacen a las entidades que éstas vigilan, tal como lo establece el 
Artículo 274 de la Constitución Política, el Decreto-Ley 272 de 2000 y la Sentencia 
C-1339 de 2000 de la Corte Constitucional. 
2. Desarrollo legal del control fiscal territorial 
La Ley 42 de 1993, por la cual se organiza el sistema de control fiscal financiero 
y los organismos que lo ejercen, constituye el marco referencial de la organización 
del sistema de control fiscal financiero en Colombia establecido en la Constitución 
Política. Este marco normativo reitera al control fiscal como una función pública, 
además establece el conjunto de preceptos que regulan los principios, sistemas y 
procedimientos de control fiscal financiero; los organismos competentes para su 
ejercicio en los niveles nacional, departamental y municipal, y al mismo tiempo, 
establece los procedimientos jurídicos aplicables en la vigilancia de los recursos 
del Estado. 
El control fiscal territorial se ejerce sobre la gestión fiscal de la administración y 
de los particulares, cuando estos manejen fondos o bienes del Estado, debe 
desarrollarse fundamentado en los principios del control fiscal y se realiza de 
manera posterior y selectiva44.  
Uno de los principales avances de la vigilancia de la gestión fiscal del Estado 
contenido en la Constitución Política de 1991, es la exigencia a los organismos de 
control fiscal, que sus opiniones y conceptos emitidos se fundamenten en los 
principios de eficiencia, economía, eficacia, equidad y valoración de los costos 
ambientales. En aplicación de estos principios, las contralorías territoriales buscan 
determinar en la administración, que la asignación de recursos sea la más 
                                               
 
44 Por control posterior se entiende “la vigilancia de las actividades, operaciones y procesos 
ejecutados por los sujetos de control y de los resultados obtenidos por los mismos” y por control 
selectivo a la “elección mediante un procedimiento técnico de una muestra representativa de 
recursos, cuentas, operaciones o actividades para obtener conclusiones sobre el universo 
respectivo en el desarrollo del control fiscal.” Ley 42 de 1993. art. 5º. 
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conveniente para maximizar sus resultados en un periodo determinado; que en 
igualdad de condiciones de calidad los bienes y servicios se obtengan al menor 
costo; que sus resultados se logren de manera oportuna y guarden relación con 
sus objetivos y metas. Así mismo, que permita identificar los receptores de la acción 
económica y analizar la distribución de costos y beneficios entre sectores 
económicos, sociales y entidades territoriales, y cuantificar el impacto por el uso o 
deterioro de los recursos naturales y el medio ambiente y evaluar la gestión de 
protección, conservación, uso y explotación de los mismos45. 
Para verificar el cumplimiento de los anteriores principios, las contralorías 
territoriales deben aplicar diferentes sistemas de control como el financiero, de 
legalidad, de gestión, de resultados, la revisión de cuentas y la evaluación del 
control interno, actuando de manera autónoma e independiente. 
La Ley 42 de 1993 reviste de facultades sancionatorias a los contralores del 
país, al otorgarles en los artículos 99 y ss. la posibilidad de imponer multas y 
sancionar a los servidores y/o particulares que manejen fondos o bienes del 
Estado, cuando consideren, con base en los resultados de la vigilancia fiscal, que 
han obrado contrariando los principios de eficiencia, la economía, la eficacia, la 
equidad y la valoración de los costos ambientales en el manejo y administración 
del recurso público, así como, por obstaculizar las investigaciones y actuaciones 
que adelanten las contralorías, sin perjuicio de las demás acciones a que pueda 
haber lugar por los mismos hechos. 
Esta ley está referida a dotar de instrumentos metodológicos y herramientas 
procedimentales a la Contraloría General de la República y contralorías 
territoriales. 
En la Constitución Política, las disposiciones sobre el control y vigilancia fiscal 
de los recursos públicos se realiza teniendo como base la Contraloría General de 
la República; el control fiscal territorial sólo aparece referenciado en artículos como 
                                               
 
45 Principios consagrados en el artículo 8º de la Ley 42 de 1993 




el 272 de CP. Igual sucede en la Ley 42 de 1993, que para la reglamentación del 
ejercicio del control fiscal territorial está referido en el artículo 65 de la citada Ley, 
el cual establece que “la vigilancia de la gestión fiscal realizada por las contralorías 
territoriales en su jurisdicción, se hará de acuerdo a los principios, sistemas y 
procedimientos establecidos en dicha Ley”. Además, señala la competencia de las 
Asambleas departamentales y Concejos municipales en la organización y 
funcionamiento de las contralorías y los requisitos para ser contralor. 
Sin embargo, la falta de precisión del legislador sobre la organización y 
desarrollo del control fiscal territorial, obligó a la expedición de nuevas normas que 
regularan el tema en el ámbito departamental y municipal. Para el caso de los 
departamentos, el Congreso de la Republica expidió la Ley 330 de 1996, en la que 
reafirma el carácter técnico de las contralorías y se refiere a lo contenido en la 
Constitución Política y en la Ley 42 de 1993 en especial a las calidades para ser 
contralor, elección, inhabilidades y las atribuciones como lo señala la tabla 1. 
De igual manera, para los municipios se incluyó en la Ley 136 de 1994 o de 
régimen municipal, el capítulo X referido al Control Fiscal Municipal, la que 
establece la competencia de los Concejos municipales en la creación, supresión, 
organización y funcionamiento de las contralorías, los requisitos para ser contralor, 
inhabilidades e incompatibilidades, así como las atribuciones tal como lo señala la 
tabla 1. 
Con el propósito de sanear las finanzas territoriales agobiadas por el alto 
endeudamiento y los excesivos gastos de funcionamiento, con un criterio 
eminentemente financiero, el legislador expidió la Ley 617 de 2000, o de 
racionalización del gasto público, la que estableció requisitos mínimos de población 
e ingresos en los municipios para la creación de contralorías, dejando que sólo 
funcionaran aquellas creadas en municipios de categoría especial, primera y 
segunda categoría. Adicionalmente, estableció un techo límite de gastos en las 
transferencias y cuotas de auditaje trasferidas por los sujetos vigilados. La falta de 
claridad y la asfixia presupuestal que causó la Ley 617 de 2000 en la financiación 
del control fiscal territorial, obligó al Congreso de la República a expedir la Ley 1416 
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de 2010, indicando que a partir de la vigencia 2011, los gastos de las contralorías 
departamentales, municipales y distritales, sumadas las transferencias del nivel 
central y descentralizado, el presupuesto de funcionamiento debe crecer 
porcentualmente de la cifra mayor que resulte de comparar la inflación causada en 
el año anterior y la proyectada para el siguiente, lo que dio un respiro presupuestal 
a la sostenibilidad y funcionamiento de las contralorías territoriales. 
3. El acto legislativo No. 02 de 2015 y los riesgos 
políticos asociados a la elección de los contralores 
territoriales 
En el año 2015 el Congreso de la República aprobó el acto legislativo 0246 que 
modificó el artículo 272 de la Constitución Política, el cual establecía que los 
contralores departamentales, municipales y distritales serían elegidos por las 
Asambleas y Concejos respectivos, de ternas integradas por dos candidatos 
presentados por el tribunal superior de distrito judicial y uno por el correspondiente 
tribunal de lo contencioso-administrativo47. El nuevo artículo indica que el 
procedimiento a seguir para la elección de los contralores territoriales se realizará 
mediante convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los principios de 
transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género 
(…)48 
Sobre la enmienda constitucional es preciso anotar que no modifica la 
competencia de las corporaciones territoriales para la elección del representante 
del control fiscal; aparta a la rama judicial en la intervención que venían teniendo 
en estas elecciones con la escogencia de la terna de candidatos, al determinar que 
a los organismos colegiados, les corresponde la escogencia del titular del 
                                               
 
46  Por medio del cual se adopta una reforma de equilibrio de poderes y reajuste institucional, y se 
dictan otras disposiciones. 
47 Modificado. Inciso cuarto del artículo 272 de la Constitución Política de Colombia. 
48 Artículo 23 del Acto Legislativo 002 de 2015, modificatorio del inciso cuarto del artículo 272 de la 
Constitución Política de Colombia. 




organismo de control, a través de convocatoria pública, en la cual la ley determinará 
el procedimiento a seguir, y finalmente, dichos procedimientos deben estar sujetos 
a los principios constitucionales de transparencia, publicidad, objetividad 
participación ciudadana y equidad de género. 
El texto original del proyecto de Acto Legislativo presentado por el gobierno 
nacional49, consideraba que la escogencia de los candidatos a ser elegidos como 
contralores, la realizaría la Comisión Nacional del Servicio Civil por selección de 
mérito, garantizando transparencia en el procedimiento e independencia de quien 
ejercería la vigilancia de los bienes y recursos públicos en el territorio, sin embargo, 
el texto aprobado deja a un lado los esfuerzos realizados en los últimos años por 
tener unas entidades de control fiscal independientes, especializadas y tecnificadas 
en el ejercicio del control fiscal. Por el contrario, afianzó la interferencia de la 
maquinaria política local o regional en el funcionamiento del Ente de Control, 
dejándolo a su arbitrio como fortín político y burocrático. 
Ahora bien, para cumplir con el requisito de la convocatoria, las Asambleas y 
Concejos establecieron procedimientos50 para obtener un mínimo de candidatos y 
así la corporación en pleno escogiese el contralor. Dichos procedimientos se 
llevaron a cabo en los meses de diciembre de 2015 y febrero de 2016, generando 
diversas controversias, no solo entre los participantes de las convocatorias sino por 
las componendas a la hora de elegir el titular del organismo de control. En Medellín 
la elección de la titular fue considerada como un “guiño político” del alcalde”51 y en 
el Departamento de Antioquia generó denuncias, desde el momento mismo de la 
                                               
 
49 Proyecto de Acto Legislativo No. 18. Senado de la República. 
50 Estos procedimientos fueron definidos en resoluciones que establecieron la estructura de la 
convocatoria, términos, requisitos y pruebas entre otros. Ejemplo Resolución 030 de 2015 del 
Concejo de Medellín, Resolución 095 de 2015 del concejo de Bello.  
51 Periódico El Colombiano del 09 de enero de 2016 
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convocatoria52, dejando en entredicho el nuevo mecanismo de elección de los 
contralores territoriales. 
Con este diseño normativo los partidos políticos aseguran extender su 
dominación a través de la estructura burocrática con los cargos de libre designación 
que existan en el organismo de control, imponiéndole al titular de la contraloría sus 
recomendados para el ejercicio de fiscalización del recurso público, asegurando 
que sus aliados no sufran la rigurosidad de la norma en la evaluación de sus 
gestiones, como bien lo expone Max Weber en su obra cumbre de Economía y 
Sociedad “La dominación burocrática se ofrece en forma más pura allí donde rige 
con mayor fuerza el principio del nombramiento de los funcionarios.” (Weber, 
Economía y Sociedad, 2002, p. 176),  
4. Dispersión normativa y competencias confusas 
La primera atribución asignada a la Contraloría General de la República 
contenida en el artículo 268 de la Constitución Política, es la de prescribir los 
métodos y la forma de rendir cuentas de quienes están obligados a ello. Esta misma 
atribución aparece en primera línea de las descritas para las contralorías 
departamentales, con la advertencia de que debe tener en cuenta las 
observaciones de la Contraloría General de la República. En las contralorías 
municipales no aparece explícitamente esta atribución, sin embargo, en virtud del 
artículo 272 de la CP en concordancia con el 268, se atribuye esta facultad.  
Las atribuciones de la Contraloría General de la República para la revisión y 
fenecimiento de cuentas; la exigibilidad de informes de gestión a las entidades 
vigiladas; establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, imponer 
multas y ejercer la jurisdicción coactiva; conceptuar sobre la calidad y eficiencia del 
control fiscal interno; entre otras, son las mismas funciones para las contraloría 
                                               
 
52 Portal las dos orillas, Fundación Paz & Reconciliación, 15 de diciembre de 2015.  “Las oscuras 
‘jugadas’ para elegir al Contralor General de Antioquia.” Recuperado de 
http://www.las2orillas.co/las-oscuras-jugadas-para-elegir-al-contralor-general-de-antioquia/  




territoriales, lo que conlleva a que cada contraloría ejerza su función con autonomía 
plena para los asuntos relacionados con métodos y procedimientos para el ejercicio 
del control fiscal, generando dispersión y descoordinación en la fiscalización del 
recurso público. 
La Ley 1474 de 2011, también llamada Estatuto Anticorrupción, incorporó 
avances significativos en el control fiscal territorial, estableció nuevas disposiciones 
que enriquecen el “deber ser” de las contralorías territoriales en materias como 
control posterior pero inmediato, prevalencia del control preventivo, las alianzas 
estratégicas para evaluar políticas públicas, la oralidad en los procesos de 
responsabilidad fiscal, la evaluación de gestión y resultados a partir de las políticas, 
programas y proyectos del plan de desarrollo, los beneficios del control fiscal, entre 
otras importantes disposiciones, sin embargo, no definió los temas de coordinación 
y complementariedad entre los diferentes organismos de control fiscal. 
Por su parte, en el artículo 6º de la Ley 42 establece que las disposiciones “que 
sean dictadas por el Contralor General de la República, en ejercicio de las 
facultades conferidas por el artículo 268 numeral 12 de la Constitución Nacional, 
primarán en materia de control fiscal sobre las que puedan dictar otras 
autoridades.” Sin embargo, las contralorías territoriales hacen caso omiso a dichas 
disposiciones, arrogándose la autonomía que les da la propia Constitución en el 
artículo 272, al disponer que, en su territorio, tengan las mismas facultades que la 
Contraloría General de la República. 
Así las cosas, las atribuciones constitucionales asignadas a la Contraloría 
General de la República en el artículo 268, son las mismas para las contralorías 
territoriales, tal como lo establece el artículo 272 de la misma Constitución, 
reproducidas en las diferentes leyes expedidas por el Congreso que reglamentan 
el control fiscal territorial, las cuales no modifican sus funciones, tal como lo refleja 
la tabla 1. En ese orden, la Constitución Política ha dotado de autonomía plena a 
las contralorías territoriales para la administración de sus propios asuntos y para el 
ejercicio del control fiscal territorial, por su parte, el desarrollo contenido en las leyes 
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136 de 1994 y 330 de 1996, se ha limitado a trascribir las mismas funciones 
contempladas para la Contraloría General de la República. 
Las normas constitucionales y el desarrollo legal evidencian que el control fiscal 
ha tenido una reglamentación que procura dotar a los organismos que lo ejercen, 
de autonomía en la toma de decisiones propias de la función de control fiscal y en 
el marco del proceso de descentralización de independencia en el ejercicio de su 
vigilancia respecto a sus vigilados. De otra parte, procura dotar a estos organismos 
como entidades técnicas para el ejercicio de sus funciones. Sin embargo, en la 
práctica estas normas dejan entrever fisuras que afectan el desarrollo y la 
objetividad en el ejercicio del control fiscal a las entidades del Estado y particulares 
que manejan fondos o bienes públicos. 
Como vemos, el desarrollo legal del control fiscal no tiene una coherencia en 
los tiempos de expedición ni tampoco hay unas reglas de juego claras que le 
permitan al control fiscal territorial sujetarse a un marco de actuación con 
independencia para el cumplimiento de su función constitucional, respetando la 
autonomía y el proceso de descentralización de los entes territoriales y superando 
las limitaciones existentes que impiden un ejercicio de control oportuno, eficiente y 
efectivo que haga frente a los desbordantes hechos de corrupción promovidos por 
servidores públicos y de particulares contra los fondos, bienes y servicios estatales.  
5. Autonomía de los Organismos de Control Fiscal 
En cuanto a la autonomía, como hemos señalado, la Constitución Política y la 
ley han reiterado que los organismos de control fiscal gozan de plena autonomía 
para los asuntos relativos a su propia organización y para el ejercicio de la vigilancia 
fiscal. En ese orden, los entes de control fiscal son autónomos para prescribir los 
métodos y la forma de rendir cuentas, por parte de los responsables de manejos 
de fondos o bienes del Estado que den cuenta de la gestión desarrollada en un 
periodo determinado; así mismo, determinar la forma, procedimientos y métodos 
para evaluar dicha gestión e indicar los criterios de evaluación financiera, operativa 
y de resultados que deberán aplicar. 




Para ello, la Constitución ha sido explícita en determinar que La Contraloría es 
una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia 
organización53. 
Ahora bien, frente a las tres ramas del poder público en Colombia, el control 
fiscal goza de autonomía, como lo establece el artículo 119 de la Constitución 
Política, al señalar que la Contraloría General de la República tiene a su cargo la 
vigilancia de la gestión fiscal y el control de resultado de la administración, en 
concordancia con el artículo 113 superior, que define claramente las ramas del 
poder público y no incluye a los organismos de control54 y en el artículo 267 y s.s. 
desarrollan los organismos de control fiscal, definiendo de esta forma que 
pertenecen a organismos autónomos e independientes. Sin embargo, frente a este 
grado de independencia existen posturas que difieren, por una parte, algunos 
tratadistas sostienen que los organismos de control fiscal, en cabeza de la 
Contraloría General de la República son una prolongación del Congreso de la 
República, como lo sostiene Diego Younes Moreno, en cita del profesor Abel Cruz 
Santos, partidario de ella, quien sobre el particular expresa:  
(…) “Queda, así, pendiente de fiscalización la etapa más importante del presupuesto, 
la de su ejecución. Con esa finalidad se ha creado, en muchos países, un organismo 
técnico que prolonga el control parlamentario ante la rama ejecutiva del poder público, 
en todo lo relacionado con el recaudo de los ingresos y la autorización y pago de los 
gastos públicos. Es éste el origen de la Contraloría General, que fue fundada en 
Inglaterra, se adoptó en México en 1918, en los Estados Unidos en 1920 y en Colombia 
en 1923, (…)”. (Younes Moreno, Derecho del Control Fiscal, 2007, p. 104). 
El mismo autor argumenta que este punto de vista tiene a su favor, “la 
circunstancia de que el Contralor General es elegido por la Cámara de 
                                               
 
53 Inciso tercero del Articulo 267 de la Constitución Política de Colombia. 
54 La Constitución no menciona a las contralorías territoriales como organismos de control, pero lo 
consagrado en el artículo 272 y demás disposiciones constitucionales, legales y jurisprudencia 
sobre la materia así lo dan a entender. 
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Representantes (sic) y de que la vigilancia fiscal es un derecho que ejerce la 
comunidad a través de sus representantes, los congresistas, que se valen de un 
órgano especializado para ello.” 
El ex Auditor General de la República Iván Darío Gómez Lee, en su libro Control 
Fiscal y Seguridad Jurídica Gubernamental, en la controversia suscitada por la 
ubicación de los organismos de control fiscal en la estructura del Estado, sostiene 
que: 
“antes del 1991 existía gran malestar por la dependencia de las contralorías dentro de 
la estructura del poder público, así se plantearon varias posturas, la segunda de ellas, 
entiende la Contraloría como control derivado del Poder Legislativo, cuyo fundamento 
al respecto: “es que la elección del contralor tiene origen en el Congreso de la 
República, a quien pertenece la máxima prerrogativa del control de la Hacienda 
Pública, ejercido en representación de la comunidad, por lo tanto es un poder derivado 
del parlamento”. (Lee, 2006, p. 40). 
En ese sentido, los defensores de esta hipótesis consideran que el control fiscal 
hace parte de la rama legislativa, como quiera que le corresponde a esta rama 
ejercer control sobre el presupuesto del ejecutivo mediante un órgano 
especializado (Contraloría General de la República); así las cosas, afirman que el 
control fiscal, tanto nacional como territorial, es una proyección del Congreso de la 
República en el primer caso y de las corporaciones administrativas en el ámbito 
territorial. 
Ahora bien, una postura diferente es la que sostienen que el control fiscal es 
una prolongación del ejecutivo, teoría sostenida antes de entrar en vigencia la 
Constitución del 91, al argumentar que como la Contraloría no tenía una ubicación 
clara en el legislativo era parte de la administración. Esta posición fue sostenida 
por la Corte Suprema de Justicia, como máximo órgano de control constitucional 
para la época, en Sentencia del 10 de noviembre de 1977, en la cual sostuvo que:  
La Constitución Política, en su artículo 2 y 55 hace descansar la estructura del Estado 
en un poder público dividido en tres ramas solamente: la legislativa, la ejecutiva y la 
jurisdiccional. Fuera de estas tres ramas, toda creación sería artificial, y toda 
jurisprudencia descentrada, sino abusiva. 




Es cierto que la Contraloría General de la República no aparece enumerada en el 
artículo 76-9 de la Carta como elemento integrante de la estructura de la 
administración, pero ello no significa que haya dejado de hacer parte, alguna vez, de 
esa administración. Pues la labor de fiscalizar y controlar la percepción e inversión de 
los dineros públicos, y llevar la contabilidad de la Nación, es, esencialmente, una 
modalidad de la tarea administrativa, muy específica, por cierto, no solo por la 
naturaleza sino por la misión que debe cumplir y por los medios que debe emplear 
hacerlo. (…)  
Hoy en día y a la luz de la Constitución Política y del desarrollo legal, esta teoría 
es insostenible, entre otros fundamentos porque el ejecutivo o la administración no 
interviene en la nominación o elección de los contralores; porque la Constitución 
Política claramente los define como órganos de control, aparte de las tres ramas 
del poder público, y porque a los organismos de control se les prohíbe 
taxativamente inmiscuirse en los asuntos de la administración. 
Por su parte, la Corte Constitucional, al precisar la autonomía de contralorías 
en el estado unitario señaló que:  
De manera general, la Corporación ha considerado que la autonomía que ostentan los 
organismos que llevan a cabo funciones de control fiscal debe ser entendida en el 
marco del Estado unitario, lo cual significa que ésta se ejerce con arreglo a los 
principios establecidos por la Constitución Política y la ley: En este sentido la 
mencionada autonomía consiste, básicamente, en el establecimiento de una estructura 
y organización de naturaleza administrativa especializada, a la cual se le ha asignado 
un haz de competencias específicas que pueden ejercerse de manera autónoma e 
independiente, a través de órganos propios, y que dispone, al mismo tiempo, de medios 
personales y de recursos materiales de orden financiero y presupuestal que puede 
manejar, dentro de los límites de la Constitución y la ley sin la injerencia ni la 
intervención de otras autoridades u órganos.55 
Así mismo, la Constitución Política en el inciso 4º del articulo 26756 precisa que 
“la Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y 
                                               
 
55 Sentencia C-832/02, Corte Constitucional 
56 Para el caso de la Contraloría General de la República 
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presupuestal. No tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su 
propia organización”, por su parte, la Ley 42 de 1993 artículo 66 establece que “En 
desarrollo del artículo 272 de la Constitución Nacional, las Asambleas y Concejos 
distritales y municipales deberán dotar a las contralorías de su jurisdicción de 
autonomía presupuestal, administrativa, y contractual, de tal manera que les 
permita cumplir con sus funciones como entidades técnicas.” En concordancia con 
el artículo 155º de la Ley 136 de 1994, para las contralorías municipales y artículo 
2º de la Ley 330 de 1996 para las contralorías departamentales, que reafirman a 
éstas como “organismos de carácter técnico, dotadas de autonomía administrativa, 
presupuestal y contractual.” 
6. Independencia restringida en el ejercicio de 
fiscalización  
Los organismos de control fiscal gozan de plena autonomía para el ejercicio de 
sus funciones, sin interferencias legales de otros órganos del Estado. Ahora bien, 
en cuanto a la independencia que deben tener para lograr una vigilancia y control 
de los recursos públicos, deben tenerse en cuenta tres aspectos, a saber; 
- Independencia del ejercicio de control fiscal frente a los sujetos de control 
que reciben la vigilancia fiscal.  
- Independencia frente a los organismos y entidades que participan en la 
designación de los contralores. Esto es, frente a la elección que realiza el 
Congreso de la República, Asambleas departamentales y Concejos 
municipales y la participación de la rama judicial en la conformación de 
ternas57.  
                                               
 
57 El Congreso de la República expidió el Acto Legislativo 2 de 2015, o reforma al “equilibrio de 
poderes” que modifica este inciso, actualmente hace tránsito en la Corte Constitucional a la espera 
del visto bueno de constitucionalidad. El cambio aprobado establece que “El Contralor será elegido 
por el Congreso en Pleno, por mayoría absoluta, en el primer mes de sus sesiones para un periodo 
igual al del Presidente de la República, de lista de elegibles conformada por convocatoria pública 
con base en lo dispuesto en el artículo 126 de la Constitución y no podrá ser reelegido ni continuar 
en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo.”  




- Independencia en la asignación de recursos para su funcionamiento, en 
especial en las contralorías territoriales. 
Para el primer aspecto, las contralorías territoriales, como parte de los 
organismos de control que son entes autónomos e independientes de las tres 
ramas del poder público, conservan una independencia institucional de los sujetos 
vigilados, que les permite tener una posición íntegra e imparcial en el ejercicio de 
las funciones de fiscalización del recurso público, sin perjuicio de la armonización 
y coordinación con otros organismos para desarrollar actividades que conlleven a 
obtener mejores resultados, con el propósito de salvaguardar los fondos y bienes 
públicos. 
Esta independencia institucional y personal se evidencia en la reglamentación 
de los procedimientos que guían el proceso auditor territorial en las diferentes 
contralorías58. Estas normas de auditoría incluyen una estructura de postulados 
básicos que debe cumplirse, no sólo como organismos de control fiscal sino como 
auditor profesional, en cada una de las fases del proceso auditor. Pese a ello, 
existen riesgos externos particulares, especialmente de tipo político, que pueden 
incidir en la independencia del ejercicio de fiscalización. 
La intervención en la escogencia de quién ejercerá el control fiscal a la gestión 
de los gobernantes de turno por parte del órgano político por excelencia en cada 
nivel territorial y de forma derivada de la rama judicial del poder público, como 
sucedía antes del acto legislativo No. 02 de 2015, incide en la independencia de 
los organismos de control fiscal para ejercer su función fiscalizadora. No sólo en la 
interferencia de los miembros de la corporación política para la conformación de 
                                               
 
Para los contralores territoriales se contempla que “Los Contralores departamentales, distritales y 
municipales serán elegidos por las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y Distritales, 
mediante convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los principios de transparencia, 
publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para periodo igual al del 
Gobernador o Alcalde, según el caso.” 
58 El marco de referencia es la Guía de Auditoría Territorial elaborada por la Contraloría General de 
la República con participación de la Auditoría General de la República y las contralorías territoriales, 
sin embargo, cada contraloría tiene una metodología para el ejercicio del control fiscal. 
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los equipos de dirección sino también en el alcance e intensidad que debe realizar 
la vigilancia fiscal a los recursos públicos, como se expone en el capítulo IV de la 
presente tesis. 
La valoración de los candidatos en la corporación administrativa para la 
elección del contralor de la respectiva entidad territorial, no se realiza por méritos, 
experiencia en el control fiscal, ni logros académicos sino por los acuerdos y 
compromisos políticos a que se llegue con los miembros de dicha corporación, 
donde se incluyen recomendaciones de integrantes de los partidos políticos que 
intervienen en su elección para que sean nombrados en el Ente de Control, 
debilitando sustancialmente la independencia de la función fiscalizadora que debe 
cumplir. 
Ahora bien, el tercer aspecto a tener en cuenta tiene que ver con la 
independencia que se genera en el origen de los recursos asignados para el 
funcionamiento del ente fiscalizador. El presupuesto que ejecutan las contralorías 
es una sección dentro del presupuesto de la entidad territorial, el cual le otorga 
plena autonomía al contralor territorial para realizar las apropiaciones de gastos 
necesarios para el funcionamiento del organismo de control fiscal, de acuerdo a lo 
aprobado por la respectiva corporación administrativa en correspondencia con lo 
establecido en el Estatuto de Presupuesto de la Nación, Decreto Nacional 111 de 
1996; 
ARTICULO 110. Los órganos que son una sección en el Presupuesto General de la 
Nación, tendrán la capacidad de contratar y comprometer a nombre de la persona 
jurídica de la cuál hagan parte, y ordenar el gasto en desarrollo de las apropiaciones 
incorporadas en la respectiva sección, lo que constituye la autonomía presupuestal a 
que se refieren la Constitución Política y la ley. Estas facultades estarán en cabeza del 
jefe de cada órgano quien podrá delegarlas en funcionarios del nivel directivo o quien 
haga sus veces, y serán ejercidas teniendo en cuenta las normas consagradas en el 
Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y en las disposiciones 
legales vigentes. 
(…) 




En los mismos términos y condiciones tendrán estas capacidades las 
Superintendencias, Unidades Administrativas Especiales, las Entidades Territoriales, 
Asambleas y Concejos, las Contralorías y Personerías Territoriales y todos los demás 
órganos estatales de cualquier nivel que tengan personería jurídica. 
De otro lado, la Ley 617 de 2000, establece límites máximos de gastos para el 
cálculo presupuestal de las contralorías territoriales, sujetados a los ingresos 
corrientes de libre destinación de la entidad territorial. 
En el libro “Ajuste estructural de las finanzas públicas en Colombia 1998 – 
2004”, de Carlos Ariel Sánchez Torres y otros, sostienen que:  
De otro lado, la independencia presupuestal de nuestras contralorías es bien limitada. 
Una vez aprobado el presupuesto de una contraloría, el manejo de temas como 
traslados presupuestales y programa anual mensualizado de caja queda en manos del 
poder administrador que adquiere así una fuerte arma de presión frente a quien debe 
fiscalizarlo. De hecho, se afirma que los contralores suelen ser muy cautos en el 
momento de fiscalizar los ministerios y secretarias de Hacienda, pues en manos de 
ellas queda la ejecución de su presupuesto. (Carlos Ariel Sanchez Torres, 2005) 
Por ser una sección dentro del presupuesto de la entidad territorial, su 
aprobación está sujeta a las discusiones que se presenten en la corporación 
pública respectiva y la ejecución de los ingresos aprobados a la discrecionalidad 
del alcalde o gobernador; por lo tanto, la independencia presupuestal para financiar 
el funcionamiento necesario para el ejercicio del control fiscal se ve afectada por 
quienes intervienen en su aprobación y quien realiza las transferencias del recurso 
a la Contraloría. 
Tabla 1.  Atribuciones de los organismos de control en el país  
Contraloría General de la República Contralorías Departamentales Contralorías Municipales 
Constitución Política de Colombia  
(Articulo 268.) 
Ley 330 de 1996  
(Artículo 9. Atribuciones) 
Ley 136 de 1994 
(Articulo 165. Atribuciones) 
El Contralor General de la República 
tendrá las siguientes atribuciones:  
Los Contralores Departamentales, 
además de lo establecido en el 
artículo 272 de la Constitución 
Política, ejercerán las siguientes 
atribuciones:  
Los contralores distritales y 
municipales, tendrán, además de lo 
establecido en el artículo 272 de la 
Constitución Política, las siguientes 
atribuciones:  
1. Prescribir los métodos y la forma de 
rendir cuentas los responsables del 
manejo de fondos o bienes de la Nación 
e indicar los criterios de evaluación 
1. Prescribir, teniendo en cuenta 
las observaciones de la 
Contraloría General de la 
República, los métodos y la forma 
1. Revisar y fenecer las cuentas que 
deben llevar los responsables del 
erario y determinar el grado de 
eficacia y eficiencia con que hayan 
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financiera, operativa y de resultados que 
deberán seguirse.  
 
de rendir cuentas los 
responsables de manejos de 
fondos o bienes departamentales 
y municipales que no tengan 
Contraloría e indicar los criterios 
de evaluación financiera, 
operativa y de resultados que 
deberán seguirse.  
obrado éstos, conforme a la 
reglamentación que expida el 
Contralor General de la República.  
2. Revisar y fenecer las cuentas que 
deben llevar los responsables del erario 
y determinar el grado de eficiencia, 
eficacia y economía con que hayan 
obrado.  
 
2. Revisar y fenecer las cuentas 
que deben llevar los responsables 
del Erario bajo su control y 
determinar el grado de eficiencia, 
eficacia, y economía con que 
hayan obrado.  
2. Llevar un registro de la deuda 
pública del distrito o municipio de sus 
entidades descentralizadas 
conforme a la reglamentación que 
expide la Contraloría General de la 
República.  
3. Llevar un registro de la deuda 
pública de la Nación y de las entidades 
territoriales.  
3. Llevar un registro de la deuda 
pública del departamento, de sus 
entidades descentralizadas y de 
los municipios que no tengan 
Contraloría.  
3. Exigir informes sobre su gestión 
fiscal a los servidores públicos del 
orden municipal y a toda persona o 
entidad pública o privada que 
administre fondos y bienes de la 
respectiva entidad territorial.  
4. Exigir informes sobre su gestión 
fiscal a los empleados oficiales de 
cualquier orden y a toda persona o 
entidad pública o privada que 
administre fondos o bienes de la 
Nación.  
 
4. Exigir informes sobre su 
gestión fiscal a los servidores 
públicos del orden departamental 
o municipal, y a toda persona o 
entidad pública o privada que 
administre fondos o bienes del 
departamento y municipio 
fiscalizado.  
4. Establecer la responsabilidad que 
se derive de la gestión fiscal, 
imponer las sanciones pecuniarias 
que sean del caso, recaudar su 
monto y ejercer la jurisdicción 
coactiva sobre los alcances 
deducidos de la misma, todo ello 
conforme al régimen legal de 
responsabilidad fiscal.  
5. Establecer la responsabilidad que se 
derive de la gestión fiscal, imponer las 
sanciones pecuniarias que sean del 
caso, recaudar su monto y ejercer la 
jurisdicción coactiva sobre los alcances 
deducidos de la misma.  
5. Establecer las 
responsabilidades que deriven de 
la gestión fiscal, imponer las 
sanciones pecuniarias que sean 
del caso, recaudar su monto y 
ejercer la jurisdicción coactiva 
sobre los alcances deducidos de 
la misma.  
5. Aprobar los planes de cuentas de 
las entidades sometidas a su control 
y vigilancia y conceptuar sobre la 
calidad y eficiencia del control fiscal 
interno en las mismas. Los planes 
de cuentas deberán ceñirse a la 
reglamentación que expida el 
Contralor General de la República.  
6. Conceptuar sobre la calidad y 
eficiencia del control fiscal interno de 
las entidades y organismos del Estado.  
6. Conceptuar sobre la calidad y 
eficiencia del control fiscal interno 
de las entidades y organismos del 
orden departamental y municipal 
bajo su control.  
6. Presentar anualmente al Concejo 
un informe sobre el estado de las 
finanzas de la entidad territorial, a 
nivel central y descentralizado, 
acompañado de su concepto sobre 
el manejo dado a los bienes y 
fondos públicos.  
7. Presentar al Congreso de la 
República un informe anual sobre el 
estado de los recursos naturales y del 
ambiente 
7. Presentar a la Asamblea 
Departamental un informe anual 
sobre el estado de los recursos 
naturales y del ambiente 
7. Proveer mediante los 
procedimientos de la carrera 
administrativa, los empleos de su 
dependencia y reglamentar los 
permisos y licencias de conformidad 
con la ley 
8. Promover ante las autoridades 
competentes, aportando las pruebas 
respectivas, investigaciones penales o 
disciplinarias contra quienes hayan 
causado perjuicio a los intereses 
patrimoniales del Estado. La 
Contraloría, bajo su responsabilidad, 
podrá exigir, verdad sabida y buena fe 
guardada, la suspensión inmediata de 
funcionarios mientras culminan las 
8. Promover ante las autoridades 
competentes, las investigaciones 
penales o disciplinarias contra 
quienes hayan causado perjuicio 
a los intereses patrimoniales, 
departamentales y municipales. 
La omisión de esta atribución los 
hará incurrir en causal de mala 
conducta.  
8. Realizar cualquier examen de 
auditoría, incluido el de los equipos 
de cómputo o procesamiento 
electrónico de datos respecto de los 
cuales podrá determinar la 
confiabilidad y suficiencia de los 
controles establecidos, examinar las 
condiciones del ambiente de 
procesamiento y adecuado diseño, 
del soporte lógico 




investigaciones o los respectivos 
procesos penales o disciplinarios 
9. Presentar proyectos de ley relativos 
al régimen del control fiscal y a la 
organización y funcionamiento de la 
Contraloría General.  
9. Presentar anualmente a la 
Asamblea Departamental y a los 
Concejos Municipales, un informe 
sobre el estado de las finanzas de 
las entidades el departamento a 
nivel central y descentralizado, 
que comprenda el resultado de la 
evaluación y su concepto sobre la 
gestión fiscal de la administración 
en el manejo dado a los fondos y 
bienes públicos.  
9. Realizar las visitas, inspecciones 
e investigaciones que se requieran 
para el cumplimiento de sus 
funciones.  
 
10. Proveer mediante concurso público 
los empleos de su dependencia que 
haya creado la ley. Esta determinará un 
régimen especial de carrera 
administrativa para la selección, 
promoción y retiro de los funcionarios 
de la Contraloría. Se prohíbe a quienes 
formen parte de las corporaciones que 
intervienen en la postulación y elección 
del Contralor, dar recomendaciones 
personales y políticas para empleos en 
su despacho.  
10. Proveer mediante concurso 
público los empleos de su 
dependencia que haya creado la 
Asamblea Departamental.  
El incumplimiento de lo prescrito 
en el artículo 2o., inciso 2o. de la 
Ley 27 de 1992, es causal de 
mala conducta.  
 
10. Evaluar la ejecución de las 
obras públicas que se adelanten en 
el territorio del distrito o municipio.  
 
11. Presentar informes al Congreso y al 
presidente de la República sobre el 
cumplimiento de sus funciones y 
certificación sobre la situación de las 
finanzas del Estado, de acuerdo con la 
ley. 
11. Realizar cualquier examen de 
auditoría, incluido el de los 
equipos de cómputo o 
procesamiento electrónico de 
datos, respecto de los cuales 
podrá determinar la confiabilidad 
y suficiencia de los controles 
establecidos, examinar las 
condiciones del ambiente de 
procesamiento y adecuado 
diseño del soporte lógico.  
11. Auditar y conceptuar sobre la 
razonabilidad y confiabilidad de los 
estados financieros y la contabilidad 
del municipio.  
 
12. Dictar normas generales para 
armonizar los sistemas de control fiscal 
de todas las entidades públicas del 
orden nacional y territorial.  
12. Realizar las visitas, 
inspecciones e investigaciones 
que se requieran para el 
cumplimiento de sus funciones. 
Los resultados de indagaciones 
preliminares adelantadas por las 
contralorías distritales o 
municipales, tendrán valor 
probatorio ante la Fiscalía General 
de la Nación y los jueces 
competentes.  
13. Las demás que señale la ley.  
Presentar a la Cámara de 
Representantes la Cuenta General de 
Presupuesto y del Tesoro y certificar el 
balance de la Hacienda presentado al 
Congreso por el Contador General. 
13. Evaluar la ejecución de las 
obras públicas que se adelanten 
en el departamento.  
El registro de los funcionarios 
sancionados como consecuencia de 
sus actuaciones fiscales será 
llevado únicamente por la 
Contraloría General de la República 
y para esos efectos los contralores 
distritales o municipales deberán 
remitir mensualmente la relación de 
los funcionarios sancionados.  
14. Auditar el balance de la 
hacienda departamental para ser 
presentado a la Asamblea 
Departamental.  
15. Elaborar el proyecto de 
presupuesto de la Contraloría y 
PARÁGRAFO 1o. Los sistemas de 
control fiscal de las contralorías 
municipales y de las 
departamentales que ejerzan su 
función en los municipios, estarán 
subordinados a las normas 
generales que dicte el Contralor 
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presentarlo al Gobernador dentro 
de los términos establecidos por 
la ley para ser incorporado al 
proyecto de presupuesto anual de 
rentas y gastos.  
16. Remitir mensualmente a la 
Contraloría General de la 
República la relación de las 
personas a quienes se les haya 
dictado fallo con responsabilidad 
fiscal, para efectos de incluirlos 
en el boletín de 
responsabilidades.  
Las indagaciones preliminares 
adelantadas por las Contralorías 
Departamentales, tendrán valor 
probatorio ante la Fiscalía 
General de la Nación y los jueces 
competentes 
General de la República en uso de 
la atribución contenida en el artículo 
268 de la Constitución Política.  
PARÁGRAFO 2o. Las contralorías 
municipales podrán celebrar 
convenios con la Contraloría 
General de la República y con la 
correspondiente contraloría 
departamental, a efecto de ejercer 
el control fiscal de las entidades o 
dependencias nacionales o 
departamentales que cumplan 
actividades dentro del municipio. 
Fuente: Elaborada por el autor ajustada a la información de la Constitución Política de Colombia, Ley 136 de 1994 




Capitulo III.  La institucionalidad del control 
fiscal territorial en Antioquia 
En el presente capítulo se identifica la organización administrativa de que 
disponen las contralorías territoriales del departamento de Antioquia, para realizar 
la vigilancia de los recursos públicos que le han sido encomendados y el papel que 
juegan la Asamblea Departamental y los concejos municipales en la discusión del 
esquema organizacional requerido para ello. Así mismo, las disposiciones 
metodológicas y procedimentales establecidos internamente para el ejercicio del 
control fiscal, comparándolo con la gestión y resultados obtenidos en el ejercicio de 
dicha función fiscalizadora en las vigencias 2012 – 2015, en lo referente a la 
identificación y configuración de hallazgos fiscales y el trámite de los procesos de 
responsabilidad fiscal. 
Antes de analizar la estructura administrativa de que disponen las contralorías 
territoriales para realizar la vigilancia fiscal de los recursos públicos a su cargo, 
debemos identificar el tamaño de la tarea encomendada, medida en número de 
entidades y la cantidad de recursos que son sujetos receptores del control fiscal. 
1. Tamaño de las entidades y recursos públicos por 
auditar en Colombia 
En el país existen 63 contralorías, a las que les corresponde vigilar y controlar 
los recursos de la Nación, de los departamentos, entidades descentralizadas de 
cada nivel de gobierno y de los particulares que manejen fondos o bienes públicos, 
a saber;  
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- La Contraloría General de la República para vigilar los recursos de origen 
de la Nación. 
- 32 contralorías Departamentales para la vigilancia de los recursos de todos 
los departamentos y sus entidades descentralizadas y de 1090 Municipios59 
que no tienen contraloría municipal. 
- 5 contralorías distritales para la vigilancia de los recursos de los distritos de 
Bogotá D.C., Barranquilla, Cartagena, Buenaventura y Santa Marta, y, 
- 26 contralorías municipales para la vigilancia de los recursos de origen de 
los municipios donde fueron creadas. 
En el nivel territorial se tiene un universo de 7.746 entidades que tuvieron en la 
vigencia de 2015 asignaciones presupuestales de $137,7 billones, vigilado por las 
63 contralorías territoriales existentes, como lo señala la tabla 2. 
Tabla 2. Entidades y presupuesto vigilado por las contralorías territoriales en 
la vigencia 2015. 
 
Por disposición constitucional, en cada departamento existe una contraloría 
departamental, para un total de 32 en el país, a quienes les corresponde vigilar las 
finanzas del respectivo departamento, las entidades descentralizadas que 
dependen de estos; además ejercen el control de los recursos en aquellos 
municipios y entidades descentralizadas del orden municipal de su jurisdicción que 
no tienen contraloría, es decir las contralorías departamentales tienen jurisdicción 
                                               
 
59 Según cifras del Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas a diciembre de 2011, en 
el país existían 1.120 municipios, en 31 de ellos, existe contraloría municipal, no se incluye la 






Presupuestos Vigencia 2014 
(Millones de Pesos) 
Contralorías Departamentales 32 6.653 69.907.902 
Contraloría Distrital de Bogotá 1 106 21.607270 
Contralorías Municipales 30 987 46.232.000 
Totales 63 7.746 137.747.172 
Fuente: Elaborada por el autor ajustada a la información vigencia 2015, del Sistema de 
Rendición Electrónica de Cuentas SIREL de la Auditoría General de la República. 
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de control fiscal en 1090 municipios en donde no existen contralorías. Las 31 
contralorías distritales y municipales ejercen vigilancia y control a los recursos de 
los municipios de su jurisdicción y sus entidades descentralizadas. 
2. Organismos de control fiscal territorial en el 
departamento de Antioquia 
En el departamento de Antioquia funcionan las contralorías territoriales 
Departamental de Antioquia y las municipales de Medellín, Bello, Envigado e Itagüí, 
que se encargan de ejercer la vigilancia y control a 503 sujetos de control que 
ejecutaron en el año 2015 un presupuesto de gastos por $ 36.637.313 millones, 
que corresponde al 18% del presupuesto general de la Nación para esa vigencia, 
como se refleja en la tabla 3. 
Tabla 3. Entidades y presupuesto objeto de vigilancia por las contralorías 








A la Contraloría del Departamento de Antioquia le corresponde vigilar la gestión 
fiscal de 432 entidades sujetas, entre las que se incluyen al Departamento de 
Antioquia y sus entidades descentralizadas, 121 municipios y sus entidades 
descentralizadas, con presupuesto de gastos ejecutados en la vigencia que 
totalizan $9.479.343 millones; por su parte, a la Contraloría General de Medellín le 
corresponde vigilar al Municipio de Medellín y sus entidades descentralizadas 
incluido el holding empresarial de Empresas Públicas de Medellín, para un total de 
presupuesto por vigilar de $25.783.447 millones.  
Contraloría 
No. de entidades 




Departamental de Antioquia 432 9.479.343  25,87% 
Municipal de Medellín 50 25.783.447  70,37% 
Municipal de Bello 2 318.854  0,87% 
Municipal de Envigado 10 526.387  1,44% 
Municipal de Itagüí 9 529.282  1,44% 
Totales 503 36.637.313  100,00% 
Fuente: Elaborada por el autor ajustada a la información vigencia 2015, del Sistema de Rendición 
Electrónica de Cuentas SIREL de la Auditoría General de la República  
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A las contralorías municipales de Bello, Itagüí y Envigado les corresponde 
auditar el sector central de sus respectivos municipios y entidades descentralizadas 
que ejecutaron un presupuesto de $ 1.374 millones, siendo el 3,75% del total de 
presupuesto que les corresponde auditar a las contralorías territoriales de 
Antioquia, pero donde existe un alto riesgo de presentarse hechos de corrupción 
con el manejo de estos recursos.  
Así las cosas, el universo del presupuesto por auditar de las contralorías 
territoriales de Antioquia es amplio y representativo, y merece unos organismos de 
control fiscal fuertes y especializados en la vigilancia y control fiscal, en la ejecución 
y destinación de estos recursos.  
3. Estructura administrativa de las contralorías 
territoriales de Antioquia 
3.1 Tamaño y alcance del control fiscal ejercido 
Para el control y vigilancia de las entidades y recursos descritos en la tabla 4, 
las contralorías territoriales del Departamento de Antioquia cuentan con 728 
funcionarios y un presupuesto ejecutado en el año 2015 de $66.607 millones para 
el cumplimiento de su misión constitucional y legal. 
Tabla 4. Personal y presupuesto de las contralorías territoriales 









No. de funcionarios 
2014 
Presupuesto 2015 
(millones de pesos) 
Departamental de Antioquia 317 29.489 
Municipal de Medellín 335 30.403 
Municipal de Bello 21 1.772 
Municipal de Envigado 29 2.588 
Municipal de Itagüí 26 2.356 
Totales 728 66.607 
Fuente: Elaborada por el autor ajustada a la información vigencia 2015, del 
Sistema de Rendición Electrónica de Cuentas SIREL de la Auditoría General 
de la República. 
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Teniendo en cuenta el presupuesto asignado, tamaño administrativo de la 
contraloría y la cantidad y complejidad de los sujetos vigilados, la Auditoría General 
de la República clasificó a las contralorías del país por categorías, dividiéndolas en 
cuatro grupos (sin incluir a la Contraloría General de la República), contralorías 
grandes, medianas, pequeñas y especiales. En la categoría “grande” se 
encuentran la Contraloría Departamental de Antioquia y la Municipal de Medellín y 
en la categoría “pequeña” las municipales de Bello, Envigado e Itagüí60.  
Como ya se señaló en el capítulo II, tabla 01, las obligaciones constitucionales 
y legales que tienen las contralorías territoriales en la vigilancia del recurso público, 
se sintetizan en: 
- Vigilancia y control de la gestión de los responsables del manejo del recurso 
y de los particulares que manejen fondos o bienes públicos. 
- Resarcir los daños al patrimonio y recaudar su monto. 
- Administrar los asuntos propios de su funcionamiento. 
Para el desarrollo de las anteriores funciones, el esquema organizacional de 
las contralorías territoriales requerido se centra en dos áreas principales: la 
misional que desarrolla las actividades de vigilancia fiscal a través del ejercicio 
auditor y el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal. Con el primero se 
verifica la gestión y ejecución del recurso público y en el segundo se procura el 
resarcimiento de los daños causados al patrimonio público, y el área administrativa 
que brinda el apoyo y soporte requerido por la Entidad para el cumplimiento de las 
obligaciones constitucionales. 
A las corporaciones públicas territoriales (Asamblea departamental y Concejos 
municipales) es a quienes les corresponde dotar a la respectiva contraloría 
territorial, de una estructura organizativa con una distribución interna de las 
diferentes dependencias con las funciones requeridas para cumplir con su misión 
                                               
 
60 Sistema Nacional de Control Fiscal Territorial. Banco Mundial, Auditoría General de la 
República, imprenta Nacional de Colombia, Bogotá 2011. Página 39. 
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constitucional y legal, así mismo, determinarles la planta de personal y escalas de 
remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleo61.  
Es importante precisar que la estructura organizacional de una Contraloría está 
compuesta por unidades administrativas o dependencias con funciones 
administrativas o misionales orientadas a lograr el cumplimiento de los objetivos y 
metas establecidas en los planes de la entidad. Estas, a su vez, la conforman uno 
o varios empleos con funciones dirigidos por un directivo. Ahora bien, por empleo 
se entiende el conjunto de funciones, tareas y responsabilidades que se asignan a 
una persona y las competencias requeridas para llevarlas a cabo, con el propósito 
de satisfacer el cumplimiento de los planes de desarrollo y los fines del estado62. 
3.2 Estructuras organizativas flexibles 
En los últimos años, estas corporaciones públicas han modificado la estructura 
organizativa de su respectiva contraloría territorial, con la justificación de 
profesionalizarlas y ponerlas acorde con las políticas de modernización del Estado, 
veamos: 
Tabla 5. Estructura Organizacional de las Contralorías territoriales de Antioquia 
Contraloría 
Acto administrativo de 
aprobación de 
estructura 
Estructura Organizacional Cargos de Dirección 














No. 1248 de 2008 




No. 66 de 2012 




No. 17 de 2013 




No. 37 de 2013 




No. 004 de 2012 
4 1 1 16 26 
Totales 36 10 5 204 728 
Fuente: Elaborada por el autor ajustada a la información contenida en los actos administrativos descritos. 
                                               
 
61 Artículo 65º de la Ley 42 de 1993, Diario Oficial No. 40.732, de 27 de enero de 1993 
62 Artículo 2º del Decreto 785 de 2005. Diario Oficial 45855 de marzo 19 de 2005 
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La Asamblea Departamental de Antioquia, expidió las ordenanzas No. 02 de 
2008, que facultó al gobernador de Antioquia para fusionar, suprimir, o crear 
dependencias dentro de la Contraloría General de Antioquia, quien lo hizo a través 
del Decreto Departamental 1248 de 2008 y las ordenanzas 28 de 2012 y 58 de 
2013 que establecieron ajustes a la estructura de la Entidad y planta de personal. 
En estas normas fueron creadas 14 unidades administrativas y 4 oficinas asesoras 
e igualmente hubo cambio de denominación de la planta de cargos al establecer 
134 cargos de libre nombramiento y remoción, que serían el cuerpo estructural para 
el desarrollo de su misión constitucional.  
Por su parte, el Concejo de Medellín aprobó el Acuerdo No. 66 de 2012, que 
determinó 18 dependencias entre unidades administrativas y oficinas asesoras y la 
creación de 29 cargos de libre nombramiento y remoción. En ese mismo sentido y 
con los mismos propósitos de modernizar a los organismos de control fiscal, los 
Concejos municipales de Bello, Itagüí y Envigado expidieron acuerdos para 
reestructurar sus respectivas contralorías. 
Teniendo en cuenta que el común denominador de las reestructuraciones 
señaladas en la tabla 5, es el alto número de empleos de libre nombramiento y 
remoción respecto a las unidades administrativas existentes y cargos de asesoría, 
en la Contraloría de Antioquia estos cargos representan el 42% de los 317 empleos 
creados, existiendo una relación de 2 empleos de libre nombramiento y remoción 
por cada tres cargos de carrera, en la Contraloría Municipal de Bello el 43% de la 
planta de personal corresponde a empleos de libre nombramiento y remoción, en 
la Contraloría de Envigado al 59% y en la Contraloría de Itagüí el 67%. Por su parte, 
la Contraloría de Medellín, tiene una distribución más razonable de los cargos de 
libre nombramiento y remoción, al tener 29 que representan el 8,7% de toda la 
planta de cargos de la Entidad, para dirigir y orientar las 18 dependencias y los 11 
cargos restantes son responsables de la coordinación de equipos de trabajo interno 
denominados Contralorías Auxiliares. 
El alto número de cargos de libre nombramiento y remoción “impiden la 
existencia de una justicia y de una administración rigurosamente entregadas a lo 
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que exige objetivamente su propia tarea, con despreocupación de las 
consecuencias” (Weber, 2002, p. 216), porque son nombramientos que responden 
a una mediación de recomendación política y no por procesos de selección 
meritocráticos que garanticen profesionales técnicamente preparados para ejercer 
control a los fondos y bienes públicos, con independencia de cualquier interferencia 
política o particular. 
Como vemos, los cargos de dirección creados en estas reestructuraciones 
superan ampliamente el número de unidades administrativas o asesoras, lo que 
demuestra que tanto las iniciativas elaboradas y presentadas por los contralores 
de turno con los estudios técnicos63 que las respaldan, como los Concejos 
municipales de Bello, Envigado e Itagüí y Asamblea departamental que 
intervinieron en la discusión y aprobación de las estructuras administrativas de sus 
contralorías, no responden al fortalecimiento del control fiscal como organismos 
técnicos y especializados, sino como un fortín de favores políticos. 
Estas estructuras organizativas no se compadecen con las responsabilidades 
asignadas en la Constitución y en la ley, porque existe un alto porcentaje de cargos 
de libre nombramiento y remoción, como se evidencia en la Contraloría de 
Antioquia, donde para dirigir 18 dependencias de la estructura organizacional de la 
entidad existen 134 cargos de libre nombramiento y remoción, lo que constituye 
una planta de personal que está al arbitrio del nominador y de las componendas 
clientelistas de turno. 
3.3 ¿Entidades técnicas y especializadas? 
La estructura burocrática del aparato estatal “presupone la separación 
abstracta entre el "Estado", en cuanto sostén abstracto de los derechos de mando 
y creador de las "normas jurídicas", y todas las "atribuciones" personales de los 
                                               
 
63 Para llevar a cabo una reestructuración, se debe elaborar el estudio técnico o la justificación 
técnica que conlleven a la expedición de los actos administrativos que consoliden el proceso de 
reforma organizacional, según el artículo 46 de la Ley 909 de 2004. Diario Oficial 45.680 de 
septiembre 23 de 2004. 
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individuos.” (Weber, 2002, p. 749), en el ejercicio de su cargo. Caso contrario 
sucede en las contralorías territoriales donde los funcionarios asumen su cargo 
como propiedad particular y establecen sus prioridades según la cercanía o nivel 
de respaldo de los partidos políticos que lo apoyaron para acceder al cargo o con 
el gobierno que le corresponde auditar. 
De otro lado, la Constitución Política señala que los empleos de los órganos y 
entidades del Estado son de carrera, esto quiere decir que para acceder al 
desempeño de un empleo público media un proceso de selección por mérito, con 
excepción de los de elección popular o de libre nombramiento y remoción. Del 
mismo modo y según la naturaleza de sus funciones, las competencias y los 
requisitos exigidos para su desempeño, los empleos de las entidades territoriales 
se clasifican en niveles jerárquicos: nivel directivo, asesor, profesional, técnico y 
asistencial.64 En ese sentido, los empleos de libre nombramiento y remoción 
realizan funciones de dirección, conducción y orientación institucional, cuyo 
ejercicio implica la adopción de políticas o directrices y comprende los niveles 
asesor y directivo.  
Los empleos del nivel profesional, asignados al área misional, son los que 
ejecutan el proceso auditor directamente en las entidades sujetas de control, 
aplicando los conocimientos propios de la carrera profesional requerida y las 
competencias exigidas en las labores de auditoría, así mismo, el personal del nivel 
profesional está en la capacidad de asumir responsabilidades de coordinación, 
supervisión y control de áreas internas encargadas de ejecutar los planes, 
programas y proyectos institucionales, sin que necesariamente el empleo sea de 
libre nombramiento y remoción. 
Por lo tanto, es el personal del nivel profesional el que soporta el desarrollo de 
las actividades misionales de los organismos de control, debido a que les 
corresponde realizar las actividades operativas para la definición de los métodos y 
                                               
 
64 Artículo 3º del Decreto 785 de 2005. Diario Oficial 45.855 de marzo 19 de 2005 
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forma de rendir cuentas a los responsables del manejo de fondos o bienes de las 
entidades sujetas de control, establecer y desarrollar los criterios de evaluación 
financiera, operativa y de resultados logrados por los sujetos vigilados; aplicar los 
instrumentos y herramientas de análisis en la revisión y fenecimiento de cuentas 
que rinden los responsables del erario, y, son quienes llevan a cabo todos los 
análisis y estudios para determinar el grado de eficiencia, eficacia y economía dado 
al manejo de los bienes y recursos públicos. 
Estas responsabilidades exigen el carácter técnico del control fiscal, 
convirtiéndolo en una materia específica, académica y veraz; lo que demanda de 
las contralorías un trabajo profesional y especializado para poder fundamentar sus 
evaluaciones en técnicas y procedimientos confiables, medibles y comprobables; 
tarea que requiere de personal calificado que aporte conocimientos y experiencia 
al control fiscal, actúe con independencia profesional frente al auditado y sea 
objetivo e imparcial en los conceptos y opiniones que emita, fundamentados única 
y exclusivamente en la ponderación de los hechos y documentos verificados y 
examinados. 
El Decreto Nacional 785 de 2005 estableció el sistema de nomenclatura y 
clasificación, y, de funciones y requisitos generales de los empleos de las entidades 
territoriales, definiendo en su Artículo 4° la naturaleza general de las funciones de 
los empleos por niveles jerárquicos, en ese orden precisó que la naturaleza de las 
funciones para el nivel directivo  
Comprende los empleos a los cuales corresponden funciones de Dirección General, 
de formulación de políticas institucionales y de adopción de planes, programas y 
proyectos.”, y para el nivel profesional comprende “los empleos cuya naturaleza 
demanda la ejecución y aplicación de los conocimientos propios de cualquier carrera 
profesional, diferente a la técnica profesional y tecnológica, reconocida por la ley y que 
según su complejidad y competencias exigidas les pueda corresponder funciones de 
coordinación, supervisión y control de áreas internas encargadas de ejecutar los 
planes, programas y proyectos institucionales. 
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La distribución por niveles jerárquicos de la planta de personal de las cinco 
contralorías territoriales del departamento de Antioquia, aprobados por las 
corporaciones públicas, es la siguiente:  
Tabla 6. Distribución de la planta de personal por niveles jerárquicos 
 
La distribución por niveles jerárquicos también presenta debilidades en el 
esquema organizacional de las contralorías territoriales. En la Contraloría de 
Antioquia, existen más cargos en el nivel directivo que en el nivel profesional 
responsable del desarrollo de la tarea misional de la Contraloría; igual sucede en 
las Contralorías municipales de Bello, Envigado e Itagüí. Lo que indica, que los 
empleos creados en los Acuerdos y ordenanzas, para el nivel directivo solo 
ejecutan funciones de Dirección General, de formulación de políticas institucionales 
y de adopción de planes, programas y proyectos, y no funciones que comprenden 
la aplicación o ejecución de los conocimientos propios de su carrera profesional, 
apartándose del ordenamiento jurídico que determina la naturaleza de los cargos, 
además de poner a discreción del jefe nominador de la Contraloría para que éstos 
cargos sean ocupados por recomendaciones políticas de los miembros de la 
corporación territorial que lo eligieron como contralor, generando una burocracia 
clientelar para la vigilancia y control de los recursos y bienes del Estado, Lo que 
Max Weber denominó “la dominación legal con administración burocrática” al 
señalar que “los funcionarios domésticos y favoritos se reclutan muy a menudo de 
un modo puramente patrimonial” (Weber, 2002, p. 183), con el fin de tener dominio, 
no sólo de entidad como tal, sino también con el direccionamiento de las decisiones 
que toman los funcionarios recomendados en ejercicio de su cargo o en la omisión 













Asistencial 50 54 2 2 6 114 
Técnico 31 119 3 1 1 155 
Profesional 101 133 6 8 4 262 
Asesor 0 4 0 3 1 8 
Directivo 135 25 10 15 14 199 
TOTAL 317 335 21 29 26 728 
Fuente: Elaborada por el autor ajustada a la información vigencia 2014, del Sistema de Rendición 
Electrónica de Cuentas SIREL de la Auditoría General de la República. 
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Esta flexibilidad en el tipo de nombramiento, generó que se presentará en la 
Contraloría de Antioquia, entre el año 2011 y diciembre 31 del 2012 la 
desvinculación del 62.5% de los funcionarios nombrados en cargos de libre 
nombramiento y remoción, y a diciembre 31 de 2014 sólo permanecieron en sus 
cargos el 22.9% de quienes ostentaban los cargos en el año 201165, evidenciando 
alta rotación en los funcionarios responsables de la vigilancia de los recursos 
exponiendo el ejercicio del control fiscal a altos riesgos de corrupción. 
Esta situación se presenta porque el origen político de los contralores 
territoriales genera alto riesgo en la intensidad del control fiscal que ejercen a los 
recursos públicos y está sujeto a los cambios y variaciones de las coaliciones, 
alianzas y componendas políticas que se tejen en la corporación territorial, 
desdibujando el carácter técnico y especializado que le ha atribuido la misma 
Constitución Política a las contralorías territoriales, configurándose una “empresa 
de interesados, en donde los grupos políticos que ostentan el poder reclutan 
interesados para que éstos los representen y sean sus protegidos en la 
administración” y así ganar votos en las elecciones. (Weber, El Político y el 
Cientifico, 2005)  
3.4 Los riesgos en el control fiscal de la burocracia clientelar 
Estas reestructuraciones administrativas preparadas por el organismo de 
control y con la complacencia de la corporación administrativa que lo aprueba, 
adolecen de estudios serios de rediseño institucional poniendo en riesgo la 
independencia del ejercicio de control fiscal territorial y afectando de manera 
sensible la finalidad de las normas constitucionales y legales que rigen la 
naturaleza de los empleos del Estado. 
                                               
 
65 Información obtenida de las vinculaciones y desvinculaciones reportada por la Contraloría 
General de Antioquia en las vigencias 2011, 2012, 2013 y 2014 en el formato F14 del sistema de 
rendición electrónica de cuentas SIREL de la Auditoría General de la República. 
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La burocracia según Max Weber, entre otras características debe tener un 
“carácter legal de las normas y de los reglamentos, procedimientos de trabajo 
estandarizados en guías y manuales y una competencia técnica y meritocrática”, 
indicando que “la selección de las personas, en un modelo burocrático, se basa en 
el mérito y en la competencia técnica y jamás en preferencias personales”. Los 
procesos de admisión, promoción y transferencia del personal son iguales para 
toda la organización y se basan en criterios generales y racionales, siempre 
tomando en cuenta el mérito y la capacidad del funcionario. Los exámenes, los 
concursos, las pruebas y las medidas de desempeño, son vitales en el modelo 
burocrático, agrega el pensador alemán. 
Si bien es normal que los partidos políticos hagan uso de sus prerrogativas en 
posicionar a sus cuadros en los cargos directivos de las entidades, estos cargos no 
deben convertirse en el elemento que satisfaga los apetitos burocráticos de los 
políticos porque afecta de manera directa el cumplimiento de la función pública que 
se presta. Lo que esto demuestra es que los líderes políticos regionales “no viven 
para la política, sino que viven de la política.” (Weber, El Político y el Cientifico, 
2005, p. 39). Estas prácticas desdibujan el verdadero significado de la política, 
como la aspiración a participar en el poder o a influir en la distribución del poder 
entre los distintos Estados o, dentro de un mismo Estado, entre los distintos grupos 
de hombres que lo componen. (Weber, El Político y el Cientifico, 2005) 
Estos tipos de ordenación de lo público son prácticas hegemónicas que tienden 
a fortalecer sectores tradicionales de la política partidista o a la clase social que ha 
ostentado el poder burocrático del Estado (Mouffe, 2007), excluyendo o dejando 
sin posibilidad de vincularse en el servicio público a buena parte de la población 
que por méritos y concursos abiertos podrían acceder a los cargos del Estado. 
Por eso, quienes asumen los cargos “no lo hacen atendiendo un 
comportamiento ético de hacer el bien, una acción debida, desinteresada, altruista 
que persigue fines ideales y no ventajas materiales” (Sartori, 2002), sino que sus 
comportamientos y actuaciones en el servicio público o mejor en la vigilancia de los 
recursos públicos va a estar mediada por los intereses políticos particulares que lo 
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llevaron al cargo. En suma, son estrategias abusivas que emplea la clase política 
dominante para incrementar el poder y dominio que tienen en la administración 
pública y con esta forma clientelar mantenerse en el poder. Tal como lo 
manifestaba Max Weber en El político y el Científico, que  
toda empresa de dominación que requiera una administración continuada necesita, por 
una parte, la orientación de la actividad humana hacia la obediencia a aquellos señores 
que se pretenden portadores del poder legítimo y, por la otra, el poder de disposición, 
gracias a dicha obediencia, sobre aquellos bienes que eventualmente sean necesarios 
para el empleo del poder físico: el equipo de personal administrativo y los medios 
materiales de la administración (Weber, El Político y el Cientifico, 2005) 
Los últimos procesos de rediseño institucional adelantado a las Contralorías 
territoriales ponen en riesgo la independencia del ejercicio de control fiscal territorial 
y afectan de manera sensible la finalidad de las normas constitucionales y legales 
que rigen la naturaleza de los empleos del Estado. 
4. Herramientas jurídicas y metodológicas para el 
ejercicio de la vigilancia y control de la gestión fiscal 
El ejercicio de vigilancia y control fiscal a los bienes y recursos públicos se 
realiza a través de procedimientos metodológicos que guían al auditor 
gubernamental para emitir una opinión o concepto, a través del desarrollo de un 
programa de auditoría sobre la gestión del ente auditado, este procedimiento es 
denominado proceso auditor o auditoría, entendido como un ejercicio que se realiza 
de manera independiente, transparente, objetiva, sistemática y profesional, por 
parte de un organismo de control fiscal respecto de una entidad auditada, acatando 
las normas de auditoría generalmente aceptadas y del cumplimiento de los 
principios de control fiscal de economía, eficacia, eficiencia, equidad y valoración 
de costos ambientales. 
La guía de auditoría territorial que han adoptado las contralorías del país, define 
la auditoría como un “proceso sistemático que acorde con normas de auditoría del 
proceso auditor territorial compatibles con las generalmente aceptadas vigentes, 
evalúa la gestión y los resultados fiscales mediante la aplicación de los sistemas 
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de control fiscal, para determinar el cumplimiento de los principios fiscales en la 
prestación de servicios o provisión de bienes públicos en desarrollo de los fines 
esenciales del Estado, de manera que le permita a la contraloría territorial 
fundamentar sus pronunciamientos, opiniones y/o conceptos.”66 
Una definición más completa de auditoría es la que trae el Manual del Proceso 
Auditor de la Auditoría General de la República, en la que puntualiza como “un 
proceso sistémico que facilita la evaluación posterior y selectiva de las actividades, 
operaciones y procesos ejecutados por los sujetos de control, mediante la 
aplicación individual, combinada o total de los sistemas de control fiscal (financiero, 
de legalidad, de gestión, de resultados, de revisión de cuentas y la evaluación del 
control interno), con el fin de emitir pronunciamiento sobre el fenecimiento de la 
cuenta, dictaminar la razonabilidad de los Estados Financieros y conceptuar sobre 
el cumplimiento de la normatividad aplicable, el sistema de control interno, la 
gestión fiscal y los resultados obtenidos, acorde con los sistemas aplicados”.67 
Existen diferentes modalidades y sistemas de auditoría que son aplicados por 
las contralorías territoriales, las más comunes son: auditoría regular, auditoría 
especial, auditoría exprés. 
La auditoría regular, según la Guía de Auditoría Territorial, tiene como propósito 
proferir un dictamen integral conformado por la opinión de los estados contables y 
el concepto sobre la gestión y los resultados, para emitir el pronunciamiento sobre 
el fenecimiento o no de la cuenta. Implica la ejecución de un trabajo integral 
aplicando de manera simultánea y articulada los sistemas de control fiscal. Cada 
contraloría territorial establece los criterios de selección de los entes a auditar bajo 
esta modalidad. 
                                               
 
66 Guía de Auditoría Territorial-Contralorías, Contraloría General de la República, 2013, Bogotá. P 
19.  
67 Resolución 06 del 5 de marzo de 2014, por la cual se adopta el Manual del Proceso Auditor V 
6.0 de la Auditoría General de la República. 
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El propósito de la auditoría especial es evaluar políticas, asuntos, programas, 
proyectos, procesos, áreas o actividades de carácter específico o transversal, de 
interés o relevancia con el propósito de emitir un concepto u opinión sobre lo 
evaluado; y la auditoría exprés, la define como el ejercicio auditor que se desarrolla 
mediante un procedimiento abreviado en las fases del proceso auditor y permite 
atender situaciones coyunturales que por su importancia o impacto requieren de 
evaluación inmediata y celeridad para entregar resultados oportunos.68  
De otro lado, en el proceso auditor se aplican diferentes sistemas de control 
fiscal, los más utilizados por las contralorías son el control financiero, de legalidad, 
de gestión, de resultados, la revisión de cuentas y la evaluación del control interno.  
Por control financiero se entiende el examen que se realiza, con base en las 
normas de auditoría de aceptación general, para establecer si los estados 
financieros de una entidad reflejan razonablemente el resultado de sus operaciones 
y los cambios en su situación financiera, comprobando que en la elaboración de 
los mismos y en las transacciones y operaciones que los originaron, se observaron 
y cumplieron las normas prescritas por las autoridades competentes y los principios 
de contabilidad universalmente aceptados o prescritos por la Contaduría General 
de la Nación. 
El control de legalidad es la comprobación que se hace de las operaciones 
financieras, administrativas, económicas y de otra índole de una entidad para 
establecer que se hayan realizado conforme a las normas que le son aplicables. 
Por control de gestión se entiende el examen de la eficiencia y eficacia de las 
entidades en la administración de los recursos públicos, determinada mediante la 
evaluación de sus procesos administrativos, la utilización de indicadores de 
rentabilidad pública y desempeño y la identificación de la distribución del excedente 
que estas producen, así como de los beneficiarios de su actividad. El control de 
resultados se refiere a la evaluación que se realiza para establecer en qué medida 
                                               
 
68 Guía de Auditoría Territorial-Contralorías, Contraloría General de la República, 2013, Bogotá. P 
20. 
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los sujetos de la vigilancia logran sus objetivos y cumplen los planes, programas y 
proyectos adoptados por la administración, en un período determinado.  
Por su parte, la revisión de cuentas se entiende como el estudio especializado 
de los documentos que soportan legal, técnica, financiera y contablemente las 
operaciones realizadas por los responsables del erario durante un período 
determinado, con miras a establecer la economía, la eficacia, la eficiencia y la 
equidad de sus actuaciones69. 
El procedimiento desarrollado por las contralorías para llevar a cabo un proceso 
auditor inicia con la revisión de la cuenta70 presentada por el sujeto de control en 
la que se analiza toda la información que sustenta la gestión desarrollada por el 
sujeto vigilado, luego continúa con la planeación de la auditoría; el trabajo de 
campo, el informe preliminar o pre-informe; la contradicción del ente auditado a las 
observaciones y hallazgos presentados, informe definitivo de la auditoría, la 
clasificación y traslado de los hallazgos; organización de los papeles de trabajo; 
revisión y aprobación del plan de mejoramiento propuesto por la entidad vigilada y 
su posterior seguimiento, con el fin de evaluar la gestión y los resultados obtenidos 
por quienes administran los recursos públicos. 
5. Rendiciones de cuenta71 
Uno de los presupuestos de la independencia del control fiscal es tener una 
información confiable y verídica de la gestión desarrollada por los responsables del 
manejo de los recursos públicos y en ese sentido, la norma ha dado toda la 
                                               
 
69 Ley 42 de 1993, Articulo 14. Diario Oficial 40732 del 27 de enero de 1993 
70 En el control fiscal, se entiende por cuenta el informe acompañado de los documentos que 
soportan legal, técnica, financiera y contablemente las operaciones realizadas por los responsables 
del erario 
71 La rendición de cuenta referida en este aparte es la contenida en la Constitución Política articulo 
268 numeral 2º, y en la Ley 42 Articulo 14, diferente a la contenida en la estrategia nacional de 
rendición de cuentas de la gestión pública, contenida en el documento Conpes 3654 de 2010, que 
la define como “una expresión de control social, que comprende acciones de petición de información 
y de explicaciones, así como la evaluación de la gestión, y que busca la transparencia de la gestión 
de la administración pública para logar la adopción de los principios de Buen Gobierno.” 
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autonomía a los organismos de control fiscal para establecer la forma, los términos 
y los mecanismos para exigir que le rindan cuentas dichos responsables72, Sopena 
de incurrir en sanciones administrativas impuestas por el mismo Ente de Control. Las 
contralorías territoriales del departamento de Antioquia tienen regulado la 
presentación de cuentas por actos administrativos descritos en la siguiente tabla 7. 
En virtud de la facultad constitucional contenida en el artículo 268 numeral 1º, 
de “Prescribir los métodos y la forma de rendir cuentas los responsables del manejo 
de fondos o bienes de la Nación e indicar los criterios de evaluación financiera, 
operativa y de resultados que deberán seguirse”, cada contraloría emite actos 
administrativos para solicitar la información de la gestión realizada por los sujetos 
de control de su jurisdicción, las que difieren no sólo en la periodicidad y términos 
de la presentación sino también en el contenido de la misma, como se evidencia 
en la tabla 7.  
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72 Facultad constitucional señalado para todos los organismos de control fiscal en el artículo 268 
numeral 1º de la Constitución Política de 1991 
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No obstante a ello, en los últimos años se ha insistido en la unificación de 
criterios en las resoluciones de rendición de cuenta, no logrando los resultados 
esperados, más bien, lo que se evidencia son sistemas aislados que realizan su 
obligación constitucional de prescribir y rendir cuentas de manera independiente. 
De otro lado, en los últimos años las contralorías han avanzado en la 
automatización de las rendiciones de cuentas aprovechando los adelantos 
tecnológicos en la trasmisión de lazos en línea, su desarrollo está supeditado a los 
recursos disponibles y a la capacidad del soporte tecnológico con que cuenta cada 
entidad, en ello, la Contraloría de Antioquia ha tenido avances significativos y sirve 
de referente a las demás contralorías no solo de Antioquia sino del país.  
En ese sentido, la rendición de cuenta siendo el mecanismo fundamental para 
el acceso a la información de los sujetos control y uno de los pilares para conservar 
la independencia de los organismos de control, no existe una unificación de criterios 
en la definición de la forma y termino de las rendiciones de cuenta, que permita a 
los organismos de control fiscal tener unos estándares equivalentes para la 
medición y calificación de la gestión fiscal de las entidades públicas. 
6. Metodologías para el desarrollo del Proceso Auditor 
Para llevar a cabo el proceso auditor es necesario establecer la 
correspondiente metodología, que permita aplicar y desarrollar los sistemas de 
control financiero, de legalidad, de gestión, de resultados, la revisión de cuentas y 
la evaluación del control interno. El proceso de auditoría se desarrolla en las etapas 
de: a) revisión de cuenta, b) planeación, c) ejecución o trabajo de campo, d) informe 
de auditoría, e) traslado de hallazgos y f) plan de mejoramiento.  
El propósito para una Contraloría de diseñar y elaborar una metodología para 
la evaluación de la gestión de sus entidades vigiladas, es crear un instrumento 
básico que establezca los procedimientos para construir los lineamientos generales 
y específicos de su plan de auditorías y establecer el derrotero de cada una de las 
etapas del proceso auditor para que realice de manera práctica, clara, técnica, 
concisa y objetiva, de acuerdo con los mandatos constitucionales y legales. 
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La metodología es el principal instrumento que permite desarrollar de una 
manera ordenada la evaluación a la gestión de las entidades, por ello, la Ley 1474 
de 2011, exigió la adopción de una metodología única para el ejercicio del proceso 
auditor, por tal razón, la Contraloría General de la República, a través del Sistema 
Nacional de Control fiscal SINACOF, construyeron en febrero de 2013, una 
metodología acorde a las necesidades y requerimientos propios de la función de 
control fiscal territorial denominada “Guía de Auditoría para las contralorías 
territoriales”, que ha sido adoptada por varias contralorías del país, sin embargo, 
las contralorías territoriales de Antioquia cuentan con sus propias herramientas 
metodológicas para el ejercicio del control fiscal y únicamente la Contraloría 
General de Medellín adoptó dicha guía a través de acto administrativo, como se 
indica en la tabla 8. 
 
Tabla 8. Reglamentación del proceso auditor en las contralorías territoriales de 
Antioquia 
Las contralorías han elaborado metodologías propias adoptadas por 
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Gubernamental Colombiana73 y de referentes metodológicos diseñados por la 
Contraloría General de la República, recopilados en la Guía de Auditoría Territorial. 
En cada vigencia las contralorías elaboran el Plan General de Auditorías – 
PGA, el cual contiene los ejercicios auditores que realizarán a los sujetos de control 
durante un periodo determinado. Este documento debe obedecer a una 
programación técnica que identifique los procesos auditores determinados por el 
Ente de Control, con el fin de optimizar esfuerzos, racionalizar el proceso auditor y 
lograr mayor cobertura, asignando el talento humano y otros recursos, con base en 
criterios de priorización, que contenga el detalle de las auditorías a realizar y las 
entidades sujetas a dicho control. 
La tabla 8 refleja que, si bien en cada contraloría existe una reglamentación de 
los procedimientos del ejercicio auditor, estos tienen un grado de desarrollo 
diferente y unas dinámicas de aplicabilidad propia. Mientras la Contraloría 
Departamental de Antioquia y la Municipal de Envigado tienen una serie de 
metodologías para diversas evaluaciones a las entidades sujetas a su vigilancia, 
en las contralorías de Medellín, Bello e Itagüí éstas guías y procedimientos se 
encuentran inmersos en la metodología general del proceso auditor, así mismo, 
mientras la Contraloría General de Medellín da preponderancia a la información 
financiera de las entidades que vigila, la Contraloría de Antioquia la da a la 
información del proceso contractual, evidenciando una dispersión normativa y 
diversidad de procedimientos metodológicos que pueden incidir en la intensidad 
del control fiscal que se ejerce a los sujetos de control y en la determinación de 
riesgos de corrupción en las entidades vigiladas. A pesar de la existencia de una 
guía metodología referente para el ejercicio del control fiscal en las contralorías 
territoriales, la cual no ha sido adoptada y ajustada a las particularidades propias 
de las entidades que vigilan. 
                                               
 
73 Establecidas en el documento de la Contraloría General de la República, en el cual se 
establecen postulados básicos, normas generales, personales y relativas al trabajo en los 
ejercicios auditores en la CGR. 
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7. Resultados obtenidos en el ejercicio del control fiscal 
en el departamento de Antioquia y municipios con 
contralorías propias 
Las contralorías territoriales del departamento de Antioquia, con los recursos 
presupuestales asignados en la vigencia 2014 y los servidores públicos 
disponibles, realizan esfuerzos por lograr un mejoramiento en la administración y 
gestión de los recursos públicos de las entidades sujetas de control.  
Los resultados de las auditorías realizadas por las contralorías se presentan en 
un informe, en el cual se plasma todo el trabajo realizado en desarrollo de la 
auditoría y de la revisión de la cuenta, así mismo, contiene la expresión de juicios 
fundamentados con las evidencias obtenidas que soportan los hallazgos que son 
la parte medular del informe, por lo tanto, su contenido es discutido por los 
integrantes del equipo de auditoria y la elaboración se realiza con responsabilidad 
y diligencia profesional de quienes intervienen. 
En la tabla 9 se presenta los resultados obtenidos por las contralorías 
territoriales de Antioquia, en la gestión de vigilancia realizada a los sujetos de 
control en año 2014, sobre la gestión y resultados de la ejecución de recursos en 
la vigencia 2013.  
Así las cosas, el proceso auditor, además de la opinión de los estados 
financieros y el concepto de gestión, genera como resultado el traslado de 
hallazgos y la suscripción de planes de mejoramiento que contiene observaciones 
administrativas que evidencian posibles riesgos en la gestión de la entidad y que 
pueden ser objeto de acciones de mejora que posibiliten la corrección de las 
mismas. El hallazgo74 por su parte, son hechos o situaciones irregulares que 
probablemente puedan generar distintos tipos de responsabilidad a cargo de 
quienes ostentan el manejo de recursos del Estado, bien sea fiscal cuando se 
                                               
 
74 Conforme a la definición del Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, 
hallazgo es la acción y efecto de hallar, verbo que a su vez significa, entre otras definiciones: 
descubrir con ingenio algo hasta entonces desconocido; ver, observar, notar; descubrir la verdad 
de algo; conocer, entender después de una reflexión. 
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refiere a daños al patrimonio público, disciplinaria cuando la conducta del servidor 
público sea contraria a la ley, y penal cuando los auditores tienen indicios de la 
comisión de un delito.  
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28 4 811  16 3.952  - -    13 
Municipal de Itagüí 37 3 231  20 4.110  - -    119 
Totales 996 230 175.369  1.966 402.612  94 11.851  801 
Fuente: Elaborada por el autor ajustada a la información vigencia 2014, del Sistema de Rendición Electrónica de 
Cuentas SIREL y de los informes de auditoría elaborados por la Auditoría General de la República. 
 
En un informe de auditoría el hallazgo fiscal se presenta como narración 
explicativa y lógica de los hechos relevantes, detectados en el examen de auditoría, 
la cual debe incluir el fundamento y evidencia suficiente, conducente, pertinente y 
útil para dar inicio a un proceso de responsabilidad fiscal.  
En la órbita de las facultades que tienen las contralorías está la de establecer 
la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, recaudar su monto y ejercer 
la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos de la misma, reglamentada 
en la Ley 610 de 2000 y complementada con la Ley 1474 de 2011 o Estatuto 
anticorrupción. El proceso como tal, se origina con los traslados de hallazgos o por 
indagaciones preliminares y comprende las actuaciones administrativas 
adelantadas por el organismo de control fiscal para determinar y establecer la 
responsabilidad de los servidores públicos y particulares cuando en el ejercicio de 
la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causen por acción u omisión y en forma 
dolosa o culposa un daño al patrimonio del Estado. 
De los 1966 procesos de responsabilidad fiscal que tramitaron las contralorías 
en la vigencia 2014, sólo el 4,8% del número de los procesos fueron fallados con 
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responsabilidad fiscal, es decir, en 94 procesos los implicados fueron declarados 
responsables fiscalmente por el menoscabo al patrimonio público, lo que indica una 
efectividad muy baja del ejercicio de control fiscal, teniendo en cuenta los esfuerzos 
y recursos utilizados. 
Ahora bien, en el recaudo las cifras son similares, de los $11,857 millones que 
fueron declarados como daño al patrimonio público en la vigencia 2014, sólo se 
pudo recuperar el 6,75%, es decir, 801 millones de pesos. 
Los resultados contenidos en la tabla 9 reflejan el despliegue de esfuerzos 
realizados por las Contralorías para evaluar la gestión de las entidades sujetas a 
través de la realización de 996 ejercicios auditores, señalando un cubrimiento del 
100% de las entidades por vigilar, como consecuencia de esos ejercicios auditores, 
los equipos de auditoría evidenciaron situaciones o hechos irregulares que 
probablemente puedan generar daños al patrimonio público en una cuantía de 
$175.369 millones de pesos, por la gestión de los responsables de la 
administración, manejo o uso de los recursos públicos. Sin embargo, estos 
resultados se diluyen cuando se trata de medir la eficacia en la recuperación de los 
recursos públicos frente a la deficiente gestión advertida por los auditores en los 





Capítulo IV. El fenómeno de la corrupción en 
la vigilancia fiscal de los recursos públicos 
del departamento de Antioquia y municipios 
En los capítulos anteriores se ha expuesto el ámbito de aplicación del control 
fiscal territorial en Colombia, realizando una revisión del fundamento constitucional 
y el desarrollo legal que reglamenta el ejercicio del control y vigilancia de los bienes 
y recursos públicos, así mismo, se ha señalado la estructura organizacional de las 
entidades que lo ejercen, la composición de la planta de personal, metodologías 
utilizadas y el alcance que tiene el control fiscal que ejercen. 
Pues bien, el presente capítulo se ocupa del fenómeno de la corrupción, como 
uno de los problemas que amenazan en mayor medida la calidad del control fiscal 
que realizan las contralorías, el concepto como tal, es delimitado en el marco de la 
gestión pública administrativa y en especial de los organismos de control y 
vigilancia fiscal de los bienes y recursos públicos, como un tema que ha estado 
presente en el accionar mismo de las contralorías como actores principales en la 
lucha contra la corrupción.  
En una primera parte se señalan las definiciones que sobre este concepto han 
dado teóricos y estudiosos del tema, luego haremos un recorrido por las acciones 
gubernamentales y la discusión pública que ha llevado al Estado Colombiano a 
definir una política pública para enfrentar el fenómeno de la corrupción en las 
entidades estatales, además se señalan los riesgos del diseño institucional de las 
contralorías territoriales para el ejercicio del control fiscal y el aporte que estos 
organismos han tenido en la lucha contra la corrupción. 
94 La fragilidad en el diseño institucional de los organismos de control fiscal del 
departamento de Antioquia 
 
El deber ser de los organismos de control, en quienes la comunidad ha confiado 
la responsabilidad de cuidar sus bienes, no sólo debe constituirse en referentes de 
transparencia y probidad del cometido estatal, sino también deben incidir de 
manera decisiva en el mejoramiento de la gestión fiscal de los sujetos vigilados. 
A finales de la década del 80, Colombia entró en un proceso de cambio 
institucional, motivado por varios factores que influyeron de manera decidida en el 
esquema organizativo del Estado; por ese entonces, en diferentes países de 
Latinoamérica se sentía una ola de procesos de modernización y reestructuración 
de las instituciones estatales, que procuraban mayor flexibilidad a la hora de 
atender las demandas de la población. La estrechez de la democracia reflejada en 
la presión interna de movimientos sociales, en negociaciones de paz con grupos 
alzados en armas, pero también, en el recrudecimiento del conflicto armado, el 
avance de la delincuencia y el narcotráfico, obligó a las autoridades 
gubernamentales a tener en cuenta los reclamos de la sociedad, como el 
movimiento de la séptima papeleta, para tomar medidas de excepción que fueran 
alternativas de solución a los graves aprietos institucionales por los que estaba 
pasando el país, entrando en un proceso reformatorio de su Constitución Política 
en 1991. 
Los organismos de control fiscal no estuvieron exentos de la crisis institucional 
que padeció el Estado en los finales de los ochentas, los Entes de control se 
convirtieron en fortines burocráticos, que entorpecían la gestión de las entidades 
vigiladas, no tenían resultados concretos en el control y vigilancia de los recursos 
y la omisión en el cumplimiento de sus deberes era evidente, más bien relucía la 
ineficiencia e ineficacia de sus actuaciones y las investigaciones y procesos 
penales que los comprometían en hechos de corrupción administrativa75. 
                                               
 
75 Rodolfo González García, ejerció como Contralor General de la República en los años 1982 – 
1990, fue acusado de clientelismo, persecución laboral y corrupción en la entidad. Revista Semana 
7 de octubre de 1986. 
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A partir de esta reforma constitucional el Estado empezó a delegar en el sector 
privado muchas de sus responsabilidades a través de la contratación de servicios 
y otras formas de relacionamiento, que originaron mayores riesgos en la 
administración de los asuntos públicos, si bien la corrupción ha estado inmersa en 
la cultura nacional, fue desde la década del 90 que en Colombia empezó a 
manifestarse una constante preocupación por combatir este flagelo en las 
entidades públicas.  
La principal herramienta que ha tenido el gobierno para combatir la corrupción 
es la generación de nuevas leyes, decretos y medidas restrictivas a través de 
directivas presidenciales, circulares y memorandos (ver tabla 10), así mismo, se 
destaca la formulación de programas presidenciales y la creación de agencias que 
coordinan la ejecución de dichos programas, lo que ha generado unos costos 
significativos para el Estado, estos esfuerzos cobran importancia en el aparataje 
administrativo del Estado, pero no lo suficiente como para disminuir la corrupción 
en el sector público. 
Aunque en el ejecutivo recae buena parte del liderazgo de los esfuerzos en la 
lucha contra la corrupción en los entes gubernamentales, existen otros organismos 
que su misión constitucional está encaminada a vigilar y castigar las arbitrariedades 
en la gestión de las entidades públicas; La Procuraduría General de la Nación 
participa en esta tarea de vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñen 
funciones públicas; la Fiscalía General de la Nación en la investigación de los 
delitos y acusa a los presuntos infractores, por delitos contra la administración 
pública; la Defensoría del Pueblo encargada de impulsar la efectividad de los 
derechos humanos de los habitantes del territorio nacional y de los colombianos 
                                               
 
Manuel Francisco Becerra, Contralor General de la República entre 1990 – 1994, condenado a 70 
meses de prisión por enriquecimiento ilícito y sus relaciones con el Cartel de Cali. Periódico El 
Tiempo, 27 de agosto de 1997. 
David Turbay Turbay, Contralor General de la República entre 1994 – 1998, condenado a 70 meses 
de prisión por enriquecimiento ilícito y sus relaciones con la mafia. Periódico El Tiempo, 30 de 
diciembre de 1999. 
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residentes en el exterior, y las Personerías municipales que tienen bajo su 
responsabilidad la vigilancia de la conducta de los servidores públicos del 
respectivo municipio y verificar la ejecución de las leyes, acuerdos y normas 
municipales de la entidad territorial. 
1. Definición y conceptos de corrupción administrativa 
Definir el fenómeno de la corrupción es bastante complejo por las 
connotaciones que tiene dicho término y la diferencia en el alcance de su 
significado en cada ámbito territorial, poblacional o social, lo que puede 
considerarse corrupción en una sociedad no coincide con lo contemplado en otra, 
por tanto, aquí se hace una aproximación a las definiciones que han dado algunos 
estudiosos sobre el tema, tratándolo de enfocar hacia la corrupción administrativa 
y en especial la que se genera como resultado de la administración y manejo de 
bienes y recursos públicos, y el rol que desempeñan los organismos de control 
fiscal en cumplimiento de su misión constitucional. 
Aunque es un tema consustancial a la existencia misma del Estado, en la 
historia reciente se viene utilizando el concepto de corrupción administrativa para 
significar hechos anómalos en la administración del Estado, no existe un consenso 
para la definición del término. Para la Real Academia de la Lengua Española la 
palabra “corrupción” significa “acción y efecto de corromper o corromperse”, ahora 
bien, según esta misma academia corromper significa: 
1. Alterar y trastrocar la forma de algo. 
2. Echar a perder, depravar, dañar o pudrir algo. 
3. Sobornar a alguien con dádivas o de otra manera. 
4. Pervertir a alguien.76 
Esta definición es mucho más precisa y nos aproxima a entender las nefastas 
intenciones de este fenómeno. No sólo es dañina para quienes ostentan el poder, 
                                               
 
76 Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española. Versión 23ª. Madrid. 
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sino que altera y trastoca las instituciones, impactando de manera negativa en la 
estructura organizativa del Estado y en la sociedad misma.  
Lo tradicional es asociar la definición de corrupción con los administradores o 
funcionarios públicos que abusan de sus cargos en beneficio propio o de terceros, 
dado que “el propio cargo de servidor público demanda servir el interés general no 
al particular” (Villoria, Corrupción Pública, 2014, p. 161), pero la corrupción tiene un 
alcance mayor, “es un síntoma costoso del fracaso institucional, que a menudo 
involucra a una red de políticos, organizaciones, empresas y particulares que 
coluden para beneficiarse del acceso al poder, a los recursos públicos y la 
formulación de políticas, en detrimento del bien público (Kaufmann, 2015, p. 20-
23). 
El abuso o uso indebido de una posición pública puede producirse por varias 
razones, entre las más comunes tenemos cuando: 
• El funcionario acepta o pide un soborno. 
• En las contrataciones de bienes y servicios o de personal se realizan 
directamente, privilegiando a contratistas por motivaciones políticas o 
partidarias, de amistad o familiar eludiendo la selección por concurso. 
• Cuando un servidor público se apropia indebidamente de bienes o fondos del 
Estado o cuando hace mal uso de ellos. 
El sector privado o los particulares, también tienen un papel determinante en 
los actos de corrupción del sector público, en muchos casos son quienes incentivan 
o propician dichos actos al encontrar funcionarios dispuestos a aceptar 
ofrecimientos, por ello, se ha dicho que en los actos de corrupción hacen falta dos 
partes, una que exija el pago indebido y otra que lo entregue, además de un sistema 
permeable que no sancione o el castigo sea mínimo. Como bien lo describe 
Orlando Reos en el libro La agenda ética pendiente de América Latina “En todo 
acto de corrupción puede distinguirse la presencia de algún actor del sector privado 
que, en forma activa o pasiva, sirve como referente en la relación con el funcionario 
público. (Reos, 2005, p. 267) 
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Ahora bien, la corrupción puede ser un acto individual de un servidor público, 
que dentro de un contexto de controles administrativos y/o judiciales es investigado 
y sancionado, allí la desviación de la conducta del servidor público cometiendo un 
hecho corrupto, es la excepción. Sin embargo, cuando el sistema esta corroído, los 
teóricos hablan de una corrupción sistémica, es decir, la que se presenta de 
manera generalizada en una institución pública para la obtención de beneficios 
privados, reduciendo la calidad y la cantidad de los servicios prestados. Este tipo 
de corrupción “distorsiona los incentivos, socava las instituciones y redistribuye la 
riqueza y el poder en forma injusta. Cuando la corrupción compromete el derecho 
de propiedad, el imperio de la ley y los incentivos a la inversión, el desarrollo 
económico y político se paraliza.” (Klitgaard, 2000, p. 2) 
Cuando la corrupción está expandida en una organización pública, se 
presentan patrones de conducta corrupta en todos los niveles de decisión77, 
comprometiendo procesos contractuales y proyectos públicos, teniendo una 
incidencia negativa en diferentes aspectos de la sociedad, en efecto, “diferentes 
autores han centrado sus estudios sobre la corrupción en los efectos negativos que 
ésta tiene en los niveles económico, social y político” (Isaza, 2012, p. 54), 
impidiendo la implementación sostenibles de políticas públicas que resuelvan con 
eficacia las principales necesidades sociales de la población, como la disminución 
de la pobreza y la desigualdad, así como asegurar la realización del bien común. 
En el enfoque económico se ha resaltado que la corrupción representa un 
obstáculo para la eficiencia e introduce distorsión en los mercados78, se pierde 
confianza en el papel que ejerce el mercado como regulador de las relaciones 
                                               
 
77 Tal es el caso del “carrusel de la contratación” en el Distrito Capital Bogotá, presentado durante 
la administración de Samuel Moreno Rojas en los años 2009, 2010 y 2011 o lo ocurrido con el 
programa de Agro Ingreso Seguro en el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural bajo la titularidad 
de Andrés Felipe Arias en los años 2007, 2008 y 2009.  
78 Rose‐ Ackerman, S. (2001). La corrupción y los gobiernos. Madrid: Siglo XXI. Citado por Carolina 
Isaza en la Tesis doctoral “Arreglos institucionales de rendición de cuentas para el control de la 
corrupción” Universidad Complutense de Madrid, 2012. 
Capítulo IV. El fenómeno de la corrupción en la vigilancia fiscal de los recursos 
públicos del departamento de Antioquia y municipios 
99 
 
económicas, soterradamente beneficia a unos en perjuicio de otros. “El soborno79 
suele llevar a resultados económicos poco eficaces. Impide las inversiones 
extranjeras e internas a largo plazo, desvía el talento hacia actividades de captación de 
rentas y distorsiona las prioridades sectoriales” (Gray & Kaufmann, 1998, p. 8).  
La corrupción entonces desincentiva la iniciativa privada, causando efectos 
nocivos en la generación de valor de la economía, sintiéndose con mayor fuerza 
en aquellos territorios con precaria institucionalidad o con estructuras estatales aun 
no consolidadas, impactando de manera negativa, no sólo en los costos sino en la 
calidad de la prestación de servicios sociales básicos para la población y que estén 
a cargo del Estado. En suma “la corrupción distorsiona la demanda pública, 
aumenta los costos, reduce la calidad, y retrasa la terminación de trabajos públicos; 
retrasa el acceso a administración pública para aquellas personas que no pagan 
sobornos; y reduce la productividad de las empresas que interactúan con el 
Estado”.80 Afectando los liderazgos, representaciones sociales y la motivación de 
organización de grupos poblacionales para actuar colectivamente en la exigencia 
de los beneficios sociales que ofrece el Estado. 
Pero las consecuencias sociales de la corrupción van mucho más allá de lo 
económico y de los efectos sobre el ingreso, “la corrupción menoscaba los 
resultados en educación, salud, inversión pública e igualdad de ingresos” 
(Kaufmann, 2015, p. 22), al concentrar los recursos del Estado en sectores o 
actividades especulativos o propensos a hechos corruptos que empodere a las 
elites, incidiendo o distorsionando la distribución de los recursos públicos, porque 
“cuando los poderes del estado están capturados por una elite o existen pautas 
clientelares que generan ineficiencia y arbitrariedad en la toma de decisiones, se 
                                               
 
79 Los autores tratan indistintamente corrupción y soborno, sin embargo, el soborno para el caso 
colombiano, es una modalidad de corrupción. 
80 Della Porta, (2000), “Social capital, beliefs in government and political corruption. En P. y. Putnam, 
Disaffected Democracies. Princeton: Princeton University Press.” Citado y traducido por Carolina 
Isaza en la Tesis doctoral “Arreglos institucionales de rendición de cuentas para el control de la 
corrupción” Universidad Complutense de Madrid, 2012. 
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reduce el gasto público efectivo en educación y salud” (Prats Cabrera, 2008, p. 
153), esta situación ocasiona que la distribución estatal de los recursos públicos se 
vuelva discriminatoria y arbitraria, desdice de los criterios técnicos y obedece a las 
elites y redes clientelares de que hacen parte81, lo que impacta negativamente en 
el mejoramiento de la calidad de vida de los más necesitados, en la disminución de 
la inequidad o superación de la pobreza.   
En el ámbito político la corrupción tiene una fuerte incidencia en el aparato 
estatal, como hemos visto, la corrupción afecta esencialmente la credibilidad en el 
gobierno y la legitimidad de las instituciones políticas, pero sobre todo, “afecta 
negativamente al funcionamiento de la democracia y el Estado de Derecho, pues 
daña la igualdad política y el bien común”82, el ciudadano se siente vulnerado y 
engañado por el gobernante y se vuelve apático en el ejercicio de su ciudadanía e 
intermediación con el Estado.  
La clase política utiliza medios corruptos para conservar y concentrar el poder, 
para que la toma de decisiones quede limitada a una elite, desvirtuando el sentido 
de la democracia, porque realiza una inequitativa distribución del poder afectando 
el funcionamiento de los pesos y contrapesos institucionales, por ello sobreviene el 
desprestigio de la clase política, creando una sensación de inestabilidad por la 
desconfianza que se genera hacia los administradores de lo público. 
El corrupto no sólo daña por lo que roba a la sociedad sino por el mensaje que 
transmite (Kliksberg, 2014, p. 4) y crea en el inconsciente colectivo. La corrupción 
por lo tanto, niega la eficiencia y transparencia en la gestión de las entidades 
                                               
 
81 Ejemplo de ello son los llamados “cupos indicativos” asignados en el Presupuesto General de la 
Nación con un aparente respaldo legal, en donde el gobierno presenta la apropiación presupuestal 
para determinados políticos, y el parlamentario orienta y direcciona la ejecución de los recursos y 
usufructúa los méritos políticos que se derivan de su ejecución. Convirtiendo una asignación de 
recursos estatales que debería ser distribuido de manera técnica en un carrusel de privilegios 
políticos. 
82 WARREN, M.E. (2006), “Political Corruption as Duplicitous Exclusion”, PS: Political Science & 
Politics, Núm. 39, pp. 803-807. Citado por Manuel Villoría (2013) en Corrupción Política, Eunomía, 
Revista en cultura de la legalidad, No. 05, Madrid, p. 164. 
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públicas y crea una sensación de indignación, desesperanza, apatía y alejamiento 
de los ciudadanos con respecto a sus autoridades, estimulando el rechazo a 
participación en los procesos electorales y al ejercicio de la ciudadanía, 
degenerando la función del servidor público, convirtiendo en una relación ilícita 
interesada y discriminatoria, la gestión entre el individuo y el estado, que favorece 
a unos pocos perjudicando a la mayoría. 
1.1 El concepto de corrupción en el ámbito internacional y su 
incidencia en Colombia 
La lucha contra la corrupción se despliega en todos los Estados a nivel interno 
pero cada vez adquiere una mayor incidencia global. Colombia hace parte de 
organismos internacionales como la Organización de las Naciones Unidas – ONU, 
la Organización de Estados Americanos – OEA y ha solicitado su ingreso a la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico – OCDE, instituciones 
que les asiste una constante preocupación por el avance de actos de corrupción 
en el funcionamiento del Estado. Por lo que han emitido directrices de política de 
obligatorio cumplimiento para los estados miembros.  
En ese contexto, la Organización de Estados Americanos – OEA, fue el primer 
organismo que aprobó un tratado de lucha contra la corrupción denominado 
Convención Interamericana Contra la Corrupción83, en el artículo 6º define los actos 
de corrupción que le son aplicables a los países firmantes. 
Artículo VI. Actos de corrupción 
1. La presente Convención es aplicable a los siguientes actos de corrupción: 
a. El requerimiento o la aceptación, directa o indirectamente, por un funcionario público 
o una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u 
otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra 
                                               
 
83 La Convención fue suscrita por Colombia el 29 de marzo de 1996 y el Congreso de la República 
expidió la Ley 412 de 1997, aprobatoria de la Convención. 
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persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio 
de sus funciones públicas; 
b. El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indirectamente, a un funcionario público 
o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario 
u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para ese funcionario 
público o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier 
acto en el ejercicio de sus funciones públicas; 
c. La realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza funciones 
públicas de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de 
obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero; 
d. El aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualesquiera de 
los actos a los que se refiere el presente artículo; y e. La participación como autor, co-
autor, instigador, cómplice, encubridor o en cualquier otra forma en la comisión, 
tentativa de comisión, asociación o confabulación para la comisión de cualquiera de 
los actos a los que se refiere el presente artículo. 
La Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción fue aprobada por la 
Resolución 58/4 de la Asamblea General de Naciones Unidas de 31 de octubre de 
2003 y entró en vigor el 14 de diciembre de 2005. En su articulado considera como 
corrupción el hecho de “aceptar o pedir beneficios indebidos para sí mismos o para 
otros”. Pero más que definir hechos de corrupción la Convención de Naciones 
Unidas se detiene en promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir 
más eficaz y eficientemente la corrupción; promover la integridad, la obligación de 
rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y los bienes públicos. 
El Secretario General de las Naciones Unidas, en la presentación de la 
Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, catalogó al fenómeno de la 
corrupción como “una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de 
consecuencias corrosivas para la sociedad. Socava la democracia y el estado de 
derecho, da pie a violaciones de los derechos humanos, distorsiona los mercados, 
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menoscaba la calidad de vida y permite el florecimiento de la delincuencia 
organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad humana.”84 
Colombia ha sido diligente en la adopción de los pactos suscritos como 
miembro de organizaciones internacionales, a través de leyes y la adopción de 
políticas que recogen el espíritu de dichos acuerdos, sin embargo, el mismo 
gobierno reconoce el fracaso de las medidas adoptadas para combatir la corrupción 
al señalar “que las estrategias diseñadas en los últimos años no han generado los 
resultados esperados; lo que demuestra la existencia de un problema de ineficacia 
de las herramientas y mecanismos para la prevención, investigación y sanción de 
la corrupción.” (Consejo Nacional de Política Economica y Social, 2013, p. 14-15). 
El concepto de corrupción esta lógicamente vinculado con el sistema normativo. 
“No es posible hablar de corrupción sin hacer referencia simultáneamente al marco 
normativo dentro del cual se produce el acto o la actividad calificada de corrupta.” 
(Garzón Valdez, 2003, p. 21). En Colombia la normatividad para enfrentar el 
fenómeno de la corrupción se alimenta de tres fuentes: la primera y como ya lo 
hemos visto, la Constitución Política despliega una gran cantidad de artículos 
encaminados a hacerle frente a este flagelo, unos dirigidos a mejorar la gestión de 
los bienes y recursos públicos, implementación de políticas preventivas y 
educativas y de promoción de la integridad en el servicio público. Así mismo, la 
Carta Política eliminó el control previo que se había convertido en un foco de 
corrupción, reorganizó la Contraloría General de la República, creó la Fiscalía como 
órgano investigador y acusador ante los tribunales de justicia y la Defensoría del 
Pueblo. 
La segunda fuente normativa la constituye los tratados y convenios 
internacionales contra la corrupción y el soborno trasnacional, que Colombia ha 
suscrito con diferentes organizaciones internacionales de la cuales hace parte, 
                                               
 
84 Prefacio de la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, Naciones Unidas, 
Nueva york, 2004. 
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como lo vimos anteriormente, los cuales han sido aprobados y entran a ser parte 
del bloque de constitucionalidad del país. Finalmente, se encuentran las 
disposiciones legales y normativas que han expedido el Congreso de la República 
y el gobierno nacional para enfrentar el fenómeno de la corrupción.  
1.2 El concepto de corrupción en la legislación colombiana 
Los actos de corrupción en Colombia son sancionables desde el punto de vista 
de la responsabilidad, la cual puede ser penal, fiscal, disciplinaria o administrativa. 
En el derecho un acto corrupto sería “toda acción u omisión realizada por un actor 
público que incumpla las normas jurídicas y viole las obligaciones del cargo, con 
abuso de posición y la finalidad de obtener beneficios privados personales o para 
un grupo del que forma parte el corrupto.” (Villoria, Corrupción Pública, 2014, p. 
160). 
En lo penal, la lucha contra la corrupción administrativa está a cargo de la 
Fiscalía General de la Nación que aplica la legislación penal, la cual define como 
"delito" a toda aquella conducta (acción u omisión) contraria al ordenamiento 
jurídico85. La palabra delito deriva del verbo latino delinquere, que significa 
abandonar, apartarse del buen camino, alejarse del sendero señalado por la ley. 
Ahora bien, los delitos contra la administración pública consisten en que los 
funcionarios públicos emiten actos ilegales, abusan de la confianza depositada en 
ellos para apropiarse o usar determinados bienes encargados a ellos; cuando 
influencian en determinaciones de adjudicación de contratos o asuntos que ellos u 
otros funcionarios estén conociendo, resoluciones, sentencias, cambio de un favor 
o dinero; cuando cometen arbitrariedades sobre particulares en uso de su cargo y 
obtener así un beneficio propio de un tercero86. Los delitos más aplicados en casos 
                                               
 
85 Ley 599 de 2000, código penal colombiano, Ley 906 de 203 código de procedimiento penal 
colombiano y Ley 1474 de 2011 Estatuto Anticorrupción. 
86 Ibídem  
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de corrupción son: el peculado, prevaricato, concusión, cohecho, tráfico de 
influencia por servidor público, enriquecimiento ilícito, entre otros. 
En la responsabilidad fiscal, la ley ha dotado de instrumentos y normas a los 
organismos de control fiscal, la vigilancia fiscal se aplica en virtud de los principios 
consagrado en la Ley 42 de 1993, a saber;  
Artículo 8º.- La vigilancia de la gestión fiscal del Estado se fundamenta en la eficiencia, 
la economía, la eficacia, la equidad y la valoración de los costos ambientales, de tal 
manera que permita determinar en la administración, en un período determinado, que 
la asignación de recursos sea la más conveniente para maximizar sus resultados; que 
en igualdad de condiciones de calidad los bienes y servicios se obtengan al menor 
costo; que sus resultados se logren de manera oportuna y guarden relación con sus 
objetivos y metas 
De igual manera, la Ley 610 de 2000, define como daño patrimonial al Estado:  
Artículo 6°. Daño patrimonial al Estado. Para efectos de esta ley se entiende por daño 
patrimonial al Estado la lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, 
disminución, perjuicio, detrimento, pérdida o deterioro de los bienes o recursos 
públicos, o a los intereses patrimoniales del Estado, producida por una gestión fiscal 
antieconómica, ineficaz, ineficiente e inoportuna, que en términos generales, no se 
aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, 
particularizados por el objetivo funcional y organizacional, programa o proyecto de los 
sujetos de vigilancia y control de las contralorías. Dicho daño podrá ocasionarse por 
acción u omisión de los servidores públicos o por la persona natural o jurídica de 
derecho privado, que en forma dolosa o culposa produzcan directamente o contribuyan 
al detrimento al patrimonio público. 
Los instrumentos normativos en materia disciplinaria están consagrados en la 
Ley 734 de 2000 y la titularidad para conocer e investigar los asuntos disciplinarios 
contra los servidores públicos lo ostenta la Procuraduría General de la Nación, 
Personerías Distritales y municipales y las oficinas de control disciplinario interno, 
y los funcionarios con potestad disciplinaria de las ramas, órganos y entidades del 
Estado. 
La acción disciplinaria recae sobre los servidores públicos y particulares que 
cumplen funciones públicas, y se entiende como la incursión en cualquiera de las 
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conductas o comportamientos previstos en el Código Único Disciplinario (Ley 734 
de 2000), que conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio 
de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por 
cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad contempladas en el 
mismo código. 
En lo territorial la situación es más preocupante, debido a que, desde los inicios 
del proceso de descentralización, se reconoció que los entes territoriales 
presentaban graves fallas administrativas con impacto directo en problemas de 
gestión de recursos y en los resultados en la prestación de los servicios. 
Actualmente, “durante casi dos décadas de esquema descentralizado de la 
Constitución de 1991, puede reconocerse que las fallas administrativas han sido 
caldo de cultivo para la reproducción de situaciones de corrupción.” (Garay & otros, 
2010, p. 101). 
2. Formación de agenda gubernamental para la política 
anticorrupción 
En la década de los noventa el fenómeno de la corrupción trascendió al debate 
público, empezaron a expresarse centros de pensamiento y estudios sobre la 
gravedad de la situación. En un estudio sobre corrupción administrativa auspiciado 
por la Contraloría General de la República señalaba en 1994 que “existe la creencia 
generalizada de que la corrupción se ha extendido a un ritmo particularmente 
acelerado durante los últimos veinte años. Combatirla resulta extraordinariamente 
difícil por cuanto el Estado, encargado de hacerlo, puede estar tan afectado que no 
tenga en su interior la fuerza necesaria para asumir la tarea.” (Cepada Ulloa, 1994), 
reflejando que para la época el fenómeno había alcanzado niveles preocupantes. De 
igual forma, el profesor Zuluaga Nieto de la Universidad Nacional escribía en 1996, que 
“la corrupción se manifiesta en y desde la sociedad civil e implica una interacción entre 
ésta y el Estado a través de numerosos actores y procesos de intercambio.” (Zuluaga 
Nieto, 1996, p. 148). 
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Por su parte, el Gobierno se asomaba de manera tímida a expedir normas y 
regular las actuaciones de los funcionarios, pese a que en la Constitución Política 
había un vasto despliegue de artículos para combatir la corrupción, pero que 
adolecían de desarrollo legal. En este periodo entró a regir la Ley 134 de 1994 
sobre mecanismos de participación ciudadana, la Ley 80 de 1993 o Estatuto de 
Contratación Pública, Ley 87 de 1993 que creó el sistema de control interno en las 
entidades estatales y que asume con mayor responsabilidad la lucha contra la 
corrupción al expedir el Congreso la Ley 190 de 1995 normas tendientes a 
preservar la moralidad en la Administración Pública y se fijan disposiciones con el 
fin de erradicar la corrupción administrativa.  
Tabla 10. Normatividad, programas y agencias presidenciales creadas para combatir la 
corrupción 1991 - 2014 
Periodos 
Presidenciales 
Expedición de Normas 
Entidades o Agencias Creadas Formulación 
de planes, programas o políticas 
Cesar Gaviria 
1990 – 1994 
Entro a regir la Constitución Política, con varias 
disposiciones para prevenir la corrupción. 
Ley 134 de 1994 - Mecanismos de Participación 
Ciudadana. 
Ley 80 de 1993. Estatuto de Contratación Pública  
Ley 87 de 1993. Crea el sistema de control interno en 
las entidades estatales. 
La nueva Constitución modificó los 
organismos de control (Contraloría y 
Ministerio Público) y creó la Fiscalía. 




1994 – 1998 
Ley 190 de 1995 normas tendientes a preservar la 
moralidad en la Administración Pública y se fijan 
disposiciones con el fin de erradicar la corrupción 
administrativa. 
Ley 412 de 1997, Colombia aprueba y ratifica la 
Convención Interamericana Contra la Corrupción 
(CICC) 
Consejería Presidencial para la. 
Administración Pública (Decreto 2098 de 
1994). 




1998 – 2002 
Ley 734 de 2002 - Código Único Disciplinario. 
Ley 610 de 2000 - trámite de los procesos de 
responsabilidad fiscal. 
Ley 599 de 2000 – C. P. (Título XV: Delitos contra la 
Administración Pública). 
Ley 678 de 2001. Acción de repetición a los agentes 
del Estado 
Decreto 2405 de 1998. Programa 
Presidencial de Lucha contra la Corrupción 
(PPLC). (Zar Anticorrupción) 
Programa Gobierno en Línea (mejorar la 
transparencia del sector Público). 
Álvaro Uribe 
2002 – 2010 
Ley 850 de 2003 - Por medio de la cual se 
reglamentan las veedurías ciudadanas. 
Con la Ley 970 de 2005, Colombia se aprueba y 
ratifica la Convención de las Naciones Unidas Contra 
la Corrupción (CNUCC). 
Ley 1150 de 2007. Modifica Estatuto de Contratación 
Pública. 
Ley 909 de 2004: normas que regulan el empleo 
público, la carrera administrativa y la gerencia pública. 
Programa para la Renovación de la 
Administración Pública (PRAP). 
Programa Presidencial de Modernización, 
Eficiencia, Transparencia y Lucha Contra la 
Corrupción. Decreto 519 de 2003. 
En el 2004 se presentó la primera propuesta 
de una política pública de lucha contra la 
corrupción. No se formalizó como tal. 
Juan Manuel 
Santos 
2010 – 2014 
Ley 1712 de 2014 - Ley de Transparencia y del 
Derecho de Acceso a la Información Pública. 
Alta Consejería Presidencial para el Buen 
Gobierno y la Eficiencia Administrativa. 
Decreto 3445 de 2010. Luego reemplazada 
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En 1997, Colombia aprueba y ratifica la Convención Interamericana Contra la 
Corrupción (CICC) y en 1998 crea la primera agencia gubernamental encargada 
de coordinar la lucha contra la corrupción denominado “Programa Presidencial de 
Modernización, Eficiencia, Transparencia y Lucha contra la Corrupción (PPLCC)”, 
con esta agencia presidencial, el país inició un esfuerzo sostenido de lucha contra 
la corrupción.  
Para la segunda mitad de la década del noventa, Colombia estaba 
convulsionada con hechos de corrupción, se debatía públicamente el ingreso de 
dineros del narcotráfico en las campañas políticas de las elecciones de 1994, lo 
que se denominó el proceso 8.000. El presidente Ernesto Samper fue juzgado por 
estos hechos y absuelto por el Congreso. En su momento nueve congresistas 
fueron detenidos por los delitos de enriquecimiento ilícito y nexos con el 
narcotráfico, y muchos más investigados y juzgados por la misma causa. Las 
cabezas de los organismos de control de ese entonces no daban el mejor ejemplo: 
procurador y viceprocurador de la Nación fueron detenidos por enriquecimiento 
ilícito, testaferrato y falsedad procesal87. Estos hechos dejan en evidencia que “la 
corrupción, a pesar de no ser tan tremendista y espectacular como las tomas 
guerrilleras y los bombazos de los narcos, es hoy el peor flagelo que azota el país.” 
(Revista Semana, 2000) del 13 de marzo de 2000. 
                                               
 
87 Ver cita No. 69 en la página 95. 
Ley 1474 de 2011 - Estatuto anticorrupción. Modifica 
contratación 
Decreto 734 de 2012 - Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública, Modificado 
por el Decreto 1510 de 2013. 
Decreto 019 de 2012. Anti-trámites 
CONPES 167 de 2013. Estrategia Nacional De La 
Política Pública Integral Anticorrupción. 
por la Alta Consejería Presidencial. Decreto 
2069 de 2013. 
Comisión Nacional para la Moralización y la 
Comisión Nacional Ciudadana para la Lucha 
contra la Corrupción (Decreto 4632 de 
2011). 
Eliminó el PPLC y creó en su lugar la 
Secretaría de Transparencia. Decreto 4637 
de 2011 
Plan Nacional de Desarrollo 2010–2014 
incluye el componente de “Buen gobierno, 
participación ciudadana y lucha contra la 
corrupción” 
Fuente: Elaborada por el autor de información recopilada en diversas fuentes normativas y los planes nacionales de 
desarrollo de los periodos señalados.  
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En pocos años la corrupción administrativa en Colombia pasó de ser un hecho 
problemático para la sociedad a un problema con tratamiento público, ahora bien, 
por problema público se entienden “los procesos mediante los cuales una cuestión 
(problema, oportunidad, tendencia), ya aprobada y colocada en la agenda de la 
política pública, es estudiada, explorada, organizada y posiblemente cuantificada 
por los interesados, quienes no raramente actúan en el marco de una definición de 
autoridad, aceptable provisionalmente en términos de sus probables causas, 
componentes y consecuencias (Hogwood y Gunn, 1984: 108)” citado por 
(Villanueva, 1993). 
Luego de la discusión pública generada, la decisión del gobierno de establecer 
medidas correctivas al avance de la corrupción y crear instancias encargadas de 
coordinar la implementación de las iniciativas gubernamentales y articularlas con 
aquellas políticas y acciones que en el mismo sentido adelantaran los organismos 
de control y la sociedad civil, el tema quedó incorporado en la agenda de gobierno 
como un problema público o preocupación gubernamental considerándolo 
prioritario y objeto de análisis para la expedición de normas y toma de decisiones. 
Por ello, en la Ley 812 de 2003, por la cual se aprueba el Plan Nacional de 
Desarrollo 2002-2006, hacia un Estado comunitario, al problema de la corrupción 
se le dio un tratamiento de problema de Estado, entendida no solamente como 
saqueo del erario, sino también como un fenómeno asociado a aquellas decisiones 
públicas que no consultan el interés general, para favorecer intereses personales 
o de grupo88. Esta susceptibilidad de problematización de un conjunto de hechos y 
datos y su conversión en un asunto de interés público atendible por el Estado, es 
en sí un “proceso constitutivo del ciclo de la política pública que acota y define el 
actuar gubernamental. Se trata de un asunto esencialmente político”. (Maldonado, 
2008, p. 3). 
                                               
 
88 Artículo 8o. Literal D. Numeral 2o. de la Ley 812 de 2003. 
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Fue así como las entidades estatales, con base en la citada Ley, debían 
divulgar con anticipación sus programas y presupuestos de contratación e inversión 
y las características de los proyectos que iban a adelantar, a través de medios 
tecnológicos y estimular el control ciudadano mediante veedurías que velarán por 
la transparencia en la gestión estatal. Señalaba el Plan de Desarrollo que “atacaría 
frontalmente el fenómeno de la corrupción en sus diferentes manifestaciones, ya 
sea por acción u omisión, con base tanto en su consideración como problema de 
Estado, como en la definición e implementación de acciones diversas que la 
prevengan y la sancionen de modo ejemplar, básicamente mediante la aplicación 
de la Ley de Repetición y el Estatuto Anticorrupción”. (Departamento Nacional de 
Planeación, 2003) 
En el año 2004, el Programa Presidencial de Modernización, Eficiencia, 
Transparencia y Lucha Contra la Corrupción, elaboró una propuesta de política 
pública de lucha contra la corrupción, pero no tuvo consenso entre los diferentes 
actores de la sociedad y a la parte gubernamental le faltó impulso y decisión para 
que se formalizara como tal. Luego, estas buenas intenciones contenidas en el 
Plan de Desarrollo y el ímpetu de la lucha contra la corrupción fueron decayendo y 
en la medida que corría el mandato de Uribe Vélez, se fueron diluyendo de la 
agenda gubernamental. 
Posteriormente, en el Plan Nacional de Desarrollo 2010–2014 Prosperidad para 
Todos89, se incluyó una sección de “Buen gobierno, participación ciudadana y lucha 
contra la corrupción” allí se señala que las estrategias para reducir la corrupción 
“se deben encaminar prioritariamente a la prevención de este fenómeno, a mejorar 
la capacidad de investigación y sanción, y a desarrollar herramientas para luchar 
contra la impunidad en los delitos asociados a la corrupción, involucrando al sector 
privado y a actores sociales, y fortaleciendo el control social y político.” 
(Departamento Nacional de Planeación, 2010), con estos lineamientos y 
                                               
 
89 Aprobado mediante Ley 1450 de 2011. Diario Oficial 48102 de junio 16 de 2011 
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orientaciones se inició una estrategia para formular una política pública integral 
contra la corrupción. Se creó la Secretaría de Transparencia, con la misión de 
asesorar y apoyar directamente al presidente de la República en la formulación y 
ejecución de una política integral de transparencia y lucha contra la corrupción. 
3. Estrategias gubernamentales para la prevención y 
lucha anticorrupción 
En desarrollo de las orientaciones contenidas en el Plan Nacional de Desarrollo 
2010 – 2014, conjuntamente con los organismos de control, el gobierno nacional 
promovió la Ley 1474 de 2011, por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer 
los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la 
efectividad del control de la gestión pública, también llamado Estatuto 
Anticorrupción.  
Esta norma es la principal herramienta normativa que se ha dictado por parte 
del Congreso de la República y el gobierno nacional, luego de la promulgación de 
la Ley 190 de 1995. Aunque la norma nace en un momento coyuntural para hacerle 
frente a los hechos de corrupción descubiertos entre el 2009 y 201090, contiene una 
serie de disposiciones que le permite a las instituciones del Estado hacerle frente 
y de manera conjunta a las nuevas prácticas en materia de corrupción. 
El Estatuto contempla una serie de medidas y mecanismos administrativos para 
reducir determinados fenómenos que afectan o entorpecen la gestión estatal; 
adopta medidas de carácter penal, disciplinario y de control fiscal, con la 
modificación de normas vigentes y la creación de nuevas sanciones para hechos 
que afectan a la administración del Estado, facilitando la tarea de los jueces y 
organismos de control e investigación en la toma de decisiones; establece 
disposiciones orientadas a garantizar la transparencia y la sanción en hechos de 
                                               
 
90 Denuncias de irregularidades en el manejo de bienes incautados al narcotráfico manejados por 
la Dirección Nacional de Estupefacientes. La feria con los recursos de regalías en las regiones, de 
las cuales se apoderaron los grupos armados. 
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corrupción o fraude en la contratación administrativa; se retoma la Comisión 
Nacional de Moralización, presidida por el presidente de la República y con la 
participación de las demás ramas del poder público y los órganos de control, 
encargada de coordinar la realización de acciones conjuntas para la lucha contra 
la corrupción frente a entidades del orden nacional y territorial. 
Igualmente, esta norma crea otras instancias para la lucha anticorrupción como 
las comisiones regionales de moralización, la Comisión Nacional Ciudadana y crea 
una dependencia de la Presidencia de la República encargada de la coordinación 
y seguimiento de todas las políticas institucionales sobre el tema, finalmente el 
Estatuto establece políticas institucionales y pedagógicas de lucha contra la 
corrupción. 
Pero fue en el documento Conpes91  167 de diciembre 9 de 2013, que quedó 
aprobada la Política Pública Integral Anticorrupción (PPIA), constituyéndose en la 
principal estrategia de la política, que articula y aglutina el conjunto de actividades 
que actualmente desarrollan los entes gubernamentales, tanto a nivel nacional 
como territorial. El objetivo es “fortalecer las herramientas y mecanismos para la 
prevención, investigación y sanción en materia de lucha contra la corrupción en los 
ámbitos público y privado, con incidencia nacional y territorial, en el marco del 
componente nacional de la Política Pública Integral Anticorrupción (PPIA), con el 
fin de reducir los efectos negativos de tipo económico, social, político, jurídico y 
ético que se derivan de ésta, buscando impactar positivamente el desarrollo 
humano de los colombianos. (Consejo Nacional de Política Economica y Social, 
2013). 
La mayor parte de las normas que ha expedido el Gobierno Nacional y el 
Congreso de la República identificadas como lucha contra la corrupción, están 
                                               
 
91 El Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes) es un organismo asesor del 
Gobierno en materia de desarrollo económico y social, y es el encargado de estudiar y recomendar 
políticas generales en esas áreas. Es la máxima autoridad de planeación en el país, y actúa bajo la 
dirección del Presidente de la República. 
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referidas al poder sancionatorio del Estado, en acciones correctivas de los 
servidores públicos y particulares que cometen hechos de corrupción y en menor 
medida se encuentran las que promueven la transparencia y la buena gestión en 
la administración pública, la Política Pública Integral Anticorrupción, debe 
transcender la normatización del servicio público y dirigirse hacia la construcción 
de una ética pública en la administración y manejo de los bienes y recursos del 
Estado. 
Para que esta serie de normas y directrices tengan éxito y se empodere en la 
sociedad como un tema ético de la administración del Estado, eliminando la brecha 
entre la ley y la práctica, “se precisa un enfoque que modifique los incentivos y 
aborde la corrupción de modo sistemático, que ataque las redes de captura del 
poder y de corrupción. Tal enfoque debe dar protagonismo a un poder judicial más 
fuerte, junto con la reforma del financiamiento de la política, sistemas con base en 
el mérito, y transparencia y rendición de cuentas. Todos los poderes del gobierno, 
la sociedad civil, los medios de comunicación y el sector privado deben participar” 
(Kaufmann, 2015, pp. 20-23). 
Así las cosas, la constante búsqueda de soluciones al problema de la 
corrupción y el replanteamiento de tareas de las agencias gubernamentales, no es 
una tarea fácil para los agentes del Estado, sino que se trata de superar en la 
sociedad, toda una cultura del aprovechamiento de lo público para intereses 
particulares, como bien lo anota Fernando Cepeda Ulloa (1997):  
Porque no sólo se trata de crear un ambiente ético, de que existan los códigos de 
ética en cada institución adoptados en forma participativa, de que la gente ejerza 
un control social que desanime los comportamientos corruptos, sino que es 
indispensable devolverles la credibilidad a los organismos de fiscalización y 
control, hacerles eco y vigilar que sus informes y denuncias tengan 
consecuencias. Y al lado de todo ello es urgente que exista un marco legal 
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apropiado, bien sea para disuadir a los corruptos, para premiar a los que 
denuncian y para sancionar a los delinquen.92  
Otras estrategias que desarrollan distintos niveles de gobierno pero que están 
orientadas a prevenir hechos o actos de corrupción en las entidades públicas son: 
• Exposición abierta de la información pública de los entes gubernamentales 
consignado en la ley de transparencia y del derecho de acceso a la 
información pública nacional (Ley 1712 de 2014), la cual tiene como objetivo 
regular el derecho de acceso a la información pública, los procedimientos 
para el ejercicio y garantía del derecho y las excepciones a la publicidad de 
información. Con la expedición de esta norma se otorga la posibilidad de 
ejercer el derecho de las personas a conocer la información y documentos 
en poder del Estado. Su importancia radica en que este instrumento jurídico 
facilita la fiscalización de las actuaciones de los funcionarios y empleados 
públicos, en especial de aquellos que tienen la responsabilidad de 
administrar recursos públicos. La exposición de la información como 
mecanismo de transparencia es medido por la Procuraduría General de la 
Nación, a través de la herramienta Índice de Gobierno Abierto – IGA  
• Fortalecimiento tecnológico de procesos y procedimientos de las entidades 
y su interacción con la población, (Programa de Gobierno en Línea). 
Estrategia para el fortalecimiento de las herramientas de gestión pública 
para la prevención de la corrupción 
• Fortalecimiento de la participación ciudadana en la lucha contra la 
corrupción. Comisiones Regionales de Moralización. Control social en la 
prevención de la corrupción. 
• Promoción de la integridad y la cultura de la legalidad en el Estado y la 
sociedad. 
                                               
 
92 Fernando Cepeda Ulloa, la Corrupción en Colombia, Tercer Milenio Editores. Bogotá. 1997. 
Página 196. 
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• Del Estatuto Anticorrupción y en desarrollo del artículo 73 de la Ley 1474 de 
2011,93 se desprende la elaboración y estructuración del Plan Anticorrupción 
y de Atención al Ciudadano, como herramienta de gestión que integre en un 
solo cuerpo, la planeación de las estrategias de las entidades en torno a la 
lucha contra la corrupción, de tal manera que el ciudadano pueda conocer 
de primera mano las acciones programadas para frenar este flagelo. 
Este modelo deberá ser elaborado publicado anualmente por cada entidad del 
orden nacional, departamental y municipal, y deberán consignarse los lineamientos 
para el desarrollo de la estrategia de lucha contra la corrupción y de atención al 
ciudadano. 
El Plan lo integran las políticas descritas en el artículo 73 de la Ley 1474 de 
2011, en el artículo 52 de la Ley 1757 de 2015 y en la ley de transparencia y acceso 
a la información (Ley 1712 de 2014), todas estas orientadas a prevenir la 
corrupción. 
En el Departamento de Antioquia y municipios objeto de la investigación, no se 
han definido estrategias de lucha contra la corrupción, sino que están supeditadas 
al cumplimiento de normas nacionales expedidas para combatir este flagelo, sin 
embargo, en los planes de desarrollo se encuentran programas dirigidos a 
incentivar la cultura de la legalidad. 
En el plan de desarrollo de Antioquia 2012 – 201594, se desarrolló la línea 
estratégica de Antioquia Legal, el cual procuraba “construir y fortalecer 
capacidades en la sociedad antioqueña, en sus instituciones, en el Gobierno 
                                               
 
93 Este artículo señala el procedimiento de las políticas institucionales y pedagógicas que “Cada 
entidad del orden nacional, departamental y municipal deberá elaborar anualmente una estrategia 
de lucha contra la corrupción y de atención al ciudadano. Dicha estrategia contemplará, entre otras 
cosas, el mapa de riesgos de corrupción en la respectiva entidad, las medidas concretas para 
mitigar esos riesgos, las estrategias anti trámites y los mecanismos para mejorar la atención al 
ciudadano.” Las cuales deberán estar contenidas en un plan Anticorrupción y de Atención al 
Ciudadano. 
94 Ordenanza No. 14, de junio de 2012. Gaceta Departamental No. 19.178, junio 19 de 2012, P. 
448 
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Departamental y en los gobiernos municipales, para su actuación pública y privada 
en los marcos de la ética y la legalidad”; uno de sus componentes principales 
descansaba en “En Antioquia no se pierde un peso”, con lo cual se promocionaba 
la legalidad en la contratación pública y en el uso de los bienes públicos.  
A través de los programas de “Gobernación transparente” y de “municipios 
transparentes y legales”, se desarrollaron proyectos como la Feria de la 
Transparencia en la contratación pública, apoyo al programa nacional de lucha 
contra la corrupción, estrategias para el control de la contratación pública, 
implementación de la gestión para resultados en la Gobernación-presupuesto para 
resultados, gobierno en línea, sistema de rendición de cuentas, entre otros; todos 
ellos encaminados a promover una ética de lo público en las entidades 
departamentales y en los municipios, en concordancia con las políticas nacionales 
de lucha contra la corrupción. 
Por su parte en el Plan de Desarrollo de Medellín 2012 – 201595 en su quinta 
línea estratégica, denominada “Legalidad, legitimidad e institucionalidad para la 
vida y la equidad” contempla políticas dirigidas a prevenir hechos de corrupción, 
así mismo, dentro de los principios superiores del Plan se contempla a “La legalidad 
y cuidado de los bienes y recursos públicos. Transparencia como garantía de Buen 
Gobierno” en donde el gobierno municipal se compromete a un manejo 
transparente de lo público, para afianzar la credibilidad y confianza ciudadana, sin 
hacer mención de la lucha anticorrupción definida por el Estado colombiano. 
El plan de desarrollo del Municipio de Itagüí96, contempla en su primera línea 
estratégica el “fortalecimiento institucional, estrategia de servicio con calidad” que 
procura del gobierno municipal una gestión pública más transparente y eficiente, 
así mismo, contempla control, seguimiento, evaluación y rendición de cuentas del 
plan de desarrollo con participación de la comunidad. En el municipio de Envigado 
                                               
 
95 Acuerdo Número 7 del 13 de junio de 2012, Concejo de Medellín. 
96 Acuerdo 10 del 18 de mayo de 2012, Concejo Municipal de Itagüí. 
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la quinta línea estratégica del plan de desarrollo97 se refiere esencialmente al 
“Desarrollo institucional” en el que busca fortalecer la capacidad institucional del 
municipio y lograr mayor gobernanza con la participación activa de la comunidad. 
Finalmente, el plan de desarrollo del Municipio de Bello, hace una mínima 
referencia del mejoramiento de la gestión institucional y de la rendición de cuentas 
sin desarrollar programas o proyectos específicos en este aspecto.  
4. Riesgos de corrupción asociados al diseño 
institucional de los organismos de control fiscal 
Las contralorías territoriales hacen parte del engranaje del sistema nacional de 
control fiscal98, por consiguiente son pieza clave en la ejecución de la política de 
lucha contra la corrupción, para ello, la Constitución Nacional le ha asignado en el 
artículo 267 a la Contraloría General de la República, la responsabilidad de liderar 
un proceso de armonización que permita darle orden a la actuación de cada uno 
de los niveles de control territorial, a través de crear mecanismos e instancias de 
coordinación necesarias para la operación del sistema; armonizar y actualizar la 
normatividad del sistema nacional de control, así como, fortalecer la capacidad 
institucional de las Contralorías territoriales entre otras responsabilidades. Sin 
embargo, la entidad ha carecido del consenso necesario para llevar a cabo esta 
armonización de los sistemas de control fiscal de todas las entidades públicas de 
orden nacional y territorial, con excepción de la elaboración conjunta de la Guía de 
Auditoría Territorial – GAT, por orden expresa contenida en el artículo 130 de la 
Ley 1474 de 2011 (Estatuto Anticorrupción). 
                                               
 
97 Acuerdo 024 del 31 de mayo de 2012, Concejo Municipal de Envigado. 
98 Se le denomina Sistema Nacional de Control Fiscal SINACOF, a los diferentes órganos de control 
que intervienen en las actividades de control fiscal, tiene bajo su responsabilidad procurar el 
mejoramiento de la calidad y cobertura del control sobre los recursos públicos mediante la 
armonización de los sistemas de control fiscal de las entidades del orden nacional y territorial y el 
fortalecimiento institucional de las contralorías territoriales. El SINACOF funciona como un apéndice 
de la Contraloría General de la República. 
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La falta de definiciones técnicas internas en las Contralorías de nombramiento 
de contralores, de planeamiento de acciones de control, de definición de 
estructuras organizacionales y de la naturaleza de acción integrada y sistémica de 
las Contralorías territoriales, no permiten una actuación coherente y coordinada en 
el territorio para mitigar o erradicar el fenómeno de la corrupción. Ello, ha 
contribuido a que se acentúen las dificultades que enfrenta el proceso de 
descentralización en donde “la corrupción en el manejo de recursos de inversión y 
la debilidad o ausencia de un efectivo control ciudadano, así como la inoperancia 
de las veedurías ciudadanas y de los organismos de control territorial, capturados 
por la politiquería y por los intereses privados. La participación ciudadana, 
complemento necesario de la descentralización, no ha logrado el posicionamiento 
requerido” (Garay & otros, 2010, p. 7). 
Estas situaciones evidencian riesgos sustanciales en las contralorías 
territoriales y tienen connotaciones éticas para asumir con responsabilidad las 
tareas definidas en la lucha contra la corrupción, dejando en el ambiente la 
sensación que no se cumple la tarea de vigilar el recurso público y este 
“incumplimiento no solo es un comportamiento individual; también puede ser un 
acto colectivo e incluso un comportamiento oficial.” (García Villegas, 2009, p.37) 
4.1 Incidencia de los actores políticos regionales y locales en la 
estructura y funcionamiento del organismo de control 
territorial 
De acuerdo al Acto Legislativo 02 de 2015, que modificó el artículo 272 de la 
Constitución Política en lo referente a la elección de los contralores territoriales por 
la corporación política territorial de convocatoria pública abierta, que realizan las 
mismas corporaciones99, dejó entrever que más que corregir los posibles riesgos 
políticos que se presentaban en el anterior procedimiento, lo que generó fue 
ampliar y profundizarlos, al dejar al arbitrio del libre juego político local la 
                                               
 
99 Tema desarrollado en el capítulo II.  
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escogencia y elección de quien va a vigilar y controlar la ejecución de los recursos 
públicos del respectivo departamento o municipio.  
Si bien, la lista de los posibles candidatos a ser elegido contralor territorial, es 
conformada por convocatoria pública, los mayores opcionados son los candidatos 
provenientes de los partidos políticos o que participaron en las campañas de los 
mandatarios que asumen dicho periodo100, o realizaron donaciones significativas al 
candidato local. El criterio técnico y especializado que debiera primar en esta 
escogencia, es reemplazado por las conveniencias políticas de la representación 
en la corporación o en el peor de los casos lo designa101 el mandatario local o 
regional, a través de la coalición política que haya conformado. 
De otra parte, la coincidencia en el periodo de gestión de los titulares de los 
órganos de control con el mandato del poder ejecutivo, refleja una aparente 
actuación política conjunta entre el vigilante y el vigilado, lo que expone a las 
entidades a riesgos de corrupción. En este sentido “las elecciones por los 
estamentos políticos pueden afectar la independencia del control, desarrollando 
casi un Contralor para el gobierno de turno (Auditorìa General de la República - 
Banco Mundial, 2011, p. 25). 
Las acciones públicas como funcionarios del Ente de control fiscal, de quienes 
resulten elegidos con estas artimañas, podrían estar sesgadas a favor de quienes 
lo ayudaron a elegir, y socaba la confianza y credibilidad que la comunidad deposita 
en quienes los representan, creando un ambiente enrarecido de corrupción por la 
“ausencia de crítica y de fiscalización, el intercambio permanente de favores, de 
silencios y complicidades nos están creando precisamente el ambiente ético que 
con urgencia reclama la ciudadanía” (Cepeda U., 1997, p. 194).   
                                               
 
100 Ver convocatorias realizadas por los concejos municipales de Medellín y Bello en las 
resoluciones Nos. 030 de 2015 y 095 de 2015 y por la Asamblea de Antioquia en diciembre de 2015, 
en la Resolución 432 de 2015, para elegir contralor para el periodo 2016 – 2019. 
101 Para mejor comprensión da el visto bueno o guiño político. 
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Estos hechos no contribuyen al mejoramiento de la gestión de las contralorías, 
por el contrario están asociados a la corrupción que se conoce como el patrocinio 
o clientelismo, el cual lo define Francis Fukuyama como: 
Una relación de patrocinio es intercambio reciproco de favores entre individuos de 
diferentes estatus y con diferente poder, que habitualmente conlleva la concesión 
de favores por parte del patrón al cliente a cambio de la fidelidad y el apoyo político 
de este último (Fukuyama, 2014, p. 120),  
Este intercambio de favores es la que domina la relación entre los organismos 
de control territorial y los grupos políticos, debido a que estos (los políticos) 
capturan a la contraloría, lo instrumentalizan a través de los recomendados 
políticos y luego ejercen una especie de control “controlado”, esto es, que 
dependiendo de la cercanía o interés a determinado grupo, es la intensidad de la 
vigilancia que ejercen a los recursos públicos.  
4.2 Dependencia presupuestal de los auditados 
Las contralorías territoriales subsisten por las transferencias del sector central 
de la entidad territorial y cuotas de fiscalización de las entidades descentralizadas 
que les asignan en el presupuesto local en cada vigencia para que desarrolle las 
tareas constitucionales encomendadas, les está prohibido recaudar cualquier otro 
tipo de recursos. 102Por lo tanto, el funcionamiento de la contraloría queda a la 
discrecionalidad de la oportunidad en el giro de los recursos por parte del alcalde 
o gobernador respectivo, afectando la independencia para el ejercicio de control de 
la vigilancia de los recursos públicos al ente territorial del cual depende y por ende 
el control a posibles actos de corrupción que se puedan presentar. 
                                               
 
102 Tal como lo establecen las leyes 617 de 2000 y 1416 de 2010. 
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4.3 Dispersión de normas reglamentarias del control fiscal y 
falta de claridad en las competencias 
Las contralorías territoriales ejercen el control fiscal sobre los recursos propios 
generados en la misma entidad territorial y algunos recursos transferidos del nivel 
nacional con destinación específica, sin embargo, el control fiscal del grueso de las 
transferencias referente al sistema general de participación SGP y de las regalías, 
le compete a la Contraloría General de la República, como se expresó en el capítulo 
III, de la presente tesis. 
Ahora bien, frente a la gama de recursos ejecutados por las entidades 
territoriales, no hay claridad de las competencias de los organismos de control fiscal 
sobre la vigilancia de los recursos, en especial los recibidos por transferencias de 
la Nación. Esta situación ha sido reconocida por el Departamento Nacional de 
Planeación en la que manifestó en el año 2006 que “en algunos casos no coinciden 
o no son claras las competencias territoriales para la vigilancia, el control o la 
supervisión de los recursos descentralizados103. 
Si los diferentes órganos de control que intervienen en las actividades de 
control fiscal, no cuentan con una definición clara de sus funciones, no pueden 
lograr una eficiente y efectiva actuación de control sobre la gestión fiscal de los 
vigilados territoriales. Por ello, es inadmisible que continúen trabajando por 
separado frente a unos mismos hechos, así sus competencias sean distintas, por 
el contrario, y en virtud del artículo 113 de la Constitución Política debe haber 
coordinación y complementariedad en sus actuaciones, de tal forma que “a partir 
de una misma comunidad de pruebas, se puedan hacer efectivas las 
responsabilidades en lo penal, lo disciplinario y lo fiscal y, al mismo tiempo, se logre 
el efectivo y oportuno rescate del patrimonio público perdido o afectado” 
(Contraloría General de la República, 2015, p. 14). 
                                               
 
103 Citado por Luis Jorge Garay (2010) en Crimen, captura y reconfiguración cooptada del Estado 
en 25 años de descentralización en Colombia, p. 103.  
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4.4 Debilidad administrativa y poca fortaleza en sus funciones 
lo que conlleva a omisiones selectivas del control fiscal 
La estructura y organización administrativa de las contralorías territoriales está 
a cargo de las Asambleas departamentales y Concejos municipales, la que incluye 
la planta de cargos del organismo de control104. Esta facultad de las instancias 
políticas locales ha permitido que incidan dentro de las plantas de personal los 
intereses políticos, despreciando el componente técnico y especializado en control 
fiscal que estas deben tener, conformándose una dependencia clientelar de 
quienes eligieron al titular del organismo de control. 
Como se ha señalado en el capítulo III, los cargos de libre nombramiento y 
remoción creados en las estructuras de las contralorías territoriales de Antioquia 
representan el 42%, incidiendo en la estabilidad del personal, no permite la 
especialización de sus funcionarios en el tema de control fiscal, y representa un 
alto riesgo al estar al vaivén de la coalición de turno. 
De igual manera, no existe una unificación de los procedimientos 
metodológicos que permita obtener, frente a casos similares, los mismos resultados 
de control, dejando la discrecionalidad en los funcionarios de libre nombramiento y 
remoción, recomendados políticamente, la configuración o no de hallazgos o la 
determinación de daño fiscal o en el mejor de los casos se realiza un control 
superficial frente a hechos evidentes de corrupción. 
Como lo afirma el exalcalde de Jericó, Antioquia, Carlos Augusto Giraldo105 al 
cuestionar la calidad de la vigilancia del control fiscal ejercido por la Contraloría 
General de Antioquia, “si bien es cierto que puede haber corrupción, encuentra 
fallas protuberantes en el seguimiento que se hace a la gestión por parte de los 
organismos de control, y así, se puede abrir espacio a las malas prácticas. Afirma 
Giraldo que de todos los informes que recibe, se refieren a los trámites, pero no a 
                                               
 
104 Constitución Política artículo 272, leyes 136 de 1994 y 330 de 1996. 
105 Carlos Augusto Giraldo, es consultor de la cooperación internacional en temas de gestión 
pública, exalcalde del Municipio de Jericó. 
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los resultados. No se verifica si efectivamente la escuela existe y si cumple con su 
papel de educar niños, sino si el proceso de contratación se cumplió”.106  
“Cuando las instituciones son frágiles y carecen de soberanía: cuando eso 
sucede los grupos sociales se enfrascan en una lucha fratricida por su captura” 
(García Villegas, 2009) y los municipios que requieren organismos de control fiscal 
fuertes y consistentes, la ley les permite tener lánguidas estructuras burocráticas 
sin capacidad de enfrentar los desafíos del fenómeno de la corrupción y de las 
maquinarias y elites locales que pretenden socavar las instituciones públicas.  
5. El papel y resultados de los organismos de control 
fiscal en el departamento de Antioquia en la lucha 
contra la corrupción 
Para señalar el papel en la lucha contra la corrupción que han jugado las 
contralorías territoriales en el Departamento de Antioquia, se tomarán los hallazgos 
identificados por los equipos auditores en los informes de auditoría del año 2012 
que contienen los resultados del examen y evaluación de la gestión de los bienes 
y recursos públicos desarrollada por los sujetos de control en la vigencia 2011, con 
el propósito de verificar la trazabilidad y la evolución de los hallazgos, identificando 
las actuaciones procesales en materia de responsabilidad fiscal y resultados 
obtenidos en términos cuantitativos del resarcimiento del recurso público que 
presenta cada contraloría del Departamento de Antioquia. 
En las cinco contralorías territoriales los equipos auditores identificaron y 
configuraron hallazgos cuantificados en el posible daño patrimonial al Estado, los 
cuales fueron plasmados en los diferentes informes de auditoría, estos hallazgos 
fueron discutidos y analizados por equipos interdisciplinarios en mesas de trabajo, 
fueron controvertidos por los funcionarios responsables de la gestión cuestionada 
en los entes auditados, por lo tanto, en su momento reunían los suficientes soportes 
                                               
 
106 Citado por Viviana Barberena Nisimblat (2010) en “Las preguntas sin respuesta de la 
descentralización”. 25 años de descentralización en Colombia, Bogotá. (p. 63). 
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de prueba e indicios que permitían asegurar al grupo auditor la configuración de 
posibles daños al patrimonio público, muchos de ellos estuvieron en el debate 
público y en los medios de comunicación regional y nacional como graves hechos 
de corrupción, como se detallan en los siguientes casos. 
Tabla 11. Trazabilidad de los hallazgos fiscales configurados en los informes de 
auditoría del año 2012 en las Contraloría Territoriales de Antioquia. 
Cifras en millones de pesos 
Contraloría 







































































































































































































































































































































































































































































de Antioquia  
Cantidad  978  976  100% 668  68% 14  2,1% 6  0,9% 
Cuantía 80.241  80.234  100% 89.207  111% 525  0,6% 11  0,0% 
Contraloría General 
de Medellín 
Cantidad  54  30  56% 51  170% 2  3,9% 7  13,7% 
Cuantía 13.879  12.437  90% 11.692  94% 454  3,9% 439  3,8% 
Contraloría 
Municipal de Bello 
Cantidad  92  39  42% 16  41% 1  6,3% 3  18,8% 




Cantidad  5  8  160%     9  113% 0 0,0% 3  33,3% 
Cuantía 639  1.223  191% 1.315  108% 0                  0,0% 14  1,1% 
Contraloría 
Municipal de Itagüí 
Cantidad  25  9  36% 14  156% 0    0,0% 0    0,0% 
Cuantía 10.668  10.668  100% 2.840  27% 0    0,0% 0 0,0% 
Total 
Cantidad  1.154  1.062  92% 758  71% 17  2,2% 19  2,5% 
Cuantía 88.323  94.557  107% 94.216  100% 980  1,0% 469  0,5% 
Fuente: : Elaborada por el autor ajustada a la información vigencia 2012, 2013, 2014 y 2015 del Sistema de 
Rendición Electrónica de Cuentas SIREL de la Auditoría General de la República. 
 
Este comportamiento puede catalogarse como la existencia de un cumplimiento 
táctico de la vigilancia de los recursos públicos y sobretodo en la consecución de 
resultados en configuración de hallazgos fiscales como lo señala la trazabilidad de 
los hallazgos fiscales en la tabla 11, porque de una cantidad 1.062 hallazgos 
fiscales trasladados para el inicio de actuaciones procesales, sólo en el 71% (758) 
se iniciaron procesos de responsabilidad fiscal y de estos que debieran terminar en 
un número similar de fallos, sólo en 19, es decir en el 2,5% hubo fallos favorables 
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para la recuperación de los recursos malversados para el Estado. El organismo de 
control participa en el juego político en el que se gana o se pierde, como los 
cumplidores tácticos de normas107, que ejerce el control fiscal para mostrar algún 
resultado ante la sociedad y así evitar las consecuencias de ser permisivo con 
hechos de corrupción y es omisivo en el cumplimiento de sus funciones de resarcir 
los daños patrimoniales al Estado por razones partidarias o de amiguismos en las 
que existen beneficios mutuos convirtiendo en mínimas las posibilidades sanción a 
los usurpadores del erario.  
5.1 Caso 1: Contraloría General de Antioquia 
En el año 2012 configuró 978 hallazgos fiscales con cuantía de $80.241 
millones, de ellos fueron trasladados en el mismo año a la Contraloría Auxiliar de 
Responsabilidad Fiscal, 976 hallazgos con cuantía de $80.234 millones. De esta 
cantidad dieron inicio en las vigencias 2012, 2013 y 2014 a 668 procesos de 
responsabilidad fiscal con un presunto daño patrimonial de $89.207 millones, cifra 
superior en la cuantía, obedeciendo tal vez, a nuevos análisis que permiten unificar 
hallazgos revalorar los posibles daños patrimoniales al Estado, lo que posiblemente 
puede variar las cuantías estimadas en un inicio.  
Estos traslados de hallazgos incluyen los resultados de varias denuncias de 
actos de corrupción en entidades públicas del departamento. En febrero de 2012 
la Gobernación de Antioquia publicó el denominado Libro Blanco, que detallaba 
irregularidades cometidas en la administración departamental del año 2008 al 2011, 
que atentaban contra el patrimonio público de los antioqueños. En el documento 
se advierten evidentes deficiencias en la vigilancia y control fiscal a los diferentes 
procesos contractuales llevados a cabo por la Administración Seccional. 
                                               
 
107 Términos tratados por Garcia Villegas, Mauricio en Normas de papel. La cultura del 
incumplimiento de normas, Bogotá 2009. P. 313 
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Una de las entidades con mayores casos de corrupción fue la empresa Vivienda 
de Antioquia VIVA, por irregularidades en los procesos de contratación en 
programas y proyectos de vivienda y obras complementarias108, los auditores de la 
Contraloría General de Antioquia identificaron 68 irregularidades con un presunto 
daño patrimonial al Estado por $24.720, los cuales fueron trasladados para el inicio 
de los respectivos procesos de responsabilidad fiscal y así recuperar el patrimonio 
público afectado. En el Instituto para el Desarrollo de Antioquia IDEA se 
configuraron 9 hallazgos con un presunto detrimento de $4.210 millones109 y en la 
Fábrica de Licores de Antioquia se trasladaron 5 hallazgos con un presunto 
detrimento de $5.037 millones. Por su parte la contralora departamental anunciaba, 
en ese entonces, a los medios de comunicación que todos aquellos que atentan 
contra el patrimonio de los antioqueños serían investigados110. 
Ahora bien, de los procesos iniciados fueron fallados hasta el 31 de diciembre 
de 2015, sólo 14 procesos con daño patrimonial al Estado de $524,8 millones, esto 
es, el 2,1% en el número de procesos de responsabilidad iniciados con objeto de 
los traslados de hallazgos en el año 2012 y el 0,6% en la recuperación de los 
recursos del Estado que inicialmente fueron calificados como daño patrimonial, lo 
que significa una cifra irrisoria frente a las cuantías estimadas inicialmente. Así 
mismo, durante la etapa procesal se realizan cobros persuasivos que dan objeto a 
la terminación anticipada del proceso por pago, estos recaudos significaron el 0,9% 
del total de los procesos iniciados representados en $11 millones, es decir el 0,01% 
del total de la cuantía estimada.  
                                               
 
108 Periódico El Colombiano del 5 de marzo de 2012. “Así se paralizó el mayor proyecto de 
vivienda de Antioquia.” 
109 Periódico El Tiempo del 15 de mayo de 2012. “Contraloría de Antioquia presentó sus dudas en 
el IDEA” y periódico El Colombiano del 15 de marzo de 2012, “¿Junta del IDEA fue engañada por 
la Gerencia General?” 
110 Publicado en el periódico El Mundo del 5 de Marzo de 2012. 
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5.2 Caso 2: Contraloría General de Medellín 
En esta Contraloría los auditores configuraron 54 hallazgos fiscales en los 
informes de auditoría por $13.879 millones, de ellos fueron trasladados a la 
Contraloría Auxiliar de Responsabilidad Fiscal 30 con cuantía de $12.437 millones, 
con el objeto de iniciar los respectivos procesos para la recuperación de los 
recursos. 
De los hallazgos trasladados se dio inicio a procesos de responsabilidad fiscal 
a 51 con presuntos daños por $11.692 millones, que representan el 94% de la 
cuantía trasladada, se encuentran 3 con presunto daño patrimonial de $5.002 
millones de la Empresa EPM - UNE Telecomunicaciones, que otorgó bonificaciones 
a los empleados que se encontraban con derecho pensional, publicitado por los 
medios de comunicación111. En la empresa Metroplús se identificó un hallazgo 
porque una de las estaciones del sistema, se construyó sin observar las 
especificaciones técnicas112 con un presunto detrimento de $1.133 millones.  
De los procesos iniciados se emitieron 2 fallos con responsabilidad fiscal por 
valor de 454 millones de pesos, esto es, el 3,9% del presunto daño patrimonial 
identificado inicialmente. En total la Contraloría General de Medellín logró recaudar 
439 millones de pesos de los presuntos daños fiscales configurados en los 
hallazgos de las auditorías del año 2012. 
5.3 Caso 3: Contraloría Municipal de Bello 
En Bello los equipos auditores configuraron en los informes de auditoría 91 
hallazgos de carácter fiscal por un presunto daño patrimonial de $5.726,5, 
generando que ese mismo año fueran trasladados a la Dirección de 
Responsabilidad Fiscal 39 hallazgos por cuantía de $2.148,2, es decir sólo el 42% 
                                               
 
111 Periódico El Tiempo, 5 de febrero de 2012. “Contraloría investiga presuntos detrimentos 
patrimoniales en UNE” 
112 Periódico El Colombiano del 13 de noviembre de 2013. “Estación San Pedro de metroplús, un 
elefante blanco que cumple 2 años” 
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en número de hallazgos y el 34% por cuantía, lo que significa que la labor del 
ejercicio de auditoría tiene debilidades significativas o se utiliza los hallazgos como 
presión intimidatoria para el logro de determinados fines, bien sea económicos o 
políticos. 
De los traslados se iniciaron 16 procesos de responsabilidad fiscal con un 
presunto daño patrimonial de $855 millones, lo que representa el 41% del total 
trasladado y el 17% de los configurados en los informes de auditoría. Esta 
contraloría sólo profirió un fallo con responsabilidad fiscal por $2 millones y logró 
del total de procesos recaudos por $5 millones, lo que representa el 0,5% del total 
del presunto daño patrimonial de los procesos iniciados.  
5.4 Caso 4: Contraloría Municipal de Envigado 
La Contraloría de Envigado trasladó a responsabilidad fiscal 8 hallazgos por 
$1.223 millones, de los cuales dio inicio a 9 procesos por $1.315 millones. Hasta 
diciembre de 2015 no había proferido un solo fallo con responsabilidad fiscal y tuvo 
recaudos persuasivos en 3 procesos por valor de 14 millones de pesos, lo que 
representa el 1,1% del total de los presuntos daños patrimoniales al Estado.  
5.5 Caso 5: Contraloría Municipal de Itagüí  
La Contraloría de Itagüí dio inicio a 14 procesos de responsabilidad fiscal con 
una cuantía de $2.840 millones, lo que representa el 27% del presunto daño 
patrimonial de los hallazgos fiscales trasladados a responsabilidad fiscal para 
recuperar el recurso público determinado como presuntos daños fiscales por lo 
equipos auditores. Esta Contraloría, hasta diciembre de 2015 no ha proferido fallos 
con responsabilidad fiscal y no ha tenido recaudos persuasivos. 
5.6 Los anuncios de investigaciones contra la corrupción 
difieren de los resultados obtenidos  
En conclusión, los equipos auditores de las contralorías territoriales del 
Departamento de Antioquia (Departamental de Antioquia y municipales de 
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Medellín, Bello, Envigado e Itagüí) identificaron y configuraron en los procesos 
auditores del año 2012, la cantidad de 1.154 hallazgos fiscales con un presunto 
daño patrimonial al Estado de $88.323 millones, de estos el 92% fueron trasladados 
a responsabilidad fiscal para el inicio de las actuaciones procesales.  
De los hallazgos trasladados se iniciaron 758 procesos de responsabilidad 
fiscal con una cuantía de $94.216 millones, en total se han producido 17 fallos con 
responsabilidad fiscal por valor de $980 millones, es decir el 2,2% en número de 
procesos y el 1% en la cuantía con respecto al presunto daño patrimonial de los 
procesos iniciados. Adicionalmente se ha tenido un recaudo persuasivo en 19 
procesos por valor de $469 millones, que representan el 0.5% de la cuanta total de 
los procesos iniciados. Ver tabla 11.   
Como vemos, la unidades de las contralorías encargadas de la función misional 
de responsabilidad fiscal, tienen insumos importantes para el trámite y 
adelantamiento de los procesos que permitan la recuperación de recursos públicos 
afectados por hechos de corrupción, pero se observa que en la medida que avanza 
el trámite de dichos procesos, estos se van diluyendo y los resultados se van 
desvaneciendo poco a poco y sólo se logran ínfimas recuperaciones del recurso 
público que se han llevado los corruptos.  
Esta situación suele presentarse por varios factores, uno de ellos es la asociada 
a la alta rotación del personal asignado a estas áreas, como lo vimos en el capítulo 
III incidiendo directamente en la celeridad y efectividad del proceso de 
responsabilidad. Igualmente, buena parte de los funcionarios responsables de 
adelantar los procesos de responsabilidad fiscal han sido vinculados sin ningún 
criterio técnico o profesional y obedecen más bien a recomendaciones políticas de 
la coalición que eligió al contralor lo que inciden en las dilaciones procesales, 
archivos por no mérito y fallos sin responsabilidad fiscal, con riesgos de presentarse 
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los fenómenos jurídicos de la caducidad de la acción fiscal o la prescripción de los 
procesos113. Como bien lo expresa Fernando Cepeda Ulloa (1997): 
Dado que los efectos del control son bajos y existe una multiplicidad de requisitos que 
permite que se diluya la responsabilidad, los funcionarios públicos en Colombia tienen 
en general una amplia discrecionalidad, que equivale a decir que sus acciones en 
perjuicio del interés público no suelen traer consecuencias. En la medida en esta 
situación prolifera, la corrupción avanza.114 
El tratamiento que los organismos de control fiscal le dan a los hechos de 
corrupción en sus respectivas jurisdicciones, es que en un principio se anuncian e 
inician grandes investigaciones, se promociona la lucha contra la corrupción como 
uno de los pilares para recuperar la credibilidad ante la sociedad, apareciendo en 
los medios grandes titulares que confirman lo dicho, pero a medida que avanzan 
las investigaciones se van diluyendo y gradualmente se archivan hasta que los 
resultados finales son irrisorios. Lo que evidencia una falta de eficacia y eficiencia 
en el trámite de las presuntas irregularidades que lesionan el patrimonio público. 
A manera de conclusión del presente capitulo, podríamos señalar que el control 
fiscal territorial en Antioquia está disgregado en cinco contralorías, además de la 
Gerencia Departamental de la Contraloría General de la República, que no 
permiten tener una visión integral de para el ejercicio de la vigilancia y control que 
deben desarrollar, los resultados obtenidos en el mejoramiento de la gestión de las 
entidades vigiladas y en el resarcimiento del recurso público son intrascendentes 
en la lucha contra la corrupción. Las contralorías en el departamento presentan 
estructuras organizativas débiles frente a los auditados y estamentos políticos 
                                               
 
113 “La acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho 
generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido auto de apertura del proceso de 
responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal prescribirá en cinco (5) años, contados a partir del 
auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal, si dentro de dicho término no se ha dictado 
providencia en firme que la declare”. Artículo 9º de la Ley 610 de 2000, Por la cual se establece el 
trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías. Diario Oficial 
No. 44.133 de 18 de agosto de 2000.  
114 Fernando Cepeda Ulloa, La Corrupción en Colombia, Tercer Mundo Editores, Bogotá, 1997, (p. 
54). 
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regionales y locales que tienen una fuerte incidencia en su funcionamiento, en 
especial en la designación de los cuadros directivos, como se expresa en el 
capítulo III. 
Así mismo, la utilización de diversas herramientas metodológicas ha generado 
que exista diversidad de criterios en los pronunciamientos, opiniones y conceptos 
emitidos, señalados en los títulos 6 y 7 del capítulo III, situación que no contribuye 
a la eficacia del control fiscal, toda vez que los resultados son mínimos en el 
resarcimiento de recursos por daño patrimonial al Estado, como se demuestra en 
el titulo 7 capitulo III y título 5 del capítulo IV, y es evidente la escasza incidencia 






Capítulo V. Propuesta de reforma del control 
fiscal territorial 
1. Síntesis de la problemática  
Como lo hemos planteado en el diagnóstico realizado en los capítulos 
anteriores, el funcionamiento y operatividad del control fiscal en el Departamento 
de Antioquia presenta una serie de problemas y debilidades que son comunes a la 
organización del control fiscal territorial del país, en la que se subrayan los 
siguientes aspectos: 
Origen de los titulares de las contralorías 
 Los contralores son elegidos por las corporaciones políticas de cada 
territorio, por convocatoria pública que realiza la misma corporación, 
creando un lazo de afectos políticos y partidistas de los candidatos con los 
miembros del concejo o asamblea, lo que genera una incidencia política 
directa en el funcionamiento interno de las contralorías territoriales, que las 
hace proclives al clientelismo y a la corrupción. 
Dispersión normativa 
 Las normas regulatorias del control fiscal colombiano se encuentran 
dispersas en varias leyes, decretos y sentencias de las altas cortes, que no 
permiten una referencia clara normativa de sus actuaciones, cada 
organismo de control fiscal se abroga la autonomía para establecer los 
términos y la forma de ejercer el control fiscal. 
 Ausencia de coordinación en las actuaciones de vigilancia del recurso 
público y en la lucha contra la corrupción, cada contraloría actúa de manera 
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independiente, la Contraloría General de la República sólo se entiende con 
la vigilancia de los bienes y recursos de la Nación y no ejerce como 
organismo rector del sistema de control fiscal.  
Fragilidad en las estructuras organizativas de las contralorías territoriales 
 Estructuras administrativas débiles, con alta movilidad de personal, cambios 
en la denominación de los cargos y ausencia de un sistema de mérito propio 
de las contralorías.  
 Alta rotación de personal 
 Falta de preparación técnica y especializada del personal en el ejercicio del 
control fiscal.  
 Dependencia presupuestal del sujeto vigilado 
Diversidad de procedimientos y metodologías para el ejercicio del control 
fiscal 
 Existe una confusión de la potestad reglamentaria de las Contraloría General 
de la República y contralorías territoriales en la prescripción de métodos, 
forma de rendir cuentas de los vigilados y en la definición de criterios para la 
evaluación financiera, operativa y de resultados. Cada organismo se siente 
autónomo en la potestad reglamentaria y la Contraloría General de la 
República como ente rector del control fiscal, no ha tenido la fuerza 
necesaria para desarrollar el mandato constitucional de “Dictar normas 
generales para armonizar los sistemas de control fiscal de todas las 
entidades públicas del orden nacional y territorial.”115 
 No obstante, de contar con un documento metodológico para el desarrollo 
de las labores de auditoría (Guía de auditoría territorial – GAT), no hay un 
lenguaje común entre las contralorías territoriales en materia de 
                                               
 
115 Constitución Política de Colombia, artículo 268, numeral 12. 
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procedimientos y guías metodológicas para el ejercicio del control fiscal,  
 Falta de orientación y armonización de los procedimientos para el ejercicio 
del control fiscal territorial, por su parte las acciones de mejoramiento de la 
Auditoría General de la República no responde al problema estructural y no 
tiene la suficiente fuerza para remediar el funcionamiento del control fiscal. 
Esta serie de debilidades y disfuncionalidades indican que el control fiscal no 
opera como sistema nacional y/o territorial, sino que cada contraloría funciona 
independientemente de las demás, lo que no permite optimizar los recursos y las 
capacidades de actuación que tiene cada entidad de control, generando 
ineficiencias administrativas y del ejercicio del control fiscal reflejadas en los 
resultados irrisorios en la lucha contra el fenómeno de la corrupción, perdiendo 
credibilidad y confianza ante la comunidad. 
2. La urgente necesidad de reformar el actual sistema 
Las principales propuestas de reformar el control fiscal provienen 
esencialmente de los mismos organismos que ejercen control fiscal. La Contraloría 
General de la República, en los últimos años, ha venido promoviendo la creación 
de una contraloría nacional que recoja las funciones de vigilancia fiscal que vienen 
desarrollando las contralorías en los diferentes territorios116 y una corte de cuentas 
para adelantar el juzgamiento en los procesos de responsabilidad fiscal que genera 
el ejercicio de control. En el referéndum del año 2003117, se propuso la eliminación 
de las contralorías territoriales y que sus competencias fuesen asumidas por la 
                                               
 
116 En el informe de gestión 2014 – 2015 de la Contraloría General de la República, en la página 
19 se lee “Como lo he dicho en otras ocasiones, ya es hora de pensar con madurez en la idea de 
sustituir las contralorías territoriales, bajo la consideración de que la Contraloría General de la 
República podría asumir las funciones de éstas y, en algunos casos, sus plantas de personal.” 
117 Ley 976 de 2003. "Por la cual se convoca un referendo y se somete a consideración del pueblo 
un proyecto de Reforma Constitucional". Pregunta 9. Supresión de contralorías departamentales, 
distritales y municipales. Diario Oficial número 45.070 21 de enero de 2003. 
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Contraloría General de la República, propuesta que no alcanzó los votos exigidos 
para su aprobación. 
La Universidad del Rosario publicó una trilogía de documentos en los que 
sentaba las bases de una reforma del control fiscal territorial en los años 2006 y 
2007118, el cual proponía fortalecer las contralorías territoriales con mayor 
autonomía e independencia para el ejercicio de la vigilancia fiscal. En ese mismo 
sentido, fueron las conclusiones de una comisión de expertos nacionales e 
internacionales contratados, auspiciados por el Banco Mundial y coordinados en 
Colombia por la Auditoría General de la República, que evaluaron el 
funcionamiento y operatividad de los organismos que ejercen control fiscal en el 
país, a partir de la información recogida por la Auditoría General y la proporcionada 
por el Consejo Nacional de Contralores, señalaron que se requiere de una “urgente 
reingeniería del control fiscal colombiano”119 reflexiones contenidas en los 
“Resultados Misión de Expertos para el fortalecimiento del Sistema Nacional de 
Control Fiscal Territorial en Colombia. Auditoría General de la República – Banco 
Mundial. Imprenta Nacional de Colombia. Bogotá, mayo de 2011.” 
El profesor Guillermo Ernesto Tuta Alarcón, en el libro “Control fiscal territorial 
Validación de un modelo de mejoramiento de la gestión y los resultados de las 
contralorías territoriales en Colombia” introduce elementos importantes sobre el 
componente organizacional de las contralorías, en donde recoge los 
planteamientos expresados en los estudios desarrollados por la Universidad del 
Rosario, a partir de las lecciones aprendidas en el ejercicio de control fiscal 
territorial, muestra los resultados de un estudio de caso120 con varias entidades de 
                                               
 
118 Ver Universidad del Rosario, Control Fiscal Territorial. Fundamentos de Reforma”. Clara López 
Obregón. Publicación en asocio con el Ministerio Federal de Cooperación Económica y Desarrollo 
y la Agencia de Cooperación Técnica Alemana GTZ. Editorial Universidad del Rosario. Bogotá, 
septiembre de 2006. 
119 Sistema Nacional de Control Fiscal Territorial de Colombia. Resultados Misión de Expertos para 
el fortalecimiento del Sistema Nacional de Control Fiscal Territorial en Colombia. Auditoría General 
de la República – Banco Mundial. Imprenta Nacional de Colombia. Bogotá, mayo de 2011. 
120 El modelo de contraloría tipo, fue ensayada en el año 2008 en la Contraloría Municipal de 
Manizales como piloto y replicada en otras contralorías territoriales (Municipales de Cúcuta y 
Capítulo V. Propuesta de reforma del control fiscal territorial 137 
 
control, en las que considera los aspectos organizacionales y de participación 
ciudadana, construye un modelo de contraloría tipo; formulando “elementos 
misionales de este y se planteen los requerimientos normativos para darle 
sostenibilidad al modelo y mejorar las condiciones para un ejercicio técnico de la 
función de control fiscal.” (Restrepo Medina, Araujo Oñate, & Tuta Alarcon, 2010, 
p. 13), este esfuerzo de llevar a la práctica elementos conceptuales e ideas 
planteadas en publicaciones anteriores, sin duda alguna dejó capacidad instalada 
en las contralorías que intervinieron en el ejercicio, sin embargo, los cambios de 
contralores cada cuatro años dependiendo de intereses disimiles y los propios de 
la corporación administrativa que elige al contralor, no aseguran la sostenibilidad 
de los logros alcanzados. 
Así las cosas, en el presente trabajo se formula una propuesta intermedia entre 
el excesivo centralismo pregonado por la Contraloría General de la República y la 
dispersión descentralista en que se encuentran actualmente los organismos de 
control fiscal, haciendo énfasis en el núcleo estructural de la organización 
administrativa, el sistema de mérito para su acceso y un esquema de armonización 
a través de un proceso sistémico de coordinación de acciones, partiendo del 
diagnóstico realizado a las contralorías territoriales del Departamento de Antioquia.  
En ese contexto, se hace necesario fortalecer integralmente todos los 
organismos que ejercen vigilancia y control fiscal en el país, para que mejoren sus 
condiciones organizativas, refuercen su capacidad de vigilancia y control fiscal, 
obtengan la independencia y dentro de un marco de respeto técnico articulen sus 
potencialidades con la administración, el sistema político, la sociedad civil y los 
medios de comunicación.  
Con miras a contar con un control fiscal fuerte e independiente, se propone una 
reforma estructural al sistema de control fiscal colombiano, que obliga una reforma 
a la Constitución Política y el desarrollo legal necesario que permita la operación y 
                                               
 
Valledupar y las departamentales de Caldas, Norte de Santander y Cesar) con el apoyo de la GTZ 
a través del acompañamiento técnico de expertos de la Universidad del Rosario. 
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funcionamiento de un sistema integrado, dinámico, con claridad de competencias 
a saber:  
3. Propuesta organizativa del control fiscal en el 
Departamento de Antioquia 
Teniendo en cuenta el análisis efectuado sobre el funcionamiento del control 
territorial en Antioquia, resulta imperativo que los recursos públicos de los entes 
territoriales sean vigilados por instituciones sólidas institucionalmente, con fortaleza 
técnica e instrumentos metodológicos estandarizados, con un marco normativo 
claro y único, que la designación de sus titulares y directivos se realice por procesos 
meritocráticos sin interferencias de grupos políticos o de presión, con el fin de tener 
un control fiscal autónomo e independiente. 
Por ello, se propone que en el Departamento de Antioquia funcione un solo 
organismos de control fiscal que agrupe y unifique las contralorías territoriales 
existentes y fortalezca las competencias sobre los recursos del Sistema General 
de participaciones – SGP, Sistema General de Regalías – SGR y demás 
transferencias nacionales de ejecución directa de los entes territoriales. Por lo 
tanto, en este esquema se unifican las contralorías municipales de Medellín, Bello, 
Envigado e Itagüí en la Contraloría Territorial de Antioquia, conformándose una 
solo entidad e integrándose a ésta, los equipo técnicos que actualmente desarrollan 
sus labores de control fiscal y responsabilidad fiscal, dotándola de una nueva 
estructura fuerte y sólida, así mismo, tendría a su haber la vigilancia y control fiscal 
de la gestión en los recursos públicos de 503 sujetos de control que ejecutaron un 
presupuesto en la vigencia 2015 de $36.637.313.068.228, tal como lo refleja la 
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Tabla 12. Contralorías territoriales en el departamento de Antioquia 
Cifras en pesos 
 
 
Con un solo organismo de control fiscal en el departamento, con reglas claras 
en lo institucional, metodologías estandarizadas para el ejercicio del control fiscal, 
designación del titular y cuerpo directivo por selección de méritos en donde la 
corporación administrativa (Asamblea) no interfiera en la nominación y elección ni 
en el funcionamiento propio de la Contraloría, que responda o haga parte de un 
sistema nacional de control fiscal que actúe articuladamente y que se establezcan 
estrictos condicionamientos para la creación, por parte de las entidades territoriales 
de nuevos organismos de control, habrá una mayor fortaleza e independencia para 
vigilar los recursos públicos.  
4. Propuesta de reforma en el diseño institucional del 
control fiscal territorial en Colombia  
Con base en la estructura organizativa del Departamento de Antioquia, donde 
quedaría un sólo organismo de control fiscal territorial y teniendo en cuenta que en 
los diferentes departamentos se presentan las mismas disfuncionalidades y los 
mismos desarreglos institucionales para vigilar los recursos públicos, debido a que 
la normatividad sobre el control fiscal en Colombia aplica para todos los entes de 
control que funcionan en el país, se formula un nuevo diseño de organización 








General de Antioquia 29.488.532.745    316 432 9.479.343.083.721    
Municipal de Bello 1.771.789.475    20 2 318.854.261.934    
Municipal de Envigado 2.588.181.680    28 10 526.387.043.496    
Municipal de Itagüí 2.366.124.974    22 9 529.281.529.700    
Municipal de Medellín 30.402.761.496    330 50 25.783.447.149.377    
Subtotal 66.617.390.370    716 503 36.637.313.068.228    
Fuente: Sistema de rendición electrónica de cuentas 2016, SIREL Auditoría General de la República. 
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4.1  Creación del Sistema Nacional de Control Fiscal - SNCF 
Se propone crear El Sistema Nacional de Control Fiscal, como un organismo 
autónomo e independiente, integrado por la Contraloría General de la República, 
las contralorías territoriales y la Auditoría General de la República. El máximo 
órgano del sistema estará a cargo del Contralor General de la Republica, el Auditor 
General y un representante de las contralorías territoriales. Será el ente rector de 
todo el sistema de control fiscal del país. 
El SNCF será el ente encargado de diseñar la política y establecer las 
directrices en materia de control fiscal para todos los organismos que integran el 
sistema. Es responsabilidad del SNCF la integración de los procesos y 
procedimientos para el ejercicio de la vigilancia y control fiscal en el manejo de los 
bienes, inversiones y fondos públicos y articulará todas las acciones de control y 
vigilancia fiscal que desarrollen los organismos del sistema. 
4.2 Estatuto nacional de control fiscal 
El nuevo Sistema Nacional de Control Fiscal deberá expedir un estatuto 
nacional de control fiscal, como ley estatutaria, que organice y reglamente todo lo 
concerniente al ejercicio del control fiscal, en cuanto a la prescripción de métodos, 
forma de rendir cuentas de los vigilados y en la definición de criterios para la 
evaluación financiera, operativa y de resultados, establezca mecanismos y 
parámetros de guías metodológicas de auditoria, facultad sancionatoria de las 
contralorías, procedimiento para el trámite y desarrollo del proceso de 
responsabilidad fiscal y resarcimiento del daño fiscal. El estatuto debe regular todas 
las normas y procedimientos del proceso de control fiscal. 
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4.3 Límites a la creación de contralorías. 
Actualmente la creación de contralorías departamentales obedece a norma 
constitucional121, en la que se establece que en todo departamento habrá una 
contraloría para ejercer el control fiscal. Por su parte, la creación de las contralorías 
municipales es una determinación de ley, la cual dejó supeditada la existencia del 
organismo de control al factor poblacional122 de la entidad territorial y en menor 
medida a los ingresos de libre destinación generados por éste, lo que a su vez, 
sirve como base para definir el presupuesto de funcionamiento de la respectiva 
contraloría, permitiendo que existan entidades de control con presupuestos de 
funcionamiento exiguos, personal no especializado en control fiscal y estructuras 
frágiles para la función fiscalizadora, como en los antiguos territorios nacionales y 
municipios de primera y segunda categoría con bajo desarrollo institucional.   
Lo anterior, indica que para la creación y funcionamiento de una contraloría, 
con las actuales normas, no importan criterios técnicos de carácter presupuestal, 
organizativos o de complejidad, como generación de ingresos, volumen de 
recursos ejecutados, volumen de transferencias o importancia económica, 
situación que genera inequidades presupuestales en los recursos para el 
funcionamiento de las contralorías. Mientras la contraloría de Bello recibe $1.772 
millones para garantizar el control fiscal de $348.655 millones, la Contraloría de 
Itagüí recibe $2.356 millones para auditar 368.056 millones, como indica en las 
tablas 3 y 4 del capítulo III. 
En consecuencia, para la presente propuesta se plantea establecer límite a la 
creación y permanencia de las contralorías territoriales, dejando como criterio 
constitucional que sólo deben existir este tipo de organismos, en el Distrito Especial 
                                               
 
121 Artículo 272 de la Constitución Política.  
122 Ley 617 de 2000, Artículo 21.- Creación y supresión de contralorías distritales y municipales. 
Únicamente los municipios y distritos clasificados en categoría especial y primera y aquellos de 
segunda categoría que tengan más de cien mil (100.000) habitantes, podrán crear y organizar sus 
propias contralorías. Diario Oficial No. 44188 del 9 de octubre de 2000. 
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de Bogotá y en los departamentos clasificados en categoría especial y categoría 
primera, según la categorización establecida por la ley. 
Ahora bien, los departamentos pueden ejercer una mejor gestión financiera de 
sus recursos y ascender de segunda a primera categoría, para lo cual se contempla 
que para la creación de nuevas contralorías, el departamento donde se vaya a 
crear u organizar ente de control, debe permanecer por tres años consecutivos en 
la categoría primera según las certificaciones de los ingresos expedidos por la 
Contraloría General de la República. Así mismo, las regiones legalmente 
constituidas o dos o más departamentos pueden crear sus propias contralorías 
territoriales siempre y cuando superen los condicionamientos exigidos para la 
creación de contralorías en los departamentos, en todo caso, en los entes 
territoriales no pueden confluir simultáneamente dos organismo de control de 
carácter territorial.  
4.4 Conformación del sistema 
En Colombia funcionan 63 contralorías territoriales que tienen una 
responsabilidad de vigilar la gestión de los recursos en 7,746 entidades públicas, 
que en el año 2015 ejecutaron un presupuesto de $137,747,172,643,715, ver 
Anexo A y capitulo III, titulo 1. Tamaño de las entidades y recursos públicos por 
auditar en Colombia.  
Aplicando el criterio utilizado para la unificación de las contralorías territoriales 
en el Departamento de Antioquia, para los demás departamentos de categoría 
especial y primera, y teniendo como referencia la categorización de los entes 
territoriales realizada por la Contaduría General de la Nación123, con base en la Ley 
617 de 2000 y las certificaciones expedidas por la Contraloría General de la 
                                               
 
123 Resolución 679 del 28 de noviembre de 2016, por la cual se expide la certificación de 
categorización de entidades territoriales conforme a lo dispuesto en las leyes 136 de 1994 y 617 
de 2000. 
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República, se unificarían 20 contralorías municipales en 10 departamentales, tal 
como se refleja en la tabla 13.  
Tabla 13. Contralorías territoriales existentes en los departamentos de categoría 
especial y primera. 
Cifras en pesos 






Presupuesto de los 
sujetos de control 
Antioquia 
Dptal Antioquia 29,488,532,745    316 432 9,479,343,083,721    
Mpal Bello 1,771,789,475    20 2 318,854,261,934    
Mpal Envigado 2,588,181,680    28 10 526,387,043,496    
Mpal Itagüí 2,366,124,974    22 9 529,281,529,700    
Mpal Medellín 30,402,761,496    330 50 25,783,447,149,377    
Subtotal   66,617,390,370    716 503 36,637,313,068,228    
Cundinamarca 
Dptal Cundinamarca 16,185,884,697    208 1129 5,502,746,967,395    
Mpal Soacha 1,392,526,774    15 9 255,977,064,236    
Subtotal   17,578,411,471    223 1,138 5,758,724,031,631    
Valle 
Dptal Valle 11,968,536,785    122 152 4,046,075,646,767    
Mpal Buenaventura 3,178,485,073    25 9 353,910,547,037    
Mpal Cali 18,554,158,967    196 18 4,975,947,952,644    
Mpal Palmira 1,961,893,519    29 7 485,532,764,606    
Mpal Tuluá 1,176,692,527    14 10 320,748,720,165    
Mpal Yumbo 2,750,411,574    25 9 358,789,348,621    
Subtotal   39,590,178,445    411 205 10,541,004,979,840    
Atlántico 
Dptal Atlántico 5,119,780,781    79 136 2,262,017,060,558    
Distrital Barranquilla 6,173,816,840    130 205 1,667,480,138,193    
Mpal Soledad 862,189,104    11 37 423,830,678,144    
  Subtotal 12,155,786,725    220 378 4,353,327,876,895    
Meta 
Dptal Meta 3,495,549,512    66 74 4,040,896,791,260    
Mpal Villavicencio 2,321,484,872    41 10 842,020,034,963    
Subtotal   5,817,034,384    107 84 4,882,916,826,223    
Boyacá 
Dptal Boyacá 4,964,087,512    84 829 4,069,474,585,773    
Mpal Tunja 1,446,698,665    18 24 227,023,177,127    
Subtotal   6,410,786,177    102 853 4,296,497,762,900    
Córdoba 
Dptal Córdoba 3,405,977,000    54 573 3,622,819,917,842    
Mpal Montería 924,657,723    15 66 429,919,883,080    
Subtotal   4,330,634,723    69 639 4,052,739,800,922    
Santander 
Dptal Santander 7,633,437,129    94 211 3,058,007,270,687    
Mpal Barrancabermeja 2,584,575,013    20 8 549,252,697,052    
Mpal Bucaramanga 5,049,056,763    50 15 1,125,677,782,176    
Mpal Floridablanca 1,309,086,312    15 12 298,413,506,699    
Subtotal   16,576,155,217    179 246 5,031,351,256,614    
Bolívar 
Dptal Bolívar 5,732,851,000    62 104 1,216,670,476,091    
Distrital Cartagena 5,760,348,000    99 54 439,471,282,980    
Subtotal   11,493,199,000    161 158 1,656,141,759,071    
Nariño 
Dptal Nariño 4,334,583,698    73 75 3,628,397,047,378    
Mpal Pasto 1,690,910,663    29 10 573,046,672,163    
Subtotal   6,025,494,361    102 85 4,201,443,719,541    
Totales  186,595,070,873    2,290 4,289 81,411,461,081,865    
Fuente: Elaborada por el autor ajustada a la información vigencia 2016, del Sistema de Rendición Electrónica de 
Cuentas SIREL de la Auditoría General de la República. 
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A estas 10 contralorías territoriales departamentales, se agrega la Contraloría 
Distrital de Bogotá, quedando el sistema con 11 organismos de control fiscal 
territorial. Con esta unificación o fusión de contralorías, se conservaría la mitad 
(49%) de las contralorías que actualmente funcionan en las entidades territoriales, 
aprovechando las sinergias y capacidad instalada de las contralorías municipales 
que se fusionan en las territoriales departamentales.   
Tabla 14. Cobertura y alcance de las contralorías territoriales unificadas y no 
unificadas  











Presupuestos de los 





31 49% 302,530,619,873    82% 4,395    103,018,731,081,865    75% 
Total Contralorías 
territoriales no unificadas 
32 51% 65,699,891,348    18% 3,351    34,728,441,561,850    25% 
Total 63 100% 368,230,511,221    100% 7,746    137,747,172,643,715    100% 
Fuente: Elaborada por el autor ajustada a la información vigencia 2016, del Sistema de Rendición Electrónica de Cuentas 
SIREL de la Auditoría General de la República. 
 
Teniendo en cuenta los límites establecidos quedarían funcionando 11 
contralorías territoriales que vigilarían el 75% de los recursos que actualmente son 
objeto de control fiscal por las 63 contralorías territoriales, lo que refleja que las 32 
contralorías, que serían eliminadas, que representa el 51% del total de entidades 
que tienen una cobertura del 25% de los recursos vigilados por todos los 
organismos de control fiscal territorial (ver Anexo A), lo que evidencia que existe 
una gran dispersión de contralorías con estructuras pequeñas y frágiles en la lucha 
contra la corrupción que tienen un alcance limitado sobre los recursos por vigilar. 
Por lo tanto, la aplicación de un tope de esta naturaleza, busca corregir los 
desarreglos institucionales que han permitido la creación de organismos de control 
fiscal sin la arquitectura organizativa debida, ni los elementos técnicos de 
capacidad institucional y financiera que les permita ejercer un control fiscal técnico 
y especializado como lo ordena la Constitución. 
Capítulo V. Propuesta de reforma del control fiscal territorial 145 
 
Así las cosas, y teniendo en cuenta la categorización para el año 2017, las once 
contralorías territoriales que quedarían funcionando tendrían por vigilar a 4.395 
entidades con un presupuesto de $103 billones de pesos (cifras de 2015), como lo 
indica la tabla 15.  
Tabla 15. Nuevas contralorías territoriales de departamentos de categoría especial y 
primera. 
Cifras en pesos 
 
En el resto de departamentos de categorías segunda, tercera y cuarta y en los 
municipios de estos departamentos donde había contraloría que fueron eliminadas, 
la competencia del control fiscal lo ejercerá la Contraloría General de la República, 
que representan el 25% del total de recursos que actualmente vigilan las 
contralorías territoriales. 
4.5 Funcionamiento y operatividad del nuevo sistema nacional 
de control fiscal 
4.5.1 Sistema de mérito, calidades y periodo 
 Todos los contralores serán elegidos por mérito, a cargo de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil – CNSC. El nuevo Sistema Nacional de Control 
Fiscal contará con un sistema propio de carrera administrativa (El sistema 
de carrera de la Contraloría General se extenderá a todas las contralorías 




Entidades a vigilar 
Nro. Presupuestos Vigencia 2015 
Bogotá D.C. 115.935.549.000  106 21.607.270.000.000 
Antioquia 66.617.390.370    716 503 36.637.313.068.228 
Cundinamarca 17.578.411.471    223 1.138 5.758.724.031.631 
Valle 39.590.178.445    411 205 10.541.004.979.840 
Atlántico 11.293.597.621    220 378 4.353.327.876.895 
Meta 5.817.034.384    107 84 4.882.916.826.223 
Boyacá 6.410.786.177    102 853 4.296.497.762.900 
Córdoba 4.330.634.723    69 639 4.052.739.800.922 
Santander 16.576.155.217    179 246 5.031.351.256.614 
Bolívar 11.493.199.000    161 158 1.656.141.759.071 
Nariño 6.025.494.361    102 85 4.201.443.719.541 
  302.530.619.873    2.290 4.395 103.018.731.081.865 
Fuente: Sistema de rendición electrónica de cuentas 2016, SIREL Auditoría General de la República y 
Contraloría Distrital de Bogotá. 
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 El Contralor General de la República será elegido por el Congreso de la 
República en pleno de terna escogida por el sistema de mérito por la 
Comisión Nacional del Servicio Civil. El Auditor General de la República será 
elegido en sala plena por el Consejo de Estado de terna escogida por el 
sistema de mérito por la Comisión Nacional del Servicio Civil. El 
representante de los contralores territoriales será elegido por los contralores 
de terna escogida por el sistema de mérito por la Comisión Nacional del 
Servicio Civil. En todas las ternas debe asegurarse la participación de ambos 
géneros. 
 Los contralores tendrán un periodo de 8 años y no podrán inscribirse para el 
periodo siguiente. Actualmente los contralores tienen periodos de 4 años y 
coinciden con el periodo de gobierno del ejecutivo. los periodos cortos en 
los organismos de control vuelve frágil la independencia que debe tener 
frente a los vigilados. 
 Para ser contralor de cualquier organismo de control del Sistema Nacional 
de Control Fiscal se debe reunir las mismas calidades que hoy se exigen y 
10 años de experiencia en el sector público. No podrá ser elegido contralor 
quien haya sido miembro del Congreso de la República, de la corporación 
pública o haber sido dirigente de partido político de la entidad territorial a la 
cual aspira en los cinco años anteriores a la inscripción en el proceso de 
selección. Todo ello con el propósito de evitar conflicto de intereses.  
 Los miembros integrantes del Sistema Nacional de Control Fiscal, deben 
ser aforados para garantizar inmunidad al más alto nivel, con el fin de 
preservar la independencia y garantizar objetividad en el cumplimiento de 
sus funciones. 
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4.5.2 Alcance de la vigilancia y control fiscal de los organismos 
del Sistema Nacional de Control Fiscal 
 El control fiscal se ejercerá de forma posterior y selectiva conforme a los 
procedimientos, sistemas y principios que establezca la ley. 
 Los organismos del Sistema Nacional de Control Fiscal tendrán las 
funciones contenidas en el artículo 268 de la Constitución Política, las cuales 
deben desarrollarse en armonía con las directrices impartidas por el SNCF. 
Tendrán poder sancionatorio frente a dictámenes adversos y 
pronunciamientos desfavorables, según lo reglamente la ley. 
 La Contraloría General de la República ejercerá el control y vigilancia de los 
fondos y bienes de la nación y de los particulares que administren recursos 
de la nación, las transferencias a las entidades territoriales será competencia 
de la respectiva contraloría territorial donde exista. 
 Las contralorías territoriales ejercerán el control y vigilancia fiscal sobre la 
totalidad de los recursos que ejecute el ente o entes territoriales bajo su 
jurisdicción, incluidas las transferencias de la nación del Sistema General de 
Participaciones – SGP, Sistema General de Regalías – SGR y demás 
recursos transferidos.  
 Las contralorías del Sistema Nacional de Control Fiscal se encargarán de 
calificar el funcionamiento y confiabilidad del sistema de control interno 
administrativo en los sujetos de control y tendrán poder sancionatorio sobre 
el mismo. 
 Los organismos del Sistema Nacional de Control Fiscal tendrán la facultad 
de emitir conceptos con el propósito de advertir a los sujetos de control sobre 
actos, operaciones o procesos que se vayan a ejecutar o estén en ejecución 
por dichos entes vigilados, que puedan significar grave riesgo al patrimonio 
público. La función de advertencia no se constituye en un elemento 
vinculante. 
 Los organismos del Sistema Nacional de Control Fiscal promoverán el 
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control social y cuando la comunidad lo exija deberán celebrar audiencias 
públicas en el desarrollo de procesos auditores. 
 Las decisiones en las investigaciones fiscales que adelanten los organismos de 
control fiscal serán instancia de cierre y contra ésta no procede ninguna otra 
instancia de control. 
4.4.3 Organización y vigilancia del Sistema Nacional de Control 
Fiscal 
 El Sistema Nacional de Control Fiscal lo conforma la Contraloría General 
de la República y las contralorías de los entes territoriales donde exista. La 
ley establecerá los límites y requerimientos para la creación y permanencia 
de las contralorías territoriales según el presupuesto ejecutado por las 
entidades sujetas de control en la vigencia anterior a su creación. 
 El Sistema Nacional de Control Fiscal podrá proponer la creación de 
contralorías territoriales en regiones, provincias, áreas metropolitana, 
asociación de municipios y departamentos, siempre y cuando cumplan con 
los límites de creación de contralorías establecidos en la ley. 
 La medición de desempeño de la Contraloría General de la República y 
contralorías territoriales estará a cargo de la Auditoría General de la 
República, quien deberá rendir informe anual al Congreso de la República, 
sobre el funcionamiento del Sistema Nacional de Control Fiscal. 
 La Auditoría General de la República vigilará la sostenibilidad del Sistema 
Nacional de Control Fiscal y que sus actuaciones estén dentro los 
estándares de calidad exigidos, con independencia técnica y especializada, 
garantizándole a la sociedad que las funciones de control y vigilancia fiscal 
de la administración pública se desarrollan de manera eficaz y objetiva en 
todos sus niveles. Así mismo, la Auditoría hará acompañamiento a las 
contralorías territoriales para el fortalecimiento y modernización del ejercicio 
del control fiscal.  
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 El Sistema Nacional de Control Fiscal consolidará el presupuesto de todos 
los organismos que lo componen y lo presentará al Congreso de la república 
para su aprobación a través del Ministerio de Hacienda. Cada órgano es 







• La actual estructura institucional y administrativa de las contralorías 
territoriales, la carencia de identidad y uniformidad en las herramientas 
jurídicas y procedimientos metodológicos aplicados para el ejercicio del 
control fiscal territorial y los exiguos resultados alcanzados en la lucha contra 
la corrupción, no responden a los retos y desafíos gubernamentales de la 
lucha anticorrupción y del mejoramiento de la administración y manejo de los 
recursos del Estado.  
• La ausencia de un sistema de méritos, la alta movilidad del personal en las 
contralorías territoriales y la elección del titular del organismo de control por 
parte de la corporación administrativa, hace proclives a la injerencia política 
partidista o de grupos de presión en la administración y manejo de las 
contralorías y la expone a riesgos de corrupción. 
• La escasa articulación y coordinación de los organismos de control fiscal, la 
falta de claridad en las reglas de juego normativas de las instituciones de 
control fiscal, la falta de claridad en las competencias y la ausencia de un 
marco regulatorio del mismo hacen que se presenten desarreglos 
institucionales reflejados en la descoordinación de sus acciones. 
• La existencia de un gran número de contralorías territoriales, sin la estructura 
adecuada y la capacidad para el ejercicio del control fiscal independiente y 
objetivo, se tornan maleables a los intereses particulares y se convierten en 
fortines políticos locales.  
• Es un imperativo proponer fórmulas de solución que tracen caminos de 
actuación de los organismos de control fiscal, con un nuevo marco regulatorio, 
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a través de la creación del Sistema Nacional de Control Fiscal como 
organismo autónomo e independiente, encargado de diseñar y establecer las 
directrices y política en materia de control fiscal en el país, la expedición del 
estatuto nacional de control fiscal; poniendo límites a la creación de 
contralorías territoriales, para que el sistema opere dentro de un esquema de 
armonización a través de un proceso sistémico de coordinación de acciones, 
con el propósito de fortalecer la institucionalidad del control fiscal como 
entidades independientes y sólidas, que permita enfrentar con mayor fortaleza 






Anexo A: Tamaño y cobertura de las 
contralorías territoriales de Colombia  
cifras en pesos 
Nro. 





Presupuesto de los 
Sujetos Vigilados 
1 Distrito Capital Bogotá D.C. 115,935,549,000      106 21,607,270,000,000    
2 Antioquia Dptal Antioquia 29,488,532,745    316 432 9,479,343,083,721    
3 Antioquia Mpal Bello 1,771,789,475    20 2 318,854,261,934    
4 Antioquia Mpal Envigado 2,588,181,680    28 10 526,387,043,496    
5 Antioquia Mpal Itagüí 2,366,124,974    22 9 529,281,529,700    
6 Antioquia Mpal Medellín 30,402,761,496    330 50 25,783,447,149,377    
7 Cundinamarca Dptal Cundinamarca 16,185,884,697    208 1129 5,502,746,967,395    
8 Cundinamarca Mpal Soacha 1,392,526,774    15 9 255,977,064,236    
9 Valle del Cauca Dptal Valle 11,968,536,785    122 152 4,046,075,646,767    
10 Valle del Cauca Mpal Buenaventura 3,178,485,073    25 9 353,910,547,037    
11 Valle del Cauca Mpal Cali 18,554,158,967    196 18 4,975,947,952,644    
12 Valle del Cauca Mpal Palmira 1,961,893,519    29 7 485,532,764,606    
13 Valle del Cauca Mpal Tuluá 1,176,692,527    14 10 320,748,720,165    
14 Valle del Cauca Mpal Yumbo 2,750,411,574    25 9 358,789,348,621    
15 Atlántico Dptal Atlántico 5,119,780,781    79 136 2,262,017,060,558    
16 Atlántico Distrital Barranquilla 6,173,816,840    130 205 1,667,480,138,193    
17 Atlántico Mpal Soledad 862,189,104 11 37 423,830,678,144    
18 Meta Dptal Meta 3,495,549,512    66 74 4,040,896,791,260    
19 Meta Mpal Villavicencio 2,321,484,872    41 10 842,020,034,963    
20 Boyacá Dptal Boyacá 4,964,087,512    84 829 4,069,474,585,773 
21 Boyacá Mpal Tunja 1,446,698,665    18 24 227,023,177,127 
22 Córdoba Dptal Córdoba 3,405,977,000    54 573 3,622,819,917,842    
23 Córdoba Mpal Montería 924,657,723    15 66 429,919,883,080    
24 Santander Dptal Santander 7,633,437,129    94 211 3,058,007,270,687    
25 Santander Mpal Barrancabermeja 2,584,575,013    20 8 549,252,697,052    
26 Santander Mpal Bucaramanga 5,049,056,763    50 15 1,125,677,782,176    
27 Santander Mpal Floridablanca 1,309,086,312    15 12 298,413,506,699    
28 Bolívar Dptal Bolívar 5,732,851,000    62 104 1,216,670,476,091    
29 Bolívar Distrital Cartagena 5,760,348,000    99 54 439,471,282,980    
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cifras en pesos 
Nro. 





Presupuesto de los 
Sujetos Vigilados 
30 Nariño Dptal Nariño 4,334,583,698    73 75 3,628,397,047,378    
31 Nariño Mpal Pasto 1,690,910,663    29 10 573,046,672,163    
32 Chocó Dptal Chocó 1,383,425,487    24 48 529,327,849,030    
33 San Andrés Dptal San Andrés 2,800,470,000    25 4 255,335,296,217    
34 Amazonas Dptal Amazonas 804,246,497    8 7 203,060,623,935    
35 Cauca Mpal Popayán 944,981,331    14 9 465,986,480,243    
36 Cauca Dptal Cauca 3,166,586,434    59 102 2,418,708,031,861    
37 Cesar Dptal Cesar 3,070,910,347    34 133 2,613,562,036,839    
38 Cesar Mpal Valledupar 1,470,313,846    16 10 616,087,996,673    
39 Magdalena Dptal Magdalena 3,559,899,141    54 141 2,090,508,531,515    
40 Magdalena Distrital Santa Marta 1,319,335,480    16 25 267,875,413,669    
41 Guajira Dptal Guajira 1,221,159,923    22 77 2,717,999,611,255    
42 Caquetá Dptal Caquetá 1,121,234,184    18 267 962,076,769,032    
43 Huila Dptal Huila 4,666,777,405    49 134 1,900,762,024    
44 Huila Mpal Neiva 1,912,142,137    31 30 598,397,389,262    
45 Putumayo Dptal Putumayo 1,144,499,451    12 239 928,467,306,357    
46 Tolima Dptal Tolima 4,795,632,882    76 452 2,718,993,115,936    
47 Tolima Mpal Ibagué 2,672,739,642    24 69 990,631,737,986    
48 Caldas Dptal Caldas 3,366,055,707    57 251 1,646,339,041,918    
49 Caldas Mpal Manizales 2,194,917,708    34 94 684,083,345,515    
50 Quindío Dptal Quindío 2,248,732,732    36 91 876,557,028,582    
51 Quindío Mptal Armenia 1,511,040,368    24 41 409,850,335,000    
52 Risaralda Dptal Risaralda 2,708,891,586    46 176 913,707,885,260    
53 Risaralda Mpal Dosquebradas 683,724,067    10 27 215,136,664,419    
54 Risaralda Mptal Pereira 2,661,587,538    46 89 785,200,712,000    
55 Arauca Dptal Arauca 1,358,336,467    12 68 1,746,550,086,123    
56 Casanare Dptal Casanare 2,686,424,465    30 196 3,184,470,647,810    
57 Norte de Santander Dptal Norte Santander 3,496,467,254    58 96 1,960,285,593,246    
58 Norte de Santander Mpal Cúcuta 1,526,783,424    30 19 713,737,866,778    
59 Guainía Dptal Guainía 549,275,129    10 4 195,393,644,272    
60 Guaviare Dptal Guaviare 1,018,358,667    13 17 317,315,172,984    
61 Vaupés Dptal Vaupés 659,567,527    6 8 141,300,180,299    
62 Vichada Dptal Vichada 680,877,789    9 9 340,316,172,190    
63 Sucre Dptal Sucre 2,294,496,733    49 418 2,219,278,233,620    
 
Totales 368,230,511,221       3,242      7,746    137,747,172,643,715    
Fuente: Elaborada por el autor ajustada a la información vigencia 2016, del Sistema de Rendición Electrónica de Cuentas 
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